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Si algo ha caracterizado el proceso político-constitucional venezo-
lano durante el último lustro, ello ha sido la progresiva y sistemática 
demolición de la autonomía e independencia del Poder Judicial por 
parte de los diversos órganos del Estado, incluido el propio Tribunal 
Supremo de Justicia; de manera que la separación de los poderes, como 
principio básico del Estado de derecho, incluso en medio de la peculiar 
penta división del poder que está plasmada en la Constitución de 1999, 
ha sido hecha añicos. En relación con el Poder Judicial, ello comenzó 
con las actuaciones de la Asamblea Nacional Constituyente en 1999, 
siendo la última actuación en el tiempo, la sanción de la Ley Orgánica 
del Tribunal Supremo de Justicia en mayo de 2004 y sus secuelas. Por 
ello es que la situación actual de “manipulación del Estado de dere-
cho”1 sólo puede entenderse cuando se analiza dicho proceso demole-
dor desde su perspectiva histórica reciente.    

Estas notas tienen por objeto, precisamente, exponer ese proceso 
de destrucción institucional, que ha socavado las bases mismas del Es-
tado de derecho y ha buscado destruir la democracia, la cual por sobre 

                                         
∗  Texto elaborado para las XXX Jornadas J.M. Domínguez Escovar, Instituto de Investi-

gaciones Jurídicas, Colegio de Abogados del Estado Lara, Barquisimeto, 6 de enero de 
2005. 

1  Véase, por ejemplo, el documento Manipulando el Estado de Derecho: Independencia del 
poder Judicial amenazada en Venezuela, Human Rights Watch, juniode 2004, Vol. 16, Nº 
3 (B).  
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todo solo puede funcionar cuando hay efectiva separación de poderes 
y control entre los mismos.  

I.  LA INTERVENCIÓN CONSTITUYENTE DEL PODER JUDICIAL 

1. La asunción por la Asamblea Nacional Constituyente de un poder 
constituyente originario que no le había otorgado el pueblo 

La Asamblea Nacional Constituyente se instaló el 3 de agosto de 
19992, teniendo su primera sesión plenaria formal el día 7 de agosto de 
1999, en la cual se inició la discusión de su Estatuto de Funcionamiento, 
tal como lo exigía la base comicial octava del referendo del 25 de abril de 
19993. 

En dicha primera sesión plenaria, por supuesto, se replanteó la 
discusión que ya había sido resuelta por la Corte Suprema de Justicia 
(Sala Político Administrativa) en sentencia de 13 de abril de 19994, dic-
tada en ejecución de la sentencia de 18 de marzo de 19995 (Caso: Gerar-
do Blyde vs. CNE), la cual había ordenado eliminar de la base comicial 
octava del referendo del 25 de abril de 1999, toda referencia a “poder 
constituyente originario” alguno que pudiera pretender ejercer la 
Asamblea, precisamente para evitar toda confusión6. Entonces, en au-
sencia de manifestación popular alguna derivada del referendo de 25 
                                         

2  En el acto de instalación, el discurso dado por quien venía de ser electo presidente de 
la Asamblea, Luís Miquelena, concluyó con estas frases “la Asamblea Nacional Consti-
tuyente es originaria y soberana”, en Gaceta Constituyente (Diario de Debates), Agosto-
Septiembre 1999, Sesión de 03-08-99, Nº 1, p. 4. 

3  Véase Gaceta Constituyente (Diario de Debates), Agosto-Septiembre 1999, Sesión de 07-08-
99, Nº 4, p. 151. 

4  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 77-80, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
1999, pp. 85 y ss.  

5  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 77-80, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
1999, pp. 73 y ss. 

6  Véanse los cometarios a dicha sentencia en Allan R. Brewer-Carías, Poder Constitu-
yente Originario y Asamblea Nacional Constituyente, Editorial Jurídica Venezolana, Ca-
racas 1999, pp. 214 y ss 
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de abril de 1999 y de fundamentación normativa alguna para poder 
dictar actos constituyentes, la Asamblea, de hecho y en aproximaciones 
sucesivas, fue “construyendo” su propio carácter de “poder constitu-
yente originario” que nadie le había asignado. De hecho, la Asamblea 
sumió el Poder Público y se arrogó la potestad de disponer sobre el 
Poder Público constituido conforme a la Constitución de 1961, la cual 
violó abiertamente. Había sido ese texto constitucional el que interpre-
tado por la jurisprudencia7, le había dado origen; por lo que fue el pri-
mero en ser violado. 

Expusimos nuestro criterio sobre el tema ante la Asamblea Nacio-
nal Constituyente, tanto en la intervención oral como por escrito8, pre-
cisamente de acuerdo con dicha doctrina jurisprudencial de la Corte 
Suprema conforme a la cual se había originado la propia Asamblea, en 
el sentido de que el único poder constituyente originario en ese proce-
so constituyente era el pueblo, es decir, la manifestación popular efec-
tuada en el referendo del 25 de abril de 1999. Por ello, la Asamblea Na-
cional Constituyente electa como consecuencia de tal referendo, tenía 
los límites contenidos en las bases comiciales del mismo, que eran las 
que tenían carácter supra constitucional, a los cuales estaba sometida. 

Sin embargo, prevaleció el criterio de la mayoría de la Asamblea 
que quedó plasmada contra toda la doctrina jurisprudencial de la Cor-
te Suprema, en el artículo 1º del Estatuto, relativo a la naturaleza y mi-
sión de la Asamblea Nacional Constituyente. En esa norma se la defi-
nía como “depositaria de la voluntad popular y expresión de su sobe-

                                         

7  Véase Allan R. Brewer-Carías, “La configuración judicial del proceso constituyente o 
de cómo el guardián de la Constitución abrió el camino para su violación y para su 
propia extinción”, en Revista de Derecho Público, Nº 77-80, Editorial Jurídica Venezo-
lana, Caracas, 1999, pp. 453 y ss. 

8 Véase los textos en Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente, (Aportes a la Asam-
blea Nacional Constituyente) Tomo I, (8 agosto-8 septiembre 1999), Caracas 1999, pp. 15 a 
39. Así mismo, en Gaceta Constituyente (Diario de Debates), Agosto-Septiembre 1999, Se-
sión de 07-08-99, Nº 4, pp. 6 a 13. 
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ranía con las atribuciones del Poder Originario para reorganizar el Es-
tado Venezolano y crear un nuevo ordenamiento jurídico democráti-
co”. Dicha norma agregaba que “la Asamblea, en uso de las atribucio-
nes que le son inherentes, podrá limitar o decidir la cesación de las ac-
tividades de las autoridades que conforman el Poder Público”. Agre-
gaba, además, en el Parágrafo Primero que “Todos los organismos del 
Poder Público quedan subordinados a la Asamblea Nacional Constitu-
yente, y están en la obligación de cumplir y hacer cumplir los actos ju-
rídicos estatales que emita dicha Asamblea Nacional”; auto atribuyén-
dose así poderes para modificar la Constitución que estaba vigente, 
cuyas normas “mantendrían vigencia en todo aquello que no colida o 
sea contradictorio con los actos jurídicos y demás decisiones de la 
Asamblea Nacional Constituyente”9. 

En esta forma, la Asamblea se auto atribuyó carácter de “poder 
originario”, y potestades públicas por encima de la Constitución de 
196110, y antes de que comenzara siquiera a elaborar el texto constitu-
cional para lo cual había sido electa, durante el primer mes de su fun-
cionamiento entre el 8 de agosto y el 2 de septiembre de 1999, asumió 
la tarea de intervenir para supuestamente reorganizar los Poderes Pú-
blicos constituidos, incluido el Poder Judicial11. 

                                         

9 Véase en Gaceta Constituyente (Diario de Debates), Agosto-Septiembre 1999, Sesión de 
07-08-99, Nº 4, p. 144. Véase el texto, además, en Gaceta Oficial Nº 36.786 de 14-09-99,  

10  Con ello se comenzó a ejecutar el golpe de estado constituyente. Véase Allan R. Bre-
wer-Carías, Golpe de Estado y Proceso Constituyente en Venezuela, UNAM, México, 
2002. Como ha señalado Lolymar Hernández Camargo, con la aprobación del Estatu-
to “quedó consumada la inobservancia a la voluntad popular que le había impuesto 
límites a la Asamblea Nacional Constituyente… Se auto proclamó como poder cons-
tituyente originario, absoluto e ilimitado, con lo cual el Estado perdió toda razón de 
ser, pues si se mancilló la voluntad popular y su manifestación normativa (la Consti-
tución), no es posible calificar al Estado como de derecho ni menos aun democráti-
co”, en La Teoría del Poder Constituyente. Un caso de estudio: el proceso constituyente ve-
nezolano de 1999, UCAT, San Cristóbal 2000, p. 73. 

11  Véase Allan R. Brewer-Carías, La Constitución de 1999, Derecho Constitucional Venezo-
lano, Tomo I, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2004, pp. 99 y ss. 
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2. La reorganización de los poderes constituidos 

El primero de los actos constituyentes dictados por la Asamblea en 
violación de la Constitución de 1961, fue el contenido en el “Decreto 
mediante el cual se declaró la reorganización de todos los órganos del 
Poder Público” de fecha 12 de agosto de 199912; decisión respecto de la 
cual argumentamos oralmente sobre su improcedencia y salvamos 
nuestro voto, razonándolo negativamente13. 

Para dictar el Decreto, la Asamblea invocó que ejercía “el poder 
constituyente otorgado por este mediante referendo...”; es decir, que 
ejercía un “poder constituyente” que supuestamente le había otorgado 
el “poder constituyente” (pueblo) en el “referendo”, lo que si era así, se 
configuraba como un poder constituyente derivado. Sin embargo, la 
Asamblea en realidad, para aprobar el Decreto se fundamentó en “lo 
dispuesto en el artículo primero del Estatuto de esta Asamblea”, en el 
cual la Asamblea ya se había auto conferido, a sí misma, el supuesto 
carácter de poder constituyente originario. 

A pesar de la contradicción, la Asamblea declaró “la reorganiza-
ción de todos los órganos del Poder Público”, autorizándose a sí misma 
para “decretar las medidas necesarias para enfrentar situaciones espe-
cíficas de la reorganización”, y auto atribuyéndose, además, la potes-
tad de disponer “la intervención, modificación o suspensión de los ór-
ganos del Poder Público que así considere...”. Con esta decisión, sin 
duda, la Asamblea había materializado técnicamente el golpe de Esta-
do, abriendo la vía para violar la Constitución vigente para ese mo-
mento (la de 1961) y colocándose por encima de la propia Constitución. 

                                         

12  Gaceta Oficial Nº 36.764 de 13-08-99. 

13 Véase en Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente, Tomo I, op. cit., pp. 43 a 56; y 
en Gaceta Constituyente (Diario de Debates), Agosto-Septiembre de 1999, cit., Sesión de 12-
08-99, Nº 8, pp. 2 a 4. Véase el texto del Decreto en Gaceta Oficial Nº 36.764 de 13-08-
99. 
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En el debate respecto de este Decreto, el cual, al principio había si-
do proyectado como un “Decreto de Declaratoria de Emergencia Na-
cional”, expresamos nuestra opinión contraria y señalamos que: 

Si la Asamblea Nacional Constituyente no tiene poder alguno derivado de la 
voluntad popular para poner en vigencia la nueva Constitución en la cual re-
fleje la transformación del Estado que diseñe y el nuevo ordenamiento jurídi-
co que elabore; menos aún tiene competencia alguna derivada del referendo 
consultivo del 25-04-99, para durante su funcionamiento, en estos seis meses, 
suspender, revocar, derogar o modificar, así sea temporalmente la actual 
Constitución de 1961, cuyo texto estará vigente hasta que se apruebe, median-
te referendo, la nueva Constitución. 

En consecuencia, no es posible derivar del referendo consultivo de 25-04-99, 
fundamento alguno para que la Asamblea pueda, durante su funcionamiento, 
arrogarse el poder de intervenir, modificar o suspender los órganos del Poder 
Público antes de que la nueva Constitución entre en vigencia al ser aprobada 
por referendo, pues ello implicaría una modificación o suspensión de la Cons-
titución vigente14. 

A pesar de nuestra oposición, el mencionado Decreto fue aproba-
do con nuestro voto negativo; y su texto marcó el comienzo de la inter-
vención de todos los Poderes del Estado, particularmente del Poder 
Legislativo y del Poder Judicial, además de los Poderes estadales y 
municipales, con la anuencia del propio Tribunal Supremo de Justicia, 
en cual contribuyó a “formalizar” el golpe de Estado y aupar su propia 
destrucción15. 

 

 

                                         

14  Véase Allan R. Brewer-Carías Debate Constituyente Tomo I, op. cit. pp. 51 y 52 

15  Véase Allan R. Brewer-Carías, “La configuración judicial del proceso constituyente o 
de cómo el guardián de la Constitución abrió el camino para su violación y para su 
propia extinción”, Revista de Derecho Público, Nº 77-80, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 1999, pp. 453 y ss. 
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3. La complicidad de la Corte Suprema de Justicia con la inconstitu-
cional intervención constituyente de los poderes constituidos 

Luego de dictado el “Decreto mediante el cual se declaró la reor-
ganización de todos los órganos del Poder Público”, como se dijo, la 
Asamblea Nacional Constituyente procedió a intervenir y a regular a 
casi todos los órganos constituidos del Poder Público, comenzando por 
los órganos que ejercían el Poder Legislativo, a cuyo efecto, el 25 de 
agosto de 1999, dictó el “Decreto mediante el cual se regulan las fun-
ciones del Poder Legislativo”16 que reformó cinco días después, el 30 
de agosto de 199917. 

Este Decreto, sin embargo, tuvo una fundamentación distinta al 
anterior. La “timidez” expresada en el “Decreto de reorganización ge-
neral de los órganos del Poder Público” puede considerarse que fue 
superada en este Decreto, pues la Asamblea no se limitó a invocar el 
ejercicio de un poder constituyente (derivado) que le había otorgado el 
poder constituyente (originario) que era el pueblo mediante el referen-
do consultivo de 25 de abril de 1999; sino que se arrogó directa y abier-
tamente un “poder constituyente originario” que nadie le había otor-
gado, sino ella misma en su propio Estatuto de Funcionamiento. Así se 
plasmó en el encabezamiento del Decreto donde se afirmó que la 
Asamblea actuaba “En nombre y representación del pueblo soberano 
de Venezuela, en ejercicio del poder constituyente originario otorgado por 
éste mediante referendo aprobado democráticamente el 25 de abril de 
1999...” 

Sobre el Decreto mediante el cual se regularon las funciones del 
Poder Legislativo, en el debate en la Asamblea expresamos que su con-
tenido violaba: 

                                         

16  Gaceta Oficial N° 36.772 de 25-08-99 

17  Gaceta Oficial N° 36.776 de 31-08-99 
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La voluntad popular y soberana expresada en el referendo el 25-04-99, en el 
sentido de que primero, viola las garantías democráticas que la Asamblea Na-
cional Constituyente debe respetar; segundo, viola los principios del republi-
canismo, entre ellos, el de la separación de poderes, al modificar la Constitu-
ción de 1961 en cuanto la organización y funciones del Poder Legislativo Na-
cional y concentrar los Poderes del Estado en la Asamblea; tercero, viola com-
promisos internacionales de la República relativos al régimen democrático y a 
los derechos fundamentales; cuarto, viola el carácter progresivo de los dere-
chos fundamentales del hombre, y quinto, viola el régimen autonómico de los 
Estados de la República.18 

El Decreto finalmente, y a pesar de nuestra oposición, fue aproba-
do, razón por la cual dejamos constancia de nuestro voto salvado nega-
tivo en el cual expresamos que la Asamblea Nacional Constituyente, al 
aprobar este Decreto: 

En mi criterio, ha actuado al margen de los límites que le impuso la voluntad 
popular, lo que ya hizo, también, al aprobar su Estatuto, particularmente el 
contenido de su artículo 1º; al aprobar el Decreto de Reorganización de los Po-
deres Públicos y al aprobar el Decreto de Reorganización del Poder Judicial19. 

En todo caso, en resumen, mediante este Decreto, la Asamblea 
Nacional Constituyente en violación abierta de lo previsto en la Consti-
tución de 1961, reguló y limitó las funciones del Congreso de la Repú-
blica cuyos miembros habían sido electos unos meses antes, en diciem-
bre de 1998. Para ello, el Decreto comenzó eliminando el Congreso, al 
disponer que éste sólo actuaría “por órgano de la Comisión Delegada” 
(art. 2); y en cuanto a su función legislativa (la cual, al quedar elimina-
da la bicameralidad, sólo la ejercía la Comisión Delegada) quedó con-
finada a un conjunto específico de materias, indicadas como numerus 
clausus (art. 1).  

El “Decreto de Regulación de las Funciones del Poder Legislati-
vo”, el cual además eliminaba las Asambleas Legislativas estadales, 

                                         

18  Véase Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente, Tomo I, op. cit. p. 76 

19  Véase Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente, Tomo I, op. cit. p. 95 
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cambiaba la estructura del Parlamento de bicameral a unicameral e, 
intervenía la autonomía e independencia de los órganos del Poder Pú-
blico que regulaba la Constitución; fue impugnado ante la Corte Su-
prema de Justicia por el Vice Presidente de la Cámara de Diputados, 
Henrique Carriles Radonski. La Corte Suprema de Justicia en Sala Ple-
na, y con ponencia del Magistrado Iván Rincón Urdaneta, sin embargo, 
mediante sentencia de fecha 14 de octubre de 1999, (Caso: Henrique Ca-
priles Radonski vs. Decreto de Reorganización del Poder Legislativo) resolvió 
el recurso declarando “improcedente la acción de nulidad intentada”20.  

La Corte Suprema, con esta sentencia, sin duda, se plegó al nuevo 
poder político y cohonestó y avaló los desaguisados constitucionales 
hechos por la Asamblea Nacional Constituyente. Con ello, sin duda, 
firmó su propia sentencia de muerte y la remoción de sus integrantes, 
con excepción, por supuesto, del magistrado Iván Rincón Urdaneta, su 
Presidente ponente, quien luego seguiría siendo por más de un lustro 
Presidente del nuevo Tribunal Supremo de Justicia. 

En la sentencia, luego de unas confusas argumentaciones basadas 
en citas bibliográficas entre las cuales, por supuesto, se incluyó al Aba-
te Sièyes, sobre el poder constituyente en la teoría y la práctica políticas 
de la historia universal, y sobre la distinción entre el poder constitu-
yente y los poderes constituidos; la Corte Suprema, concluyó obser-
vando que: 

El poder constituyente no puede ejercerlo por sí mismo el pueblo, por lo que 
la elaboración de la Constitución recae en un cuerpo integrado por sus repre-
sentantes, que se denomina Asamblea Constituyente, cuyos títulos de legiti-
midad derivan de la relación directa que exista entre ella y el pueblo. 

Con este “descubrimiento” la Corte lo que hizo fue observar que 
la Asamblea Nacional Constituyente electa el 25 de julio de 1999 tenía 

                                         

20  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 77-80, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
1999, pp. 111 y ss. 
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como límites las bases comiciales aprobadas por el poder constituyente 
originario (el pueblo) mediante el referendo de abril de 1999, bases a 
las cuales la Corte, en la misma sentencia, le había reconocido “similar 
rango y naturaleza que la Constitución” y, en las cuales se había enco-
mendado a la Asamblea “la elaboración de la Constitución”, más no su 
adopción o puesta en vigencia, lo que se reservó el pueblo como poder 
constituyente originario, mediante referendo aprobatorio previsto en la 
base comicial novena. 

Sin embargo, en la misma sentencia, la Corte Suprema pasó de re-
conocerle a las bases comiciales “similar rango y naturaleza que la 
Constitución” (de 1961), a otorgarle rango “supra constitucional”. La 
Corte, en efecto, en la sentencia, luego de constatar las denuncias de 
inconstitucionalidad del Decreto impugnado, señaló: 

Como puede observarse, la pregunta Nº 1 del referendo consultivo nacional 
aprobado el 25 de abril de 1999 y la base comicial octava del mismo referen-
do, consagra la supra constitucionalidad de sus prescripciones, ya que en ningún 
momento remite a la Constitución de 1961 sino a la tradición de la cultura... 

Por supuesto, en esta línea de razonamiento, la Corte Suprema se 
encontraba con el escollo que le representaba la antes citada sentencia 
del 13 de abril de 1999 que ejecutaba la de 18 de marzo de 1999, ambas 
de la Sala Político-Administrativa de la misma Corte Suprema. En di-
cha sentencia se había ordenado eliminar de la base comicial octava, para 
evitar toda confusión, toda referencia al pretendido carácter originario 
del poder constituyente que ejercía la Asamblea, pero dijo lo siguiente: 

Si bien la sentencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político Adminis-
trativa de fecha 13 de abril de 1999, excluyó de la base comicial octava “como 
poder constituyente originario que recoge la soberanía popular”, es claro que 
la Asamblea Nacional Constituyente, no es un poder derivado, pues su fun-
ción de sancionar una nueva Constitución implica el ejercicio del poder cons-
tituyente, el cual no puede estar sujeto a los límites del orden jurídico estable-
cido, incluyendo la Constitución vigente. 
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De lo anterior resulta una contradicción abierta de criterios. La 
Corte Suprema reconocía que la sentencia de 13 de abril había dejado 
claro que la Asamblea Nacional Constituyente no era un poder constitu-
yente originario (ya que sólo el pueblo lo es), lo que conducía entonces a 
considerarla como un poder constituyente “derivado”, regulado por el 
pueblo en las bases comiciales a las cuales le había reconocido rango 
“supra constitucional”. Sin embargo, la Corte en definitiva dijo que la 
Asamblea no era ni poder constituyente originario ni poder constitu-
yente derivado. Entonces, ¿de qué se trataba? Si toda la bibliografía ci-
tada en la sentencia establecía esta dicotomía, debía ser una cosa o la 
otra, pero lo que no podía ser era ninguna de las dos. 

La inconsistencia de la sentencia, en todo caso, condujo a la Corte 
Suprema, luego de citar párrafos sueltos de la antigua sentencia del 19 
de enero de 199921, a cambiar su propio criterio establecido en la sen-
tencia del 13 de abril de 1999 sobre la ausencia del carácter originario 
del poder constituyente otorgado a la Asamblea. 

Debe señalarse que es cierto que la Asamblea Nacional Constitu-
yente no tenía otros límites que los establecidos en las bases comiciales 
para sancionar una nueva Constitución; pero sólo para eso es que ello 
implicaba el ejercicio del poder constituyente: para elaborar el texto de 
una nueva Constitución la cual no se podía poner en vigencia con la 
sola voluntad de la Asamblea, porque ésta no tenía poder constituyen-
te para ello. Por eso, las comparaciones que hizo la Corte en su senten-

                                         

21  Esta sentencia dictada bajo Ponencia de Humberto J. La Roche, fue la que abrió la vía 
del referendo consultivo sobre la Asamblea Nacional Constituyente. Véase en Revista 
de Derecho Público, Nº 77-80, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1999, pp. 57 y ss. 
Véase los comentarios en Allan R. Brewer-Carías, Asamblea Constituyente y Ordena-
miento Constitucional, Caracas 1999, pp. 151 y ss.; Allan R. Brewer-Carías, Poder Cons-
tituyente Originario y Asamblea Nacional Constituyente, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 1999, pp. 55 y ss; y en Allan R. Brewer-Carías, “La configuración judicial del 
proceso constituyente o de cómo el guardián de la Constitución abrió el camino para 
su violación y para su propia extinción”, Revista de Derecho Público, Nº 77-80, Caracas 
1999, pp. 453 y ss. 
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cia, con el proceso de la Asamblea Constituyente de Colombia de 1991 
eran totalmente impertinentes, pues en ese país, al contrario de lo que 
sucedió en Venezuela, la Constitución sí fue puesta en vigencia por la 
Asamblea Constituyente sin aprobación popular. En Venezuela, al con-
trario, el pueblo, como poder constituyente originario, en las bases co-
miciales mencionadas se había reservado la potestad de aprobar la 
Constitución mediante referendo aprobatorio posterior. 

Sin embargo, incluso contrariando sus propias palabras (que la 
función de la Asamblea era “sancionar una nueva Constitución”) la 
Corte Suprema en la sentencia, le atribuyó otras tareas “indefinidas”, 
así: 

El cambio constitucional dirigido a la supresión de la Constitución vigente, es 
un proceso que, como tal, no se limita a la sanción de la nueva Constitución, 
sino al interregno durante el cual, la Asamblea Nacional Constituyente actúa 
dentro del contexto jurídico donde rige, transitoriamente, la Constitución an-
terior... 

Es decir, la Corte Suprema, contradictoriamente, reconoció en la 
sentencia la “vigencia” de la Constitución de 1961, así fuera “transito-
riamente” hasta que se aprobara la nueva Constitución mediante refe-
rendo, y agregó luego, sin embargo, que: 

El hecho de que la supresión de la Constitución actual se produce sólo cuan-
do es refrendada y sancionada por el pueblo la Constitución nueva, el tiempo 
de vigencia de la primera no puede impedir ni obstaculizar el cumplimiento 
de la función de la Asamblea Nacional Constituyente que es la creación de un 
nuevo ordenamiento jurídico a que se refiere la pregunta Nº 1 del referendo 
consultivo nacional del 25 de abril de 1999. Si el cambio constitucional es un 
proceso, que se inicia con dicho referendo y si este proceso implica forzosa-
mente la coexistencia de poderes (del poder constituido y la Asamblea Na-
cional Constituyente), los Estatutos de Funcionamiento de ésta, basados, co-
mo se ha dicho, en normas presupuestas o supraconstitucionales, deben defi-
nir el modo de esta coexistencia, siendo la Constitución de 1961, el límite del 
poder constituido, pero no el criterio de solución de las controversias que 
puedan ocurrir entre ambos poderes. 
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Es decir, la Corte Suprema cambió el criterio que había sentado en 
la sentencia del 18 de marzo de 199922, según el cual la Constitución de 
1961 era un marco límite de la Asamblea cuya elección debía aprobarse 
por el referendo del 25 de abril de 1999; y pasó a señalar, ya en medio 
del proceso constituyente, que esa misma Constitución de 1961 sólo era 
un límite a la actuación “de los poderes constituidos”, pero no de la 
propia Asamblea Nacional Constituyente, cuya actuación pasaba a es-
tar regulada por su Estatuto de Funcionamiento que ella misma se 
había dictado, auto atribuyéndose “poder constituyente originario”. 

Como conclusión de estas contradicciones, sin más, la Corte Su-
prema, en su sentencia del 14 de octubre de 1999, afirmó que la preten-
sión de nulidad del “Decreto de Regulación de las Funciones del Poder 
Legislativo”, al violar la Constitución de 1961, era “improcedente”: 

Pues el fundamento del acto impugnado no puede ser la Constitución vigen-
te, desde que la soberanía popular se convierte, a través de la Asamblea Na-
cional Constituyente, en supremacía de la Constitución, por razón del carác-
ter representativo del poder constituyente, es decir, como mecanismo jurídico 
de producción originaria del nuevo régimen constitucional de la República, 
así se decide23. 

Con esta confusa declaración, de la que podía deducirse cualquier 
cosa por quien quiera que la leyera, la Corte Suprema cambió los crite-
rios que dieron origen al mismo proceso constituyente sentados por la 
misma Corte y, en definitiva decretó su futura extinción. Sólo pasaron 
algo más de dos meses para que fuera cerrada y extinguida por la pro-
pia Asamblea Nacional Constituyente, precisamente en ejercicio de los 
“poderes” que la misma Corte le atribuyó a partir de esta sentencia.  

                                         

22  Véase Revista de Derecho Público, Nº 77-80, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
1999, pp. 73 y ss. 

23  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 77-80, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
1999, pp. 453 y ss. 
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A partir de esa decisión, en todo caso, la Corte Suprema despejaba 
toda duda sobre la inconstitucional intervención del propio Poder Ju-
dicial por parte de la Asamblea Nacional Constituyente, la cual se 
había iniciado semanas antes; proceso de intervención en el cual inclu-
so, la propia Corte Suprema participaría y cohonestaría. 

La sentencia de la Corte en Pleno del 14 de octubre de 1999, en to-
do caso, fue objeto de severas criticas por parte de los siguientes Ma-
gistrados que salvaron su voto: Hermes Harting, quien había sido po-
nente de las sentencias de 18 de marzo de 1999, 23 de marzo de 1999 y 
13 de abril de 1999 de la Sala Político-administrativa; Hildegard Ron-
dón de Sansó; Belén Ramírez Landaeta; Héctor Grisanti Luciani, y 
Humberto J. La Roche, quien había sido el ponente de la sentencia ini-
cial del proceso constituyente de 19 de enero de 19999. 

El magistrado Harting insistió en la tesis de que la Asamblea Na-
cional Constituyente se había originado “en función de la Constitución 
de 1961, fuente de su nacimiento”, por lo que estaba sujeta a la Consti-
tución, lo que implicaba: 

El no poder ejercer la Asamblea Nacional Constituyente potestades corres-
pondientes a los Poderes del Estado, ni realizar actuaciones atribuidas especí-
ficamente a estos por la Constitución y las Leyes, ni siquiera invocando cir-
cunstancias excepcionales. 

Sobre este mismo tema, la magistrado Hildegard Rondón de Sansó 
también fue precisa al afirmar que la Asamblea Nacional Constituyente 

Está -ante todo- sujeta al sistema de la Constitución de 1961, al orden vigente 
y a las bases comiciales en el ejercicio y límites de su competencia. 

Por ello, la magistrada Sansó consideró que la sentencia de 14 de 
octubre de 1999 había tergiversado la base comicial octava al considerar 
que la Asamblea estaba exonerada del bloque normativo de la Consti-
tución de 1961; afirmando que: 
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La posición supraconstitucional de la Asamblea Nacional Constituyente radi-
ca en la facultad de erigir instituciones futuras, diferentes del texto constitu-
cional vigente: no en la facultad de violar las normas que rigen el sistema de-
ntro del cual opera. 

La magistrada Sansó también denunció el “flagrante desconoci-
miento” que evidenció la sentencia de un Acuerdo que había adoptado 
la Corte en Pleno, días antes, el 23 de agosto de 1999, en el cual la Corte 
declaró que: 

Se mantiene firme en su convicción de que dicha Asamblea no nació de un 
gobierno de facto, sino que surgió en un sistema de iure mediante un proce-
dimiento al cual ella misma ha dado su respaldo. 

Ahora bien, la acción de nulidad del Decreto que reguló la reorga-
nización del Poder Legislativo se había fundamentado, entre otros as-
pectos, en la violación de la base comicial octava que la sentencia consi-
deró como de rango y naturaleza constitucional e, incluso, supra cons-
titucional. Al declarar improcedente la acción sólo indicando que el 
Decreto no estaba sometido a la Constitución de 1961, pero sin con-
frontar su texto con la base comicial octava, la Corte en Pleno incurrió en 
denegación de justicia o quizás en absolución de la instancia, lo que fue 
destacado por los magistrados Humberto J. La Roche e Hildegard 
Rondón de Sansó en sus votos salvados. 

La sentencia, en todo caso, fue dictada con un apresuramiento in-
concebible; tal como lo destacó en su voto salvado la magistrado Belén 
Ramírez Landaeta: 

La sentencia fue reformada y a menos de media hora de su distribución            
-violando el Reglamento de Reuniones de la Corte Suprema de Justicia en 
Pleno dictado por la Corte Suprema de Justicia en fecha 26 de noviembre de 
1996- fue votada sin derecho a examinar, con la cordura requerida, el conte-
nido de la misma. 

Ello condujo, conforme al criterio de la magistrado Ramírez, a un 
“fallo lleno de errores, tanto formales como conceptuales” en cuya emi-
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sión, la Corte no ejerció “la virtud de la prudencia” ni tomó en cuenta 
la trascendencia que la decisión tenía “para el país y para la historia”. 

El apresuramiento por complacer al nuevo poder político, hizo a la 
Corte incurrir en los desafortunados desaguisados que sus propios 
Magistrados denunciaron en los votos salvados. 

Por último, los magistrados Héctor Grisanti Luciani y Humberto J. 
La Roche, quienes también salvaron su voto, destacaron la omisión del 
fallo en considerar el contenido del Acuerdo que había sido firmado 
entre representantes del Congreso y de la Asamblea Nacional Consti-
tuyente el 9 de septiembre de 1999, mediante el cual materialmente se 
había dejado sin efecto la médula del Decreto impugnado, establecién-
dose un sistema de cohabitación o coexistencia pacífica de las dos insti-
tuciones. 

En todo caso, con el “Decreto de Regulación de las funciones del 
Poder Legislativo” se materializó jurídicamente el golpe de Estado da-
do por la Asamblea Nacional Constituyente, al violar la Constitución 
de 1961, extinguir un órgano constitucional constituido y electo como 
era el Congreso, intervenir sus funciones legislativas, limitar la auto-
nomía de los Estados y Municipios y lesionar la autonomía de las Con-
tralorías. La Asamblea Nacional Constituyente, como lo destacó la ma-
gistrado Rondón de Sansó en su voto salvado a la sentencia de la Corte 
en Pleno del 14 de octubre de 1999, ciertamente había nacido a raíz de 
la sentencia de 19 de enero de 1999 como una Asamblea sometida a un 
“régimen de iure”. Por ello, al usurpar la autoridad del Congreso y vio-
lar la Constitución, la Asamblea Nacional Constituyente se constituyó 
a sí misma en un órgano bajo régimen de facto, actuando como una 
Asamblea de facto, al margen de la Constitución. 

Con esta sentencia, en todo caso, se establecieron las bases para la 
justificación de la demolición de la autonomía e independencia del tra-
dicionalmente considerado como el más débil de los poderes del Esta-
do: el Poder Judicial. 



 17 

4. La intervención del Poder Judicial con la anuencia de la antigua Corte 
Suprema de Justicia  

A. El decreto de la Asamblea Nacional Constituyente de reorganización 
del Poder Judicial 

En efecto, el 19 de agosto de 1999 le tocó el turno de ser interveni-
do al Poder Judicial, incluida la propia Corte Suprema de Justicia, para 
lo cual la Asamblea Nacional Constituyente resolvió declarar “al Poder 
Judicial en emergencia” (art. 1º), creando una “Comisión de Emergen-
cia Judicial”, que asumió el proceso de intervención 24. Consideramos 
en este caso, también, y así lo hicimos constar en nuestro voto negati-
vo, que con esa intervención y con la creación de una Comisión que 
suplantaba los órganos regulares de la Justicia25, se lesionaba la auto-
nomía e independencia del Poder Judicial.  

Este Decreto tuvo la misma fundamentación que los anteriores: el 
ejercicio del poder constituyente originario supuestamente otorgado 
por el pueblo a la Asamblea mediante referendo; el artículo 1º del Esta-
tuto de Funcionamiento de la propia Asamblea y el artículo único del 
Decreto de la Asamblea que había declarado la reorganización de to-
dos los Poderes Públicos constituidos. Es decir, el fundamento del De-
creto fue el que la propia Asamblea Constituyente se había construido 
a la medida, sin vínculo alguno con las normas supra constitucionales 
como eran las bases comiciales aprobadas en el referendo consultivo del 
25 de abril de 1999.  

                                         

24  Gaceta Oficial Nº 36.772 de 25-08-99 reimpreso en Gaceta Oficial N° 36.782 de 08-09-99. 

25 Véase en Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente, Tomo I, op. cit., p. 57 a 73; y en 
Gaceta Constituyente (Diario de Debates), Agosto-Septiembre de 1999, cit, Sesión de 18-08-
99, Nº 10, pp. 17 a 22. Véase el texto del Decreto en Gaceta Oficial Nº 36.782 de 08-09-
99. 
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En el debate ante la Asamblea, expusimos nuestra opinión y las 
objeciones a la forma como se procedía a la intervención de la justicia, 
señalando que: 

Si bien la Asamblea Nacional Constituyente debe ser la instancia política para 
motorizar las reformas inmediatas al Poder Judicial, y para propender a la re-
novación de la Judicatura, ello no lo puede hacer directamente sustituyendo 
los órganos con competencia legal para ello, sino instruyendo, vigilando y 
haciendo el seguimiento de sus propuestas. De lo contrario, corremos el grave 
riesgo de desencadenar iniciativas indeseadas por violación de los Tratados 
Internacionales que obligan al Estado Venezolano a proteger la independen-
cia judicial, la cual lejos de salvaguardarse, se lesiona abiertamente con el Pro-
yecto de Decreto26. 

En todo caso, el Decreto de Reorganización del Poder Judicial fue 
aprobado, atribuyéndose a la “Comisión de Emergencia Judicial” am-
plias facultades de intervención de la Justicia, las cuales pueden resu-
mirse así: 

1. La proposición a la Asamblea de las medidas necesarias para 
la reorganización del Poder Judicial y “la ejecución de las aprobadas 
por la Asamblea de conformidad con su Estatuto de Funcionamiento” 
(art. 3,1). 

2. La evaluación del desempeño de la propia Corte Suprema de 
Justicia (arts. 3,3 y 4).  

3. La instrucción al Consejo de la Judicatura para la ejecución de 
sus decisiones (art. 3,4). Tanto el Consejo de la Judicatura como el Ins-
pector General de Tribunales quedaron obligados a acatar las instruc-
ciones de la Comisión (art. 5), teniendo ésta la facultad de proponer a 
la Asamblea la sustitución de los Consejeros y del Inspector General de 
Tribunales (art. 5). 

                                         

26  Véase Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente, Tomo I, op. cit. p. 73. 



 19 

4. La destitución de cualquier funcionario judicial que obstacu-
lizare su actividad o incumpliera sus instrucciones (art. 5). 

5. La suspensión en forma inmediata a los funcionarios judicia-
les que tuvieran procedimientos iniciados por causas de corrupción 
(art. 6) y la destitución, también en forma inmediata, de jueces y fun-
cionarios judiciales en caso de retardo judicial, de revocación de sus 
sentencias, de incumplimiento grave de sus obligaciones o que poseye-
ran signos de riqueza de procedencia no demostrada (art. 7). 

6. La designación, a criterio de la Comisión, de suplentes o con-
jueces para sustituir a los jueces destituidos o suspendidos (art. 8). 

El Decreto estableció que los jueces destituidos o suspendidos por 
la Comisión podían “apelar” de la decisión ante la Asamblea Nacional 
Constituyente (art. 9), con lo cual se pretendía convertir a la Asamblea 
en un órgano de alzada en el procedimiento administrativo.  

Además, el Decreto destinó un conjunto de normas para regular la 
selección de jueces mediante evaluaciones y concursos públicos que, 
por supuesto, no se realizaron (art. 10 a 24).  

En todo caso, la declaratoria de Emergencia Judicial tendría vigen-
cia hasta que se sancionara la nueva Constitución (art. 32). Sin embar-
go, fue sine die por la falta del Tribunal Supremo de Justicia en asumir 
el gobierno judicial conforme a la competencia que le asignó la nueva 
Constitución de 1999 (art. 267), así como por la prórroga de la transito-
riedad por obra de la Asamblea Nacional, dada su propia omisión en 
dictar las leyes necesarias. El Tribunal Supremo de Justicia, a partir de 
enero de 2000, fue complaciente con la forma irregular de intervención 
del Poder Judicial, y se abstuvo deliberadamente de asumir sus propias 
funciones. Debe destararse que la transitoriedad, incluso, se ha prorro-
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gado en mayo de 2004, con la nueva Ley Orgánica del Tribunal Su-
premo de Justicia27. 

Con posterioridad a la aprobación del Decreto de Reorganización 
del Poder Judicial, la Junta Directiva de la Asamblea Constituyente 
emitió otro Decreto complementario de la intervención del Poder Judi-
cial, denominado “Decreto de Medidas Cautelares Urgentes de Protec-
ción al Sistema Judicial”, el cual ni siquiera fue aprobado por la Asam-
blea, ni publicado en Gaceta Oficial. En efecto, dicho decreto fue dictado 
por la “Junta Directiva de la Asamblea Nacional Constituyente y la 
Comisión de Emergencia Judicial autorizadas por la Asamblea en una 
sesión extraordinaria del 7 de octubre de 1999”. En otras palabras, la 
Asamblea supuestamente se permitió, incluso, “delegar” en su Junta 
Directiva el supuesto poder constituyente originario que había asumi-
do, hecho clandestino del cual no tuvieron conocimiento ni siquiera los 
mismos Constituyentes.  

En todo caso, lo insólito de esta “delegación” fue que la fecha de 
emisión del Decreto fue el mismo día 7 de octubre de 1999, y ese mis-
mo día fue reformado28, razón por la cual no se entiende el porqué de 
tal delegación ni el porqué no fue sometido a la consideración de la 
plenaria de la Asamblea para su adopción por ella. 

En este Decreto, en todo caso, se ordenó la inmediata suspensión 
de jueces contra quienes pesaran siete denuncias o más, o que tuvieran 
averiguaciones penales abiertas (art. 1), siendo el objeto inmediato de 
la suspensión, como medida cautelar, la separación del cargo de cente-
nares de jueces y su sometimiento a procedimientos disciplinarios (art. 
3); y la incorporación de los suplentes de los jueces suspendidos (art. 
2). Por otra parte, en el Decreto también se ordenó la suspensión de los 
                                         

27  Gaceta Oficial Nº 37.942 de 19-05-2004. Véase los comentarios en Allan R. Brewer-
Carías, Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia. Procesos y procedimientos constitu-
cionales y contencioso administrativos, Editorial Jurídica de Venezolana, Caracas 2004.  

28  Gaceta Oficial Nº 36.825 de 09-11-99 
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Inspectores de Tribunales por conductas omisivas (art. 4) y facultó a la 
Inspectoría General de Tribunales para la designación de inspectores 
interinos (art. 5). Por último, el Decreto facultó a la Comisión de Emer-
gencia Judicial -el mismo órgano que participó en su adopción- para 
extender las medidas dictadas a otras situaciones graves (art. 9). Este 
Decreto de medidas cautelares, sin embargo, reguló un recurso contra 
las medidas ante la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia (art. 10), 
buscando garantizar de alguna manera el derecho a la defensa que 
había sido olvidado en el Decreto anterior. 

Contra las medidas que al efecto dictaron los órganos comisiona-
dos para ello, muchos jueces recurrieron ante la Sala Político-
Administrativa de la Corte Suprema de Justicia. En esa forma, por 
ejemplo, la misma Sala del nuevo Tribunal Supremo de Justicia, en fe-
cha 24 de marzo de 2000, dictó la sentencia Nº 659, (caso: Rosario Nouel), 
en la cual declaró que: 

La Comisión de Emergencia Judicial, la Sala Administrativa del extinto Con-
sejo de la Judicatura, así como la Inspectoría General de Tribunales ejercieron 
una competencia que les fue atribuida por la Asamblea Nacional Constitu-
yente, y en consecuencia su competencia emanó de una voluntad soberana. 

Esta vez fue la Sala Político Administrativa del nuevo y renovado 
Tribunal Supremo, que había sido creado el 22 de diciembre de 1999 
por la propia Asamblea Nacional Constituyente en el Decreto sobre el 
“Régimen de Transición de los Poderes Públicos”29, la que en esta sen-
tencia le atribuía a las decisiones de la Asamblea Constituyente, carác-
ter de “voluntad soberana”. Es decir, directamente reconoció a la 
Asamblea la supuesta titularidad de la soberanía, lo que no tenía senti-
do alguno, pues la única “voluntad soberana” que puede haber en un 
régimen constitucional es la que emanaba del pueblo, único titular de 

                                         

29  Véase los comentarios en Allan R. Brewer-Carías, La Constitución de 1999. Derecho 
Constitucional Venezolano, Tomo II, cit., pp. 1017 y ss 
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la soberanía, mediante el sufragio (elecciones) o votaciones (referen-
dos). 

En todo caso, con fundamento en estos Decretos se produjo la in-
tervención del Poder Judicial, se destituyeron y suspendieron centena-
res de jueces con precaria garantía al derecho a la defensa, se designa-
ron jueces suplentes e interinos sin sistema alguno de selección que no 
fuera la sola voluntad del designante, con lo cual el Poder Judicial 
quedó signado por la provisionalidad y temporalidad, con su secuela 
de dependencia respecto del nuevo Poder, sin que se hubiera realizado 
concurso alguno para la selección de jueces30. 

El Decreto de Medidas Cautelares de Protección al Sistema Judicial 
también fue impugnado por inconstitucionalidad ante la Corte Suprema 
de Justicia el 19 de noviembre de 1999. La complaciente Corte Suprema 
de Justicia, sin embargo, muy calculadamente no resolvería dicho recur-
so, el cual sería decidido por el nuevo el Tribunal Supremo de Justicia, 
en Sala Constitucional, mediante sentencia del 2 de noviembre de 2000 
Nº 1320, (Caso: Gisela Aranda Hermida), en la cual al declarar la inadmisi-
bilidad de la acción, consideró que el Decreto era: 

Un producto del proceso constituyente recientemente vivido en Venezuela y 
que se encuentra dentro de los denominados actos constituyentes, respecto de 
los cuales esta misma Sala ha dejado sentado en anteriores oportunidades con 
fundamento en algunas sentencias pronunciadas por al entonces Corte Su-
prema de Justicia en Pleno que, al tener “(...) su régimen fundamental en las 
preguntas y Bases Comiciales consultadas en el Referendo del 25 de abril de 
1999”, tales actos “(...) son para el ordenamiento que rige el proceso constitu-
yente, 'de similar rango y naturaleza que la Constitución' como la cúspide de 
las normas del Proceso Constituyente”, concluyendo así que, “(...) habiendo 
sido asimilado el rango de las Bases Comiciales con el más alto escalafón de la 

                                         

30  Casi dos años después, en agosto de 2001, Magistrados del Tribunal Supremo de 
Justicia admitían que más del 90% de los jueces de la República eran provisionales. 
Véase El Universal, Caracas 15-08-01, p. 1-4. En mayo de 2001 otros Magistrados del 
Tribunal Supremo reconocían el fracaso de la llamada “emergencia judicial”. Véase 
El Universal, Caracas 30-05-01, p. 1-4. 
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jerarquía normativa en el proceso constituyente, es esta Sala Constitucional el 
Tribunal competente para decidir las acciones intentadas contra los actos de 
ejecución de dichas Bases... 

Se debe destacar de esta sentencia, la insólita decisión de atribuir 
carácter de “acto constituyente” de igual rango y naturaleza que la 
Constitución, no ya a una decisión de la Asamblea Nacional Constitu-
yente, sino de su Junta Directiva y de una Comisión creada por la 
Asamblea. La complacencia del Tribunal Supremo respecto del nuevo 
poder no encontró límites. 

Por último, también como parte de la intervención del Poder Judi-
cial, la Asamblea Nacional Constituyente, esta vez “en uso a la atribu-
ción a que se contrae el artículo 1º del Estatuto de Funcionamiento de 
la Asamblea y en conformidad con el artículo 1º del Decreto de Reor-
ganización del Poder Judicial del 25 de agosto de 1999”, dictó otro De-
creto que confirió facultades a la Comisión de Emergencia Judicial 
“hasta el 16 de diciembre del presente año” (1999) para reglamentar el 
plan de evaluación de los jueces, determinar la permanencia o sustitu-
ción de los mismos y el régimen de selección y concursos (art. único)31. 

El resultado de toda esta intervención del Poder Judicial fue la de-
signación indiscriminada de “nuevos” jueces sin concursos, quedando 
dependientes del nuevo Poder que los había designado. 

B. El “Acuerdo” de la Corte Suprema de Justicia de 23 de agosto de 
1999 aceptando la inconstitucional intervención del Poder Judicial  
y su “autodisolución” 

La Corte Suprema de Justicia, por su parte, en fecha 23 de agosto 
de 1999, y con motivo de la decisión de la Asamblea de intervenir el 

                                         

31  Gaceta Oficial Nº 36.832 de 18-11-99 
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Poder Judicial, adoptó un desafortunado Acuerdo32, elaborado con po-
nencia de la magistrado Hildegard Rondón de Sansó, en el cual la Cor-
te fijó posición ante el Decreto de Reorganización del Poder Judicial 
dictado por la Asamblea Nacional Constituyente; y sobre la designa-
ción de uno de sus propios magistrados (Alirio Abreu Burelli) como 
integrante de la ilegítima Comisión de Emergencia Judicial. Con dicho 
Acuerdo, como lo expresó la magistrado Cecilia Sosa Gómez, quien 
hasta ese momento presidía la Corte Suprema, al salvar su voto: “Esti-
mo que al acatar el Decreto de la Asamblea Nacional Constituyente, la 
Corte Suprema de Justicia se autodisuelve”. 

Y así ocurrió, de hecho, tres meses después.  

En efecto, en dicho Acuerdo, la Corte, sin duda ingenuamente y en 
un último intento de detener la avalancha inconstitucional que ella 
misma había provocado y desatado con sus imprecisiones, ratificó su 
“convicción” sobre el hecho de que la Asamblea Nacional Constituyen-
te no había nacido “de un gobierno de facto, sino que surgió en un sis-
tema de iure mediante un procedimiento al cual ella ha dado su respal-
do”; y procedió a evaluar el Decreto “independientemente de los vicios 
que puedan afectarlo”, lo cual resultaba a todas luces extraño, por sólo 
decir lo menos. ¿A quién se le puede ocurrir que el Tribunal Supremo 
pueda evaluar un acto estatal que sospecha viciado, independiente-
mente de sus vicios? ¿Puede un Tribunal Supremo desdoblarse así, 
acomodaticiamente? 

En todo caso, de esa escéptica evaluación la Corte Suprema captó 
el compromiso de la Asamblea Nacional Constituyente de proceder de 
inmediato, a través de la citada Comisión, a la revisión de los expe-
dientes de los jueces y a su evaluación. Consideró, además, la Corte, 
que la ejecución del proceso de reorganización judicial debía respetar 
                                         

32  Véanse nuestros comentarios sobre el Acuerdo, en Allan R. Brewer-Carías, Debate 
Constituyente, Tomo I, op. cit., pp. 141 y ss. Véanse además, los comentarios de Loly-
mar Hernández Camargo, La Teoría del Poder Constituyente, cit, pp. 75 y ss. 
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los principios fundamentales del derecho a la defensa, de la racionali-
dad y proporcionalidad de las decisiones y de la independencia y au-
tonomía del Poder Judicial, lo cual precisamente no se había hecho ni 
se garantizaba en el Decreto que evaluaba, ofreciendo sin embargo, “su 
contribución para el objetivo fundamental perseguido por el Decreto”, 
para lo cual, aunque parezca mentira, autorizó al magistrado Abreu 
Burelli para integrar la Comisión, lo cual también, en forma increíble, 
fue aceptado por éste. 

De nuevo, el lenguaje impreciso y ambiguo utilizado en el Acuer-
do condujo a varios Magistrados a salvar su voto. El magistrado Héc-
tor Paradisi León, quien también había sido ponente de otra de las de-
cisiones del 19 de enero de 199933,  estimó que el pronunciamiento de la 
Corte no respondía al ejercicio de sus atribuciones, dada las “motiva-
ciones altamente políticas” del Decreto. El magistrado Hermes Harting 
consideró contradictorio el Acuerdo, pues el Decreto de la Asamblea 
“transgrede derechos como el ser juzgado por sus jueces naturales y la 
garantía del debido proceso” al atribuir competencias a la Comisión de 
Emergencia Judicial, en desmedro de las atribuidas a la Corte Suprema 
de Justicia y al Consejo de la Judicatura. Similares contradicciones 
identificó el magistrado Héctor Grisanti Luciani. Finalmente, la magis-
trado Cecilia Sosa Gómez denunció la incoherencia del Acuerdo, al es-
timar que “pretende convalidar el Decreto de la Asamblea dirigido di-
rectamente a desconocer el Estado de Derecho en el cual ha nacido”. 

Denunció, además, la Magistrado Sosa la contradicción del Acuer-
do, pues al:  

Respaldar el contenido del Decreto de Emergencia Judicial dictado por la 
Asamblea, (la Corte) desconoce rotundamente no sólo el contenido de sus 
sentencias sino los límites demarcados en las bases comiciales que gobiernan 
el funcionamiento de la Asamblea y el ordenamiento constitucional y legal, 
enteramente vigente y cuya garantía ha sido confiada a este Alto Tribunal. 

                                         

33  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 77-80, EJV, Caracas, 1999, pp. 68 y ss. 
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Consideró, además, que la Corte, con el Acuerdo:  

Reniega su propia jurisprudencia, que fijó la competencia de la Asamblea Na-
cional Constituyente, y, consecuentemente, ha mostrado su fragilidad y debi-
lidad ante el Poder Político y, deberá su precaria permanencia al Presidente 
de la República, que magnánimamente no ha ordenado su disolución. 

La Magistrado Sosa, sin duda, tenía claro el panorama futuro de la 
Corte, cuyos magistrados fueron removidos tres meses después por la 
propia Asamblea Nacional Constituyente. Por ello denunció, además, 
que con el Acuerdo, la Corte había permitido que la Asamblea enerva-
ra las facultades que el pueblo soberano:  

Donde reside el único y verdadero poder originario”, confirió a la Asamblea, 
pues a la Asamblea no se la había autorizado “para intervenir o sustituir los 
poderes constituidos, erigiéndose en una suerte de “superpoder” donde se 
concentran todas las potestades públicas. 

Consideró que ello lo había logrado la Asamblea “con el respaldo 
del Acuerdo” cuyo contenido deploró. 

Advirtió la magistrado Sosa que la Corte, “mediante un artilugio 
jurídico”, se había sometido “a los designios de la Asamblea, aceptan-
do que ella pueda sustituirse a la Corte Suprema de Justicia y al Poder 
Judicial, a través de una falsa colaboración”. La Asamblea “no está por 
encima de la Constitución que le permitió existir” -dijo-, por lo que la 
Magistrado disidente denunció que con el Decreto, la Asamblea: 

Se arrogó atribuciones del poder constituido, y olvidó que debe responder só-
lo a lo que el pueblo soberano le autorizó…; …ha violentado con esta actua-
ción -validada por la Corte- esa Constitución, desconociendo abierta y fla-
grantemente sus postulados. Y, sin una Constitución simplemente no hay 
Democracia… con ese Decreto la Asamblea Nacional Constituyente rompió el 
equilibrio de esa Democracia. 

La verdad es que ya lo había roto con anterioridad al haber perpe-
trado el golpe de Estado, de lo cual el Decreto era una manifestación 
más, pero no la única. Finalmente, la magistrado Sosa denunció que 
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más que “sumisión al Estado de Derecho”, la Corte con el Acuerdo, 
había declarado su “sumisión a la Asamblea Nacional Constituyente”; 
y con ello, en definitiva su disolución, como en efecto ocurrió tres me-
ses después. Por último, la magistrado Sosa hizo esta definitiva afirma-
ción, que patentizó la actuación de la Corte: 

El miedo a desaparecer como Magistrados y el ansia de colaborar con una 
mayoría que se ha arrogado todos los poderes fue más grande que la digni-
dad y la defensa de los valores fundamentales que el Derecho y la Democra-
cia imponen a la Corte Suprema de Justicia. 

Basta glosar este voto salvado, tremendamente crítico, para enten-
der la naturaleza del acto de sumisión de la Corte Suprema de Justicia 
a la Asamblea Nacional Constituyente. La Magistrado Sosa, el mismo 
día del Acuerdo, renunció a su condición de Magistrado; y poco tiem-
po después, como se dijo, la mayoría de los otros Magistrados fueron 
sacados inmisericordemente de sus cargos por el nuevo poder que 
ellos habían apuntalado, y del cual fueron sus primeras víctimas. 

5.  La continuación de la intervención del Poder Judicial con la anuen-
cia del Tribunal Supremo de Justicia 

A.  La aceptación por el Tribunal Supremo de Justicia de la transi-
toriedad en materia de régimen disciplinario judicial 

La Constitución de 1999 estableció que para el gobierno y adminis-
tración del Poder Judicial, el Tribunal Supremo tendría una Dirección 
Ejecutiva de la Magistratura (art. 267); y en sus Disposiciones Transito-
rias, en materia judicial sólo se hizo una mención en la Disposición 
Transitoria Cuarta, a una “Comisión de Funcionamiento y Reestructura-
ción del Sistema Judicial”, la cual, sin embargo, no existía (la que exis-
tió durante el funcionamiento de la Asamblea Nacional Constituyente, 
como se dijo, había sido la Comisión de Emergencia Judicial), y única-
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mente a los efectos de que desarrollase transitoriamente el “sistema de 
defensa pública” hasta que se dictase la ley respectiva.  

Dicha Comisión de Funcionamiento y Reestructuración del Siste-
ma Judicial, sin embargo, fue creada en el mencionado Decreto del Ré-
gimen de Transición del Poder Público (art. 27) dictado por la Asam-
blea Nacional Constituyente el 22 de diciembre de 199934, en el cual se 
dispuso que mientras el Tribunal Supremo organizaba su referida Di-
rección Ejecutiva de la Magistratura, el gobierno y administración del 
Poder Judicial, la inspección y vigilancia de los Tribunales, y todas las 
competencias que la legislación para ese momento vigente atribuían al 
Consejo de la Judicatura, serían ejercidas por la Comisión de Funcio-
namiento y Reestructuración del Sistema Judicial (art. 21). 

La Asamblea Nacional Constituyente así, incluso para después de 
que la nueva Constitución entrara en vigencia, le confiscó una de sus 
nuevas funciones al Tribunal Supremo de Justicia, cuyos miembros 
había designado, y se la atribuyó a una “Comisión” creada y designada 
por la propia Asamblea y ni siquiera por el nuevo Tribunal Supremo; 
situación irregular que el propio Tribunal Supremo de Justicia aceptó 
resignadamente durante más de un lustro. 

Por otra parte, la disposición del artículo 23 del Decreto del 22 de 
diciembre de 1999 constituía una verdadera “Disposición Transitoria” 
que debió haber sido incorporada en las de la propia Constitución, la 
cual, sin embargo dictó la Asamblea en evidente usurpación de autori-
dad (la del pueblo), disponiendo que la competencia disciplinaria judi-
cial que correspondía a los tribunales disciplinarios de conformidad 
con el artículo 267 de la Constitución recién aprobada, sería ejercida 
por la Comisión de Funcionamiento y Reestructuración del Sistema 
Judicial, y no por los jueces:  
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De acuerdo con el presente régimen de transición y hasta que la Asamblea Na-
cional apruebe la legislación que determine los procesos y tribunales disciplina-
rios. 

Sin embargo, conforme a la nueva Constitución sólo los jueces po-
dían ejercer la función disciplinaria judicial (art. 253), por lo que era 
totalmente ilegítimo y contrario a la garantía del debido proceso (art. 
49), el atribuir funciones judiciales a una “Comisión” ad hoc como la 
mencionada, que no era ni es un Tribunal. Si se trataba de establecer, 
así fuera arbitrariamente, un régimen transitorio para la jurisdicción 
disciplinaria, las funciones judiciales que implica debieron atribuirse a 
tribunales o jueces preexistentes, y no a una “Comisión” ad hoc, pues 
ello, además, violaba la garantía del debido proceso y del juez natural 
que la nueva Constitución regulaba expresamente (art. 49). 

Esta situación de absoluta transitoriedad y de inaplicación del tex-
to constitucional, se prolongó por la omisión del mismo Tribunal Su-
premo hasta el 2 de agosto de 2000, cuando el mismo Tribunal dictó la 
“Normativa Sobre la Dirección, Gobierno y Administración del Poder 
Judicial”, con la cual pretendió satisfacer el expreso mandato constitu-
cional del artículo 267, supuestamente para “poner fin a la vigencia del 
régimen transitorio dictado por el Constituyente”.  

En efecto, el artículo 1º de la referida Normativa el Tribunal Su-
premo dispuso la creación de “la Dirección Ejecutiva de la Magistratu-
ra como órgano auxiliar del Tribunal Supremo de Justicia, con la fina-
lidad de que ejerza por delegación las funciones de dirección, gobierno 
y administración del Poder Judicial”. Esta Dirección Ejecutiva de la 
Magistratura se erigió entonces como un órgano del Tribunal Supremo 
en el ejercicio de sus atribuciones relativas a la dirección, gobierno y 
administración del Poder Judicial, es decir, se trató de un órgano que 

                              

34  Véase en Gaceta Oficial Nº 36859 de 29-12-99. Véase los comentarios en Allan R. Bre-
wer-Carías, La Constitución de 1999. Derecho Constitucional Venezolano, cit., pp. 1017 y 
ss. 
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ejerce por delegación tales atribuciones que, se insiste, son propias de 
este Tribunal Supremo de Justicia. 

Pero en materia de jurisdicción disciplinaria de los jueces, en el ar-
tículo 30 de la misma Normativa, el Tribunal Supremo, sin justificación 
alguna, prorrogó la existencia y funcionamiento de la Comisión de 
Funcionamiento y Reestructuración, que debía ser organizada en la 
forma que determinase el Tribunal Supremo de Justicia, la cual sólo 
tendría a su cargo luego de la vigencia de la referida Normativa, “fun-
ciones disciplinarias mientras se dicta la legislación y se crean los co-
rrespondientes Tribunales Disciplinarios”. Continuó así dicha Comi-
sión en el ejercicio de funciones transitorias en materia disciplinaria; 
situación que fue nuevamente prorrogada por la Ley Orgánica del Tri-
bunal Supremo de Justicia de mayo de 200435, en cuya Disposición 
Transitoria Única, párrafo 2, e) se dispone que:  

e)  La Comisión de Funcionamiento y Reestructuración del Sistema Judicial só-
lo tendrá a su cargo funciones disciplinarias, mientras se dicte la legislación 
y se crea la jurisdicción disciplinaria y los correspondientes tribunales dis-
ciplinarios. 

La norma constitucional que dispuso que “la jurisdicción discipli-
naria judicial estará a cargo de los tribunales disciplinarios que deter-
mine la ley” (art. 267), por tanto, ha sido letra muerta durante la vigen-
cia de la Constitución; años de vigencia durante los cuales los jueces no 
han tenido garantía alguna en cuanto a su estabilidad, y su permanen-
cia en el Poder Judicial ha quedado a la merced de una Comisión “no 
judicial”.  

                                         

35  Véase en Gaceta Oficial Nº 37942 de 20-05-2004 
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B.  La inexistencia de la carrera judicial y la ausencia de estabili-
dad de los jueces 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 255 de la Constitución, 
el ingreso a la carrera judicial y el ascenso de los jueces se debe hacer 
por concursos de oposición públicos que aseguren la idoneidad y exce-
lencia de los participantes y serán seleccionados por los jurados de los 
circuitos judiciales, en la forma y condiciones que establezca la ley. El 
nombramiento y juramento de los jueces corresponde al Tribunal Su-
premo de Justicia. La ley debe garantizar la participación ciudadana en 
el procedimiento de selección y designación de los jueces. Los jueces 
sólo pueden ser removidos o suspendidos de sus cargos mediante los 
procedimientos expresamente previstos en la ley.  

Esta norma, sin embargo, también ha sido letra muerta en el poder 
Judicial en Venezuela desde la intervención del Poder Judicial por la 
Asamblea Nacional Constituyente en 1999, mediante la Comisión de 
Emergencia Judicial. Dicha Comisión y su sucesora, la Comisión de 
Funcionamiento y Reestructuración del Sistema Judicial creada en el 
Régimen de Transición del Poder Público el 22 de diciembre de 1999, 
en efecto, destituyeron cientos de jueces en el país, extinguiendo la ga-
rantía de la estabilidad de los jueces. La Comisión Judicial del Tribunal 
Supremo de Justicia nombrada en agosto de 2000, que comenzó a fun-
cionar en paralelo con la Comisión de Funcionamiento, además, conti-
nuó la política de estructurar un Poder Judicial integrado por jueces 
provisionales o temporales, los cuales han llegado a conformar más del 
80% del universo de los jueces, quienes han quedado dependientes y 
vulnerables a las presiones del poder36, habiendo materialmente des-
aparecido la autonomía e independencia del Poder Judicial. Además, 
los concursos públicos para la designación de los jueces que se habían 
                                         

36  Véase lo indicado en el Informe Manipulando el Estado de Derecho: Independencia del 
Poder Judicial amenazada en Venezuela, Human Rights Watch, junio de 2004, Vol. 16, 
Nº 3 (B), p. 11, donde se habla incluso de los “jueces desechables”.  
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instituido en 2000, fueron suspendidos a partir de comienzos de 2003; 
y la destitución de los jueces sin fórmula de juicio ni derecho a ser oí-
dos, sigue siendo la regla. 

Un ejemplo basta: con ocasión de la decisión del Consejo Nacional 
Electoral sobre el reconocimiento y desconocimiento de firmas de apo-
yo a la solicitud de referendo revocatorio presidencial en 2004, adopta-
da después de que una gran marcha de protesta organizada por la 
oposición el día 27 de febrero de 2004, precisamente en defensa de las 
firmas y solicitudes consignadas, la misma fue brutalmente reprimida 
por las fuerzas de seguridad del Estado, aún antes de que se pretendie-
ra entregar un documento en la reunión de Presidentes del “Grupo de 
los 15” en Caracas37. Ello originó una ola de protestas cívicas generali-
zadas en todo el país38, la mayoría de ellas de carácter espontáneo, que 
fueron de nuevo y en forma continuada brutalmente reprimidas por la 
Guardia Nacional, en una forma nunca antes vista en el país (por la 
nueva tecnología de represión existente y por el odio demostrado por 
la fuerza pública en la represión), originando detenciones ilegales y 
violaciones generalizadas a los derechos a la vida, a la libertad y a la 
seguridad e integridad personales39. La protesta ante la brutal repre-
sión tuvo repercusión nacional40 y mundial41, y el 6 de marzo de 2004 

                                         

37  Véase El Nacional, Caracas 28-02-2004, p. A-1 y A-2. Dos semanas antes, otra multi-
tudinaria marca de la oposición con el mismo fin se había realizado en Caracas, véa-
se El Universal, Caracas, 15-02-2004, p.1-1; El Nacional, Caracas 1-02-2004, p. A-1. 

38  Véase por ejemplo, El Universal, Caracas 28-02-2004, p. 1-1; El Nacional, Caracas 01-
03-2004, p. A-1; El Nacional, Caracas 02-03-2004, p. A-1. 

39  Véase El Nacional, Caracas 04-03-2004, p. A-1; El Nacional, Caracas 06-03-2004, p. A-1. 

40  Véase por ejemplo la declaración de los decanos de las facultades de derecho y 
miembros de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales, en El Nacional, Caracas 06-
03-2004, p. A-4.  

41  Véase por ejemplo la manifestación de la Sociedad Internacional para los Derechos 
Humanos, firmada entre otros por los Presidentes de Polonia, Lituania y República 
Checa, Lech Walesa, Vitautas Landsbergis y Vaclav Havel. Véase en El Nacional, Ca-
racas 06-03-2004, p. A-2. 
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se efectuó en Caracas una extraordinaria y multitudinaria manifesta-
ción de rechazo contra la represión del gobierno42. Pero la intervención 
del Poder Judicial en Venezuela había sido de tal naturaleza, que 
cuando dos juezas penales dieron libertad a algunos detenidos en las 
manifestaciones de protesta conforme al principio procesal penal vi-
gente en el país que garantiza a las personas el derecho a ser juzgado 
en libertad, siendo la excepción la privación de la libertad del procesa-
do; dichos jueces fueron inmediatamente destituidas por la Comisión 
Judicial del Tribunal Supremo de Justicia, sin respetárseles, por su-
puesto, el derecho al debido proceso43, lo que originó nuevas protestas 
públicas44 y jurídicas45. Ya la cabeza del Poder Judicial estaba al servi-
cio del poder político.   

II.  LA SALA CONSTITUCIONAL DEL TRIBUNAL SUPREMO CO-
MO JUEZ EN SU PROPIA CAUSA 

Uno de los pilares del Estado de derecho y del control de los po-
deres, es que nadie puede ser juez de su propia causa. Es decir, nadie 
puede ser en un proceso, a la vez, juez y parte. Y ello aplica, por su-
puesto, a los ciudadanos y a los órganos del Estado. 

En Venezuela, sin embargo, el órgano llamado a garantizar la su-
premacía constitucional, los principios del Estado de derecho y la vi-
gencia efectiva de los derechos ciudadanos, que es la Sala Constitucio-
nal del Tribunal Supremo de Justicia, ha sido precisamente el que ha 
violado tan elemental principio constitucional, y ha sido juez en su 

                                         

42  Véase El Nacional, Caracas, 07-03-2004, pp. A-1; A-2; A-3 

43  Véase el Informe Manipulando el Estado de Derecho: Independencia del Poder Judicial ame-
nazada en Venezuela, Human Rights Watch, junio de 2004, Vol. 16, Nº 3 (B), p. 15.  

44  Véase sobre la manifestación ante la Dirección Ejecutiva de la Magistratura del Tri-
bunal Supremo de Justicia, en El Nacional, Caracas, 05-03-2004, p. A-4. 

45  Véase la declaración de los Decanos de las facultades de derecho y miembros de la 
Academia de Ciencias Políticas y Sociales, en El Nacional, Caracas 06-03-2004, p. A-4. 
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propia causa, al decidir las acciones de inconstitucionalidad del acto de 
la Asamblea Nacional Constituyente de su propia creación y nombra-
miento de sus magistrados; así como de la Ley Especial dictada por la 
Asamblea Nacional que estableció los requisitos para su nombramiento 
llegando a decidir que las condiciones constitucionales para ser magis-
trados no se les aplican a ellos. Esta conducta se ha configurado como 
un atentado a la majestad del Poder Judicial, convirtiendo a la Sala 
Constitucional en el instrumento para destruír la autonomía e inde-
pendencia del Poder Judicial. 

1. La Sala Constitucional decidiendo en su propia causa sobre el in-
constitucional Régimen Transitorio paralelo de la Constitución de 
1999 que le dio origen  

La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia fue creada 
por la Asamblea Nacional Constituyente, la cual designó a sus Magis-
trados antes de que la Constitución de 1999 entrara en vigencia, me-
diante el antes mencionado inconstitucional Decreto sobre Régimen 
Transitorio del Poder Público de 22 de diciembre de 1999. Esos mismos 
magistrados de esa misma Sala Constitucional fueron jueces en su pro-
pia causa, al conocer de la impugnación por inconstitucionalidad del 
Decreto de su nombramiento y creación, decidiendo que se trataba de 
un acto de rango constitucional, el cual, sin embargo, no había sido 
aprobado por el pueblo mediante referendo.  

El principio más elemental del Estado de derecho, de que nadie 
puede ser a la vez juez y parte, fue violado por el propio Tribunal Su-
premo al comenzar el ejercicio de sus funciones en 2000; y ese ha sido 
el Tribunal Supremo encargado durante el último lustro, precisamente, 
del gobierno y administración del Poder Judicial. 
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A.  La ausencia de disposiciones transitorias sobre el Poder Judicial 
en la Constitución de 1999  

Una de las reformas constitucionales de mayor importancia sobre 
el Poder Judicial introducidas en la Constitución aprobada mediante 
referendo el 15 de diciembre de 1999, fue la transformación de la Corte 
Suprema de Justicia que estaba dividida en tres Salas: Político-
Administrativa, de Casación Civil y de Casación Penal; en un Tribunal 
Supremo de Justicia (Art. 262), dividido en seis Salas: Constitucional, 
Político-Administrativa, Electoral, de Casación Civil, de Casación Pe-
nal y de Casación Social (Art. 262); y al cual se atribuyó, además, el go-
bierno y administración del Poder Judicial a través de una Dirección 
Ejecutiva de la Magistratura (Art. 267), función que antes había estado 
a cargo del Consejo de la Judicatura. Sin embargo, a pesar de ese im-
portante cambio institucional, la Constitución no estableció norma al-
guna en sus Disposiciones Transitorias para regular la transición entre 
los órganos superiores del Poder Judicial que existían conforme a la 
Constitución de 1961 y los nuevos órganos previstos en la nueva Cons-
titución. Esa había sido la voluntad expresada por el poder constitu-
yente originario (el pueblo) en torno a la transitoriedad constitucional, 
lo que implicaba la continuidad de los anteriores hasta que se dictaran 
las leyes necesarias para implementar el funcionamiento de los nuevos.   

En efecto, el nuevo texto constitucional, si bien contiene 28 Dispo-
siciones Transitorias en las cuales se regularon aspectos tendientes a 
asegurar la vigencia inmediata de la Constitución, a posponer la vigen-
cia de algunas normas, y a establecer el programa legislativo para la 
ejecución de la Constitución; en el mismo nada se resolvió sobre la po-
sible inmediata transición, por ejemplo, de los titulares electos de los 
órganos representativos del Poder Público regulados conforme a la 
Constitución de 1961 y que habían sido electos en noviembre y diciem-
bre de 1998; hacia los nuevos órganos del Poder Público previstos en la 
Constitución de 1999. 
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En tal sentido puede afirmarse que los constituyentes, al redactar 
el texto constitucional, no previeron transición constitucional alguna 
distinta a la contenida en las referidas Disposiciones Transitorias; y ello 
fue lo aprobado popularmente en el referendo aprobatorio de la Cons-
titución. Incluso, el intento de combinar un referendo consultivo junto 
con el referendo aprobatorio de la Constitución, para conocer la opi-
nión popular sobre la cesación del mandato de las autoridades ejecuti-
vas de la República que se habría motorizado en el seno de la Asam-
blea, había sido abortado por la propia Asamblea Nacional Constitu-
yente46 

Por tanto, la no previsión de normas expresas para asegurar la 
inmediata sustitución de los titulares de los órganos del Poder Público 
en las Disposiciones Transitorias producía, como en su momento diji-
mos47, la siguiente situación constitucional en un régimen democrático, 
que era precisamente la que se había aprobado en el referendo del 15 
de diciembre de 1999: 

1. En cuanto a los órganos del Poder Público Nacional, la nueva 
Constitución establecía una Asamblea Nacional unicameral. Sin em-
bargo, al no preverse una Disposición Transitoria expresa que dispu-
siera otra cosa, mientras se elegía la nueva Asamblea Nacional, las 
Cámaras Legislativas (Senado y Cámara de Diputados) cuyos miem-
bros habían sido electos en año antes, en noviembre de 1998, debían 
continuar funcionando. Los diputados y senadores no podían dejar de 
ejercer sus funciones, pues de lo contrario se podía producir un vacío 
institucional insalvable en la propia Constitución, totalmente inacepta-
ble. 

                                         

46  Véase Gaceta Constituyente (Diario de Debates), Noviembre 1999-Enero 2000, Sesión de 
19-11-99, Nº 46, p. 3; y Sesión de 9-12-99, Nº 48, pp. 5 y ss. 

47  Véase los comentarios que hicimos en Allan R. Brewer-Carías, La Constitución de 
1999, Caracas 2000, pp. 253 y ss.; y La Constitución de 1999. Derecho Constitucional Ve-
nezolano, Tomo II, cit., pp. 1015 y ss. 
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La elección de los nuevos diputados a la Asamblea Nacional, por 
otra parte, debía realizarse conforme a las leyes electorales vigentes, 
adaptadas a la Constitución por el Consejo Nacional Electoral confor-
me a sus competencias para resolver las dudas y vacíos que suscitasen 
las leyes (art. 293, Ord. 1º) y la interpretación que estableciera el Tribu-
nal Supremo de Justicia. 

En todo caso, la permanencia de los diputados y senadores deri-
vaba del principio elemental del funcionamiento del Estado, de que 
mientras un nuevo funcionario no tome posesión de un cargo, el fun-
cionario anterior está obligado a permanecer en el mismo. De lo con-
trario, podría incurrir en el delito de abandono de funciones (art. 209 
Código Penal). 

Por ello, también, en relación con el Presidente de la República 
que había sido electo en diciembre de 1998, éste debía permanecer en 
su cargo hasta que se produjese la elección de un nuevo Presidente de 
la República conforme a las previsiones de la nueva Constitución. 

En cuanto a los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, tam-
bién debían permanecer en sus cargos hasta tanto la nueva Asamblea 
Nacional que se eligiera, regulara legalmente el nuevo Tribunal Su-
premo de Justicia y nombrara sus Magistrados conforme a las nuevas 
Salas, de acuerdo con los nuevos criterios previstos en la Constitución 
en cuanto a la transparencia para la postulación y selección (Comité 
Postulaciones Judiciales). 

En lo que se refiere al Fiscal General de la República, al Contralor 
General de la República, y a los miembros del Consejo Nacional Electo-
ral, también debían permanecer en sus cargos, hasta tanto la nueva 
Asamblea Nacional que se eligiese, designara sus sustitutos conforme 
al procedimiento y criterios de transparencia de postulación y selección 
previstos en la nueva Constitución (Comité de Postulaciones del Poder 
Ciudadano). 
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En cambio, en cuanto al Defensor del Pueblo, que también era una 
creación de la nueva Constitución, la Constitución expresamente pre-
vió la única solución constitucional para la transición de funcionarios 
del Poder Público, al atribuir a la propia Asamblea Nacional Constitu-
yente, en la Disposición Transitoria Novena, la potestad de efectuar tal 
nombramiento provisional del Defensor, hasta tanto la nueva Asamblea 
Nacional que se eligiese, designase definitivamente a dicho funciona-
rio.  

Se destaca, por tanto, que la Constitución sancionada por la 
Asamblea Nacional Constituyente y aprobado en el referendo de 15 de 
diciembre de 1999, sólo estableció un régimen de transición respecto 
del nombramiento un solo funcionario, el Defensor del Pueblo, sin dis-
poner nada distinto respecto de los otros órganos de los otros poderes 
del Estado, cuya transición tenía que regirse, entonces, ineludiblemen-
te, por los principios antes indicados. El Constituyente que, en definiti-
va, fue el pueblo al aprobar la Constitución en el referendo, no había 
dispuesto otra cosa. 

2.  En cuanto a los órganos del Poder Estadal, los Diputados a las 
Asambleas Legislativas electos en noviembre de 1998, en ausencia de 
Disposición Transitoria constitucional que regulara algo distinto, tam-
bién debían continuar en sus cargos, hasta tanto se eligiera, conforme a 
la nueva Constitución, a los miembros de los nuevos Consejos Legisla-
tivos Estadales. 

En igual forma, en cuanto a los Gobernadores de Estado que habí-
an sido electos en noviembre de 1998, debían permanecer en sus cargos 
hasta tanto se eligieran los nuevos Gobernadores conforme a la nueva 
Constitución. 

En cuanto a los órganos del Poder Municipal, tanto los Alcaldes 
como los Concejales miembros de los Concejos Municipales, conforme 
a lo previsto en el Decreto de la Asamblea Nacional Constituyente de 
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26 de agosto de 199948, cuyo período, además, estaba vencido, debían 
permanecer en sus cargos, hasta tanto fueran electos los nuevos Conce-
jales y Alcaldes conforme a las previsiones de la nueva Constitución. 

El anterior debía ser, en un régimen democrático, en estricta lógica 
constitucional y en ausencia de previsiones expresas en las Disposicio-
nes Transitorias de la Constitución, el régimen de transición de los ór-
ganos del Poder Público. No puede decirse que en esta materia había 
“vacío constitucional” alguno, pues ello había sido la voluntad consti-
tuyente; y por ello, incluso, en cuanto a la transición respecto de los ór-
ganos del Poder Ejecutivo (Nacional, Estadal y Municipal), ese fue el 
sentido de la regulación contenida, por ejemplo, en el Decreto de la 
Asamblea Nacional Constituyente de “Régimen de Transición del Po-
der Público”, dictado el 22 de diciembre de 199949, que dispuso:  

Artículo 16:  El actual Presidente de la República, los actuales Gobernadores de 
los Estados y Alcaldes de los Municipios continuarán en el ejercicio de sus fun-
ciones hasta tanto se produzca su elección mediante comicios populares. 

Una regulación similar, en ausencia de Disposiciones Transitorias 
en la Constitución, era la que el principio democrático exigía respecto 
de todos los otros cargos electivos para regular la transición de los ór-
ganos del Poder Público.  

Sin embargo, la Asamblea Nacional Constituyente, ante el supues-
to “vacío constitucional” que ella deliberadamente habría regulado y 
sometido a la aprobación de la voluntad popular, en un evidente frau-
de a la Constitución se burló de su propia obra y de la voluntad popu-
lar, y una semana después, sancionó el Decreto mencionado de Régi-
men de Transición del Poder Público de 20 de diciembre de 1999; pro-
cediendo a designar a los diversos titulares de los órganos de los nue-
vos Poderes Públicos incluido el Poder Judicial, al margen de lo esta-

                                         

48  Gaceta Oficial Nº 36776 de 31-08-99 

49  Véase en Gaceta Oficial Nº 36.859 de 29-12-99. 
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blecido en la propia Constitución, y aún antes de que ésta entrara en 
vigencia. 

B. La “creación” y constitución por la Asamblea Nacional Consti-
tuyente del nuevo Tribunal Supremo de Justicia, de la  Comi-
sión de Funcionamiento y Reestructuración del Sistema Judi-
cial y de otros órganos del Estado, al margen de la Constitución  

La primera burla a la Constitución de 1999, en efecto, fue realizada 
por la propia Asamblea Nacional Constituyente en los días posteriores 
a su aprobación popular (15-12-99), mediante la emisión del mencio-
nado Decreto no previsto constitucionalmente, de “Régimen de Transi-
ción del Poder Público” del 22 de diciembre de 199950, dos días des-
pués de la “proclamación” de la nueva Constitución y antes de su en-
trada en vigencia, ya que su publicación fue deliberadamente demora-
da hasta el 30 de diciembre de 199951. 

En efecto, ante la ausencia de alguna regulación en las Disposicio-
nes Transitorias de la nueva Constitución que se refiriera a cesación en 
sus cargos de los titulares de los órganos del Poder Público y al nom-
bramiento de nuevos funcionarios para ello, y ante el afán sobrevenido 
en el nuevo poder de sustituir a todos los titulares de los órganos del 
Estado sin respaldo constitucional y sin esperar la elección de la nueva 
Asamblea Nacional; la Asamblea Nacional Constituyente, antes de la 
publicación de la nueva Constitución, con fecha 22 de diciembre de 
1999, sin tener competencia constitucional alguna para ello y, por tan-
to, en forma ilegítima, dictó el Decreto de “Régimen de Transición del 
Poder Público” disponiendo así lo que el pueblo el 15 de diciembre de 
1999 no había querido resolver de esa forma. 

                                         

50  Véase en Gaceta Oficial N° 36.859 de 29-12-99 

51  Véase en Gaceta Constituyente (Diario de Debates), Noviembre 1999-Enero 2000, cit. Se-
sión de 22-12-9, Nº 51, pp. 2 y ss. Véase Gaceta Oficial Nº 36.859 de 29-12-99; y Gaceta 
Oficial Nº 36.860 de 30-12-99. 
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Para hacerlo, de nuevo, la Asamblea se fundamentó en los supues-
tos poderes que se había venido auto atribuyendo desde el artículo 1° 
de su Estatuto de Funcionamiento, respecto de la potestad de decidir la 
cesación de las autoridades de los órganos del Poder Público; supues-
tos poderes que también consideró como derivados del referendo del 
25 de abril de 1999, “para hacer efectivo el proceso de transición hacia el 
régimen establecido en la Constitución de 1999”, lo que no estaba escrito 
en norma alguna; y, finalmente, en el “carácter presupuesto y supra 
constitucional” de las normas que aprobase la Asamblea, para lo cual de 
nuevo invocó la “conveniente” doctrina de la sentencia del 14 de octu-
bre de 1999 de la Corte Suprema de Justicia, que había resuelto el recur-
so de nulidad intentado contra el Decreto de la Regulación del Poder 
Legislativo, en la cual, sin embargo, sólo se le había atribuido rango su-
praconstitucional a las previsiones de las bases comiciales del referendo 
del 25 de abril de 1999, pero no a los actos de la Asamblea Nacional 
Constituyente52. 

Dicho “Régimen de Transición del Poder Público”, como se preci-
só en el Capítulo I del Decreto, tenía por objeto establecer un régimen 
de transición para “permitir la vigencia inmediata de la Constitución” 
(art. 1). La verdad es que nada impedía dicha vigencia inmediata y ha-
bían sido las Disposiciones Transitorias de la Constitución aprobada 
por el pueblo, las que habían dispuesto los aspectos concernientes a los 
efectos inmediatos o mediatos, según los casos, de las normas de la 
Constitución. 

La Asamblea, sin embargo, sin autoridad alguna, resolvió dictar el 
mencionado régimen de transición cuyas previsiones, como se señaló 
en su texto, supuestamente “desarrollan y complementan las Disposi-
ciones Transitorias” (art. 2) de la nueva Constitución. Nada de esto 
había sido autorizado en el nuevo texto constitucional aprobado por el 
                                         

52  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 77-80, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
1999, pp. 111 y ss.  
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pueblo, por lo que la Asamblea Nacional Constituyente carecía de toda 
competencia para ello. 

Es decir, la Asamblea, sin ningún poder derivado del pueblo, ilegí-
timamente decidió dictar por sí misma y al margen de la nueva Consti-
tución que ella misma había redactado, sancionado y proclamado dos 
días antes (20-12-99), un régimen constitucional transitorio no estable-
cido en el texto de la nueva Constitución y sin someterlo a aprobación 
popular por la vía de referendo. Se consumaba así un fraude a la pro-
pia Constitución 

Supuestamente, para suplir los “vacíos” que la misma Asamblea 
había originado al no prever el régimen de transición del Poder en las 
Disposiciones Transitorias de la Constitución, la Asamblea, en lugar de 
aplicar en general el mencionado principio de continuidad del Poder 
que se reflejó en el antes trascrito artículo 16 del Decreto de Transición, 
incurrió en usurpación de autoridad, la del poder constituyente origi-
nario del pueblo. Este era el que hubiera podido haber aprobado ese 
régimen transitorio en el referendo del 15 de diciembre de 1999; y lo la 
Asamblea nacional Constituyente una semana después (22-12-99), en el 
antes mencionado Decreto, violando, además, las bases comiciales del 
referendo del 25 de abril de 1999. La Asamblea Nacional Constituyen-
te, en definitiva, había continuado con su táctica del golpe de Estado 
continuado. 

En este Decreto, fundamentalmente, la Asamblea Nacional Consti-
tuyente tomó el siguiente conjunto de decisiones en cuanto a los órga-
nos del Poder Público, incluido el Poder Judicial, violatorios del prin-



 43 

cipio democrático53; y que fueron los que “crearon” el vacío constitu-
cional54:  

1.  La eliminación del Congreso, la cesación del mandato de los 
Senadores y Diputados electos un año antes (Art. 4) y el nombramiento 
de una Comisión Legislativa Nacional (el denominado “Congresillo”) 
que “creó” sin previsión constitucional alguna, a la cual le atribuyó la 
función legislativa, también sin regulación constitucional alguna55; y la 
cual debía funcionar desde el 1º de febrero de 2000 “hasta tanto se eli-
jan y tomen posesión los diputados integrantes de la Asamblea Nacio-
nal” (art. 5)56. Hasta el 1º de febrero de 2000, la Asamblea Nacional 
Constituyente se “reservaría” el ejercicio del Poder Legislativo, sin au-
toridad constitucional alguna. 

2.  La disolución de las Asambleas Legislativas de los Estados 
(Art. 11), la cesación del mandato de los diputados que habían sido 
electos un año antes y la “creación” de unas Comisiones Legislativas 
Estadales no reguladas en texto alguno, atribuyendo incluso el nom-
bramiento de sus miembros, a la “Comisión Coordinadora de la 

                                         

53  Véase lo que expusimos en Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente, Tomo I, op. 
cit., p. 76 a 81. 

54  Véase el estudio detallado de este Régimen en Allan R. Brewer-Carías, La Constitu-
ción de 1999. Derecho Constitucional Venezolano, Tomo II, cit. pp. 1017 y ss.  

55  Con posterioridad, la Asamblea Nacional Constituyente, en fecha 30-01-2000, dictó 
un Decreto de Ampliación de las Competencias de la Comisión Legislativa Nacional, 
en el cual asignó a dicha Comisión una serie de competencias especiales para consi-
derar diversas materias y dictar legislación al respecto. La Asamblea dictó el Decreto 
nuevamente “en ejercicio del poder soberano constituyente originario”, con lo cual 
ya no era posible asignarle ningún otro calificativo al poder que se había otorgado a 
la Asamblea; habiendo sido calificado dicho Decreto por sentencia N° 1454 de fecha 
18-2-01 de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, (Caso: C.A. Good 
Year de Venezuela) como de “rango constitucional”. 

56  Incluso, la Asamblea nombró otros miembros del Congresillo con posterioridad. 
Gaceta Oficial N° 36.903 de 01-03-00. 
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Asamblea Nacional Constituyente” (art. 12)57. Ello no sólo era ilegítimo, 
al no estar prevista esa facultad en norma alguna, sino que también era 
violatorio de las bases comiciales aprobadas en el referendo del 25 de 
abril de 1999, así como de la antes mencionada garantía democrática, 
que era uno de sus límites supra constitucionales. 

3.  El control de Alcaldías y Concejos Municipales, al someter-
los58 a la supervisión y control de la Asamblea Nacional Constituyente 
o de la Comisión Legislativa Nacional hasta tanto se eligieran popu-
larmente sus nuevos integrantes; atribuyendo a la Comisión Coordina-
dora de la Asamblea Nacional Constituyente o la Comisión Legislativa 
Nacional la potestad de sustituir parcial o totalmente la integración de 
los Concejos Municipales, así como sustituir a los Alcaldes, en los casos 
de graves irregularidades administrativas. 

4.  La cesación en sus funciones del Contralor General de la Re-
pública, del Fiscal General de la República y la designación de los titu-
lares de los órganos del Poder Ciudadano y del Poder Electoral. En 
consecuencia, la Asamblea Nacional Constituyente, en el Decreto sobre 
Régimen de Transición de Poder Público, no sólo nombró al Defensor 
del Pueblo (art. 34), que era para lo único que tenía competencia consti-
tucional expresa en las Disposiciones Transitorias de la Constitución de 
1999, sino también al Contralor General de la República (art. 36) y al 
Fiscal General de la República (art. 35), en forma provisional mientras 
la Asamblea Nacional, una vez que se eligiese, designara a los nuevos 
titulares. En cuanto al Poder Electoral, la Asamblea Nacional Constitu-
yente, careciendo totalmente de competencia para ello, y en forma ile-

                                         

57  Posteriormente, la Comisión de Coordinación de la Asamblea Nacional Constituyen-
te, supuestamente “de conformidad con las facultades otorgadas por dicha Asam-
blea en sesión del 22-12-99”, las cuales no se identificaban, resolvió el 04-01-00 dictar 
un “Régimen para la integración de las Comisiones Legislativas de los Estados. Gace-
ta Oficial N° 36.865 de 07-01-00. 

58  Véase Gaceta Constituyente (Diario de Debates), Noviembre 1999-Enero 2000, cit., Sesión 
de 22-12-99, Nº 51, p. 5. 
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gítima, en el Decreto del 22 de diciembre de 1999 se auto atribuyó 
competencia para designar a los integrantes del Consejo Nacional Elec-
toral (art. 40), designaciones que realizó días después, con carácter 
provisorio, al nombrar a personas, todas vinculadas al nuevo poder 
político y a los partidos que apoyaban al gobierno, lo que incluso no 
garantizaba la imparcialidad electoral necesaria, burlándose del artícu-
lo 296 de la nueva Constitución. 

5.  Por último, la Asamblea Nacional Constituyente, sin tener au-
toridad constitucional alguna, al margen de lo dispuesto en el texto de 
la Constitución que venía de ser aprobada por el pueblo una semana 
antes, y antes de que fuera publicada y entrara formalmente en vigen-
cia, en el Decreto sobre Régimen de Transición del Poder Público de 22 
de diciembre de 1999, dispuso la eliminación de la Corte Suprema de 
Justicia, la creación del Tribunal Supremo de Justicia y de sus Salas, la 
designación de los nuevos Magistrados y la creación de la Comisión de 
Funcionamiento y Reestructuración del Poder Judicial. 

En efecto, artículo 17 del Decreto dispuso que la Corte Suprema de 
Justicia, sus Salas y sus dependencias desaparecían y pasaban a con-
formar el nuevo Tribunal Supremo de Justicia (cuyo régimen en el 
nuevo texto constitucional ni siquiera estaba en vigencia pues no se 
había publicado), por lo que, además de las Salas Político Administra-
tiva, de Casación Penal y de Casación Civil de la antigua Corte Supre-
ma de Justicia, cuya extinción se decretó, la Asamblea Nacional Consti-
tuyente “creó” las Salas Constitucional, de Casación Social y Electoral 
que preveía la nueva Constitución y que aún no había entrado en vi-
gencia. 

En el artículo 19 del Decreto, la Asamblea, además, designó a los 
Magistrados que pasaban a integrar el Tribunal Supremo de Justicia, 
sin sujetarse a las exigencias constitucionales para la postulación de candida-
tos y la participación de la sociedad civil en el Comité de Postulaciones Judi-
ciales y sin sujetarse a las condiciones establecidas en la nueva Constitución 
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para ocupar dichos cargos, designando entre los “nuevos” Magistrados, a 
quien en los dos últimos meses había sido el Presidente de la Corte Su-
prema de Justicia.  Sus servicios habían sido reconocidos. 

En materia de funcionamiento del Poder Judicial, por otra parte, 
era patente la ausencia de Disposiciones Transitorias en la nueva Cons-
titución; pero esa había sido la voluntad de la Asamblea Nacional 
Constituyente al sancionar el texto constitucional y del pueblo al apro-
bar la Constitución mediante el referendo del 15 de diciembre de 1999. 
Dichas Disposiciones Transitorias, en efecto, sólo contenían “una men-
ción” en la Disposición Transitoria Cuarta, en relación con una “Comi-
sión de Funcionamiento y Reestructuración del Sistema Judicial”, que 
sin embargo, no existía, y únicamente a los efectos de que desarrollase 
transitoriamente el “sistema de defensa pública” hasta que se dictase la 
ley respectiva. Y nada más. Incluso, se insiste, dicha Comisión prevista 
en la Disposición Transitoria, no existía al sancionarse la Constitución 
y someterse al referendo del 15 de diciembre de 1999 y sólo fue poste-
riormente, en el Decreto del Régimen de Transición del Poder Público 
que la Asamblea Nacional Constituyente “creó” dicha “Comisión de 
Funcionamiento y Reestructuración del Sistema Judicial” (art. 27). Ese 
órgano, sin embargo, constitucionalmente sólo tenía la competencia prevista 
en la mencionada Disposición Transitoria Cuarta de la Constitución de 
1999, de desarrollar el sistema de defensa pública. 

Ahora bien, en esta materia, la Asamblea Nacional Constituyente 
tomó diversas decisiones totalmente incongruentes. Como se ha dicho, 
comenzó en el Decreto, antes de entrar en vigencia la nueva Constitu-
ción, nombrando provisionalmente (art. 20) a los Magistrados de un 
Tribunal Supremo de Justicia (art. 19) que “creó”, así como de las nue-
vas Salas (art. 17), las cuales para ese momento ni siquiera existían por 
no estar en vigencia el nuevo texto constitucional, por lo que también 
“creó”, las Salas, (art. 17), para lo cual no tenía competencia constitu-
cional alguna. 
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Por otra parte, la Asamblea adopto diversas normas transitorias 
no previstas en la nueva Constitución para asegurar la “vigencia in-
mediata” de la misma a pesar de que aún no estaba en vigencia, y dis-
puso que el Consejo de la Judicatura pasaría a conformar la Dirección 
Ejecutiva de la Magistratura del Tribunal Supremo de Justicia, confor-
me a lo dispuesto en el artículo 267 de la Constitución que tampoco es-
taba en vigencia, a cuyo fin dispuso la cesación en sus funciones de los 
consejeros del Consejo de la Judicatura (art. 26). 

A renglón seguido, dispuso otro nuevo régimen transitorio, en re-
lación al anterior, también transitorio, sin competencia alguna para 
ello, al señalar que mientras el Tribunal Supremo no organizase la refe-
rida Dirección Ejecutiva, el gobierno y administración, la inspección y 
vigilancia de los Tribunales, y todas las competencias que la legislación 
para ese momento vigente atribuían al Consejo de la Judicatura, serían 
ejercidas por la “Comisión de Funcionamiento y Reestructuración del 
Sistema Judicial” (art. 21). 

La Asamblea Nacional Constituyente así, incluso para después de 
que la nueva Constitución entrara en vigencia, como se ha dicho, le 
confiscó una de sus nuevas funciones al Tribunal Supremo de Justicia, 
cuyos miembros había designado, al atribuírsela a una “Comisión” 
creada y designada por la propia Asamblea y ni siquiera por el nuevo 
Tribunal Supremo; situación irregular que el propio Tribunal Supremo 
de Justicia ha aceptado resignadamente. 

Por otra parte, como se dijo, la Asamblea en evidente usurpación 
de autoridad (la del pueblo), dispuso que la competencia disciplinaria 
judicial que correspondía a los tribunales disciplinarios de conformi-
dad con el artículo 267 de la Constitución aprobada, también fuera ejer-
cida por la Comisión de Funcionamiento y Reestructuración del Siste-
ma Judicial. Como hemos advertido, además, esa Comisión de Funcio-
namiento y Reestructuración del Sistema Judicial que ha funcionado en 
paralelo al Tribunal Supremo durante un lustro, acaba de ser nueva-
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mente reforzada por la nueva Ley Orgánica del Tribunal Supremo de 
Justicia de mayo de 200459.  

Lamentablemente, el “activismo judicial” de la Sala Constitucional 
que la ha llevado, incluso, a juzgar de oficio la inconstitucionalidad de 
la omisión del Legislador en, por ejemplo, no sancionar la Ley Orgáni-
ca del Poder Municipal60, no ha sido aplicado para tratar de obligar al 
legislador a dictar las leyes básicas para garantizar precisamente la au-
tonomía e independencia del Poder Judicial, que el Tribunal Supremo 
administra y gobierna.  

En todo caso, con posterioridad al Decreto sobre Régimen Transi-
torio que creó la mencionada Comisión, la Asamblea Nacional Consti-
tuyente dictó otros dos Decretos el 18 de enero de 2000 en relación con 
el Poder Judicial, también “en ejercicio del poder soberano constitu-
yente originario”, que fueron el relativo a la designación del Inspector 
de Tribunales61, y el relativo a la designación de los miembros de la 
Comisión de Funcionamiento y Reestructuración del Poder Judicial62. 

C.  La Sala Constitucional como juez en su propia causa: El reco-
nocimiento, por parte del Tribunal Supremo de Justicia que 
había sido producto del “Régimen de Transición del Poder Pú-
blico”, del rango constitucional del mismo y de la existencia de 
un doble régimen transitorio constitucional: uno constitucional 
y otro paraconstitucional. 

El Decreto sobre el Régimen de Transición del Poder Público, por 
supuesto, fue impugnado ante la Sala Plena de la antigua Corte Su-

                                         

59  Véase en Gaceta Oficial Nº 37942 de 20-05-2004.  

60  Véase la sentencia Nº 3118 de 06-10-2003 en Revista de Derecho Público, Nº 93-96, EJV, 
Caracas 2003. Véanse los comentarios en Allan R. Brewer-Carías, La Constitución de 
1999. Derecho Constitucional Venezolano, Tomo II, cit., pp. 970 y ss. 

61  Gaceta Oficial N° 36.878 de 26-01-00 

62  Gaceta Oficial N° 36.878 de 26-01-00 
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prema de Justicia en fecha 29 de diciembre de 1999, particularmente 
respecto a los nombramientos del Fiscal General de la República, Con-
tralor General de la República, Magistrados del Tribunal Supremo de Jus-
ticia, Defensora del Pueblo, Directivos del Consejo Nacional Electoral y 
miembros de la Comisión Legislativa Nacional (“Congresillo”). 

Luego de la remisión del expediente a la Sala Constitucional del 
nuevo Tribunal Supremo de Justicia, ésta, mediante una de sus prime-
ras sentencia, la Nº 4 de fecha 26 de enero de 2000 (Caso: Eduardo Gar-
cía)63, cuyo Ponente fue precisamente el magistrado Iván Rincón Urda-
neta, último Presidente de la extinta Corte Suprema de Justicia y de-
signado Presidente del nuevo Tribunal Supremo de Justicia, reconoció 
que el Decreto era “un acto de rango y naturaleza constitucional” y, 
además: 

[De] naturaleza organizativa, por el cual se produjo la designación de altos 
funcionarios del Poder Público Nacional, el cual se fundamenta en los propó-
sitos de reorganización del Estado, conferidos a la Asamblea Nacional Consti-
tuyente. 

Los magistrados de la Sala Constitucional que decidieron el caso, 
pusieron de lado el hecho de que estaban decidiendo sobre el acto de 
su propio nombramiento, y concluyeron señalando que: 

Tomando en cuenta lo antes señalado, estima la Sala que, dado el carácter 
originario del poder conferido por el pueblo de Venezuela a la Asamblea Na-
cional Constituyente, mediante la pregunta Nº 1 y la Base Comicial Octava 
del referendo consultivo nacional, aprobado el 25 de abril de 1999, y por tanto 
la no sujeción de este poder al texto constitucional vigente para la época, la demanda 
propuesta, al fundamentar las presuntas transgresiones en la referida Consti-
tución y no en los parámetros y principios consagrados en las bases fijadas en 
le citado referendo, conduce forzosamente a su improcedencia. 

Con posterioridad, y nuevamente, la Sala Constitucional del Tri-
bunal Supremo de Justicia se pronunció sobre el Decreto del “Régimen 
                                         

63  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 81, Caracas, 2000, pp. 93 y ss. 
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de Transición del Poder Público”, al ser éste impugnado en fecha 17 de 
enero de 2000; y mediante sentencia Nº 6 de fecha 27 de enero de 2000 
(Caso: Milagros Gómez y otros vs. Asamblea Nacional Constituyente)64 cuyo 
Ponente fue el magistrado Héctor Peña Torrelles, el Tribunal Supremo 
de Justicia declaró improcedente la acción de nulidad interpuesta co-
ntra el referido Decreto (en el cual se había designado a los magistra-
dos decidores) con base en los siguientes argumentos: 

En tal sentido, entiende la Sala que hasta la fecha de la publicación de la nue-
va Constitución, la que le precedió (1961) estuvo vigente, lo cual se desprende 
de la Disposición Derogatoria Única; y como los actos de la Asamblea Nacio-
nal Constituyente no estaban sujetos a la Constitución derogada, los mismos 
sólo podrían estar regulados -como fuera señalado por la sentencia de la Cor-
te Suprema de Justicia en Pleno antes referida- por normas supraconstitucio-
nales. Así, por argumento en contrario, sólo los actos dictados por la Asam-
blea Nacional Constituyente con posterioridad a la publicación de la nueva 
Constitución estarían sujetos a ésta. 

De todo lo anterior emerge que el acto de la Asamblea Nacional Constituyen-
te impugnado en esta oportunidad publicado en la Gaceta Oficial número 
36.859 del 29 de diciembre de 1999, esto es, con anterioridad a la vigencia de 
la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela de 1999, no esta su-
jeto ni a ésta, ni a la Constitución de 1961. 

Se reconoció, así, por el Tribunal Supremo de Justicia, rango cons-
titucional al régimen transitorio inventado por la Asamblea Nacional 
Constituyente, desligado tanto de la Constitución de 1961 como de la 
propia Constitución de 1999; régimen transitorio que, además, contenía 
el acto de designación de los propios Magistrados. Lo menos que podí-
an haber hecho era inhibirse, pero no fue así; y esa y otras sentencias 
que juzgaron dicho régimen transitorio, como se ha dicho, constituye-
ron violación del principio elemental del Estado de derecho conforme 
al cual nadie puede ser juez en su propia causa. 

                                         

64  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 81, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
2000, pp. 95 y ss. 
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Ahora bien, el aspecto jurídico medular que deriva del Decreto 
sobre el Régimen Transitorio del Poder Público es que la Asamblea 
Nacional Constituyente, burlándose del texto de las Disposiciones 
Transitorias de la Constitución de 1999, después que la misma había 
sido aprobada por el pueblo en el referendo del 15 de diciembre de 
1999, dispuso otro régimen transitorio al margen de la Constitución, 
contenido en el mencionado Decreto, que no fue aprobado por el pue-
blo. Se violó, así, lo dispuesto en la “base comicial novena” del referendo 
del 25 de abril de 1999 que exigía que la nueva Constitución debía ser 
aprobada por el pueblo. 

El Tribunal Supremo de Justicia creado, precisamente, en el Decre-
to sobre el Régimen de Transición del Poder Público, se encargó de 
avalar este desaguisado constitucional, en la sentencia Nº 180 de 28 de 
marzo de 2000 (Caso: Allan R. Brewer-Carías y otros)65 dictada con po-
nencia del magistrado Jesús Eduardo Cabrera, con motivo de declarar 
sin lugar la demanda de nulidad intentada contra el Estatuto Electoral 
del Poder Público que había dictado la Asamblea el 30 de enero de 
200066. 

En efecto, la Sala Constitucional fundamentó su decisión en que 
conforme al referendo del 25 de abril de 1999, la Asamblea Nacional 
Constituyente para cumplir su misión de transformar el Estado, crear 
un nuevo ordenamiento jurídico y dictar una nueva Constitución que 
sustituyera a la de 1961, supuestamente tenía varias alternativas para 
regular el régimen constitucional transitorio: Una, elaborar unas Dis-
posiciones Transitorias que formaran parte de la Constitución para ser 
aprobada por el pueblo mediante referendo; y otra, dictar actos consti-
tuyentes aparte, de valor y rango constitucional, que originarían un ré-
gimen transitorio constitucional paralelo, no aprobado por el pueblo. 

                                         

65  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 81, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2000, pp. 86 y ss. 

66  Véase en Gaceta Oficial Nº 36.884 de 03-02-00. 
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Esto, por supuesto, era un disparate constitucional. De acuerdo 
con el referendo del 25 de abril de 1999 y conforme se estableció en la 
base novena de rango supra constitucional, como lo consideró la antigua 
Corte Suprema de Justicia y cuyo contenido no consideró el Tribunal 
Supremo, las nuevas normas constitucionales producto del proceso 
constituyente, para entrar en vigencia debían ser aprobadas por refe-
rendo popular. Esa había sido la voluntad popular expresada en el re-
ferendo del 25 de abril de 1999: que la Asamblea Nacional Constitu-
yente no podía poner en vigencia actos con rango constitucional sino 
que sólo el pueblo, por referendo, podía poner en vigencia la nueva 
Constitución. Por ello, el pueblo venezolano fue convocado a referendo 
el 15 de diciembre de 1999, precisamente para aprobar la Constitución. 
Por tanto, conforme a la voluntad popular expresada en el referendo 
del 25 de abril de 1999, sólo el propio pueblo podía aprobar la Consti-
tución mediante referendo aprobatorio, por lo que en consecuencia, no 
podía existir ninguna otra norma de rango constitucional que no fuera 
aprobada por el propio pueblo. 

Por ello, al considerar el Tribunal Supremo de Justicia en la sen-
tencia mencionada No. 180 que el Estatuto Electoral dictado por la 
Asamblea Nacional Constituyente tenía un supuesto rango constitu-
cional, con el objeto de llenar los supuestos “vacíos” de las Disposicio-
nes Transitorias de la Constitución, vacíos que habían sido inventados 
y provocados por la propia Asamblea Nacional Constituyente antes de 
publicar la Constitución; puede considerarse que el Tribunal violó la 
soberanía popular expresada el 25 de abril de 1999 y marginó la sobe-
ranía popular expresada el 15 de diciembre de 1999. La verdad es que 
de nada sirvió que los venezolanos hubiésemos aprobado por referen-
do una Constitución el 15 de diciembre de 1999, si paralelamente la 
Asamblea Nacional Constituyente podía dictar otra “Constitución” 
conformada por normas transitorias constitucionales no aprobadas por 
el pueblo. 
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Partiendo del falso supuesto anterior, de que conforme al referen-
do del 25 de abril de 1999, la Asamblea Nacional Constituyente podía 
poner en vigencia normas constitucionales no aprobadas por el pueblo, 
el Tribunal Supremo de Justicia consideró que el Estatuto Electoral im-
pugnado, al tener rango constitucional, no podía violar la Constitución 
de 30 de diciembre de 1999, como se había alegado en el recurso de nu-
lidad67. 

De esta premisa fundamental, falsa y contradictoria, el Tribunal 
Supremo de Justicia derivó su decisión contenida en la sentencia No. 
180, en la cual: 

Primero:  Reconoció la existencia de un “vacío” legal (que sólo la 
Asamblea había creado) en las Disposiciones Transitorias de la Consti-
tución de 1999, y pretendió llenarlo con una interpretación violatoria 
de la soberanía popular. El “limbo jurídico” que refiere con toda dili-
gencia la sentencia, había sido inventado por la Asamblea Nacional 
Constituyente, y no fue originado por las Disposiciones Transitorias de 
la Constitución. Al haber sido creado dicho “vacío” por dicha Asam-
blea, por su arbitrariedad, de lo que se requería era de un remedio ju-
dicial constitucional por parte del Tribunal Constitucional imparcial 
(que no fuera juez y parte) y no de una bendición o aceptación judicial 
de una inconstitucionalidad. El Tribunal, en efecto, lo que hizo fue 
aceptar la violación constitucional y forzando la interpretación, trató de 
enderezar un entuerto constitucional. 

Segundo: Incurrió en contradicción, al considerar que el régimen 
transitorio de orden constitucional iniciado el 25 de abril de 1999 “finali-
zó con la aprobación de la Constitución” de 1999 por el pueblo, y parale-
lamente admitió la existencia de otro régimen transitorio “paraconstitu-
cional” no aprobado por el pueblo. 

                                         

67  Véase Allan R. Brewer-Carías, La Constitución de 1999, 3ª Edición, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2001, pp. 270 y ss. 
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Tercero: Contradijo la sentencia Nº 6 de la propia Sala Constitucio-
nal del 27 de enero de 200068, que había establecido la sumisión a la 
Constitución de 1999 de los actos de la Asamblea Nacional Constitu-
yente dictados con posterioridad a la publicación de la Constitución de 
1999, pues en esta nueva sentencia, la Sala señaló que los actos de la 
Asamblea Nacional Constituyente dictados después de esa fecha tam-
bién tenían rango “constitucional”; no que eran “supraconstituciona-
les”, sino de igual rango que la Constitución aprobada por referendo, 
sin estar ello regulado en las Disposiciones Transitorias de la propia 
Constitución y sin haber sido aprobadas por el pueblo. 

Cuarto: Contradijo y desconoció el poder derogatorio expreso de 
la nueva Constitución en relación con todas las normas preconstitucio-
nales contrarias a sus disposiciones y no sólo las dictadas basadas en la 
Constitución de 1961. No hay Disposición Transitoria alguna en la 
Constitución de 1999 que hubiera asegurado la supervivencia de nor-
mas dictadas por la Asamblea Nacional Constituyente, que después de 
publicada la Constitución, contrariasen sus disposiciones. El Tribunal 
Supremo de Justicia, así, pretendió de nuevo suplir el “vacío” produci-
do por la arbitrariedad de la Asamblea Nacional Constituyente, y mar-
ginó la voluntad popular. 

Sin embargo, el aspecto más importante de la sentencia que se co-
menta del Tribunal Supremo, es que dejó sentado el principio de que 
supuestamente, la Asamblea Nacional Constituyente podía dictar 
normas de rango constitucional, no aprobadas mediante referendo por 
el pueblo. Esto, sin duda, era un criterio violatorio de la base comicial 
novena del referendo del 25 de abril de 1999, que la antigua Corte Su-
prema de Justicia en Corte Plena, en la citada sentencia de 14 de octu-
bre de 1999 (Caso: Henrique Capriles Radonski vs. Decreto de Regulación de 

                                         

68  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 81, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
2000, pp. 95 y ss. 
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funciones del Poder Legislativo) había considerado de rango “supra cons-
titucional”69.  

En efecto, la base comicial novena del referendo del 25-04-99, que, se 
insiste, se había considerado de rango supra constitucional por lo que a 
ella estaba sometida la Asamblea Nacional Constituyente en su actua-
ción, estableció que la nueva Constitución que elaborara la Asamblea 
sólo entraría en vigencia una vez aprobada mediante referendo. De ello 
se deducía que la voluntad popular en Venezuela, expresada en el refe-
rendo del 25 de abril de 1999, fue que la Asamblea Nacional Constitu-
yente –a diferencia de lo que había ocurrido en Colombia en 1991- no 
podía poner en vigencia la nueva Constitución ni norma constitucional 
alguna, sino que éstas tenían que ser aprobadas por el pueblo, median-
te referendo.  

Sin embargo, ese no fue el criterio del Tribunal Supremo en la sen-
tencia No. 180, que se comenta, en la cual la Sala Constitucional, como 
se dijo, partió del siguiente supuesto: 

La Asamblea Nacional Constituyente, a fin de cumplir el mandato que le 
otorgó el pueblo, tenía varias alternativas, una, elaborar una Constitución con 
un conjunto de disposiciones transitorias que regularan al máximo la imple-
mentación jurídica del régimen transitorio entre las instituciones previstas en 
la Constitución de la República de Venezuela de 1961, y las prevenidas en la 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela de 1999. 

Otra alternativa era, no realizar dicha implementación en las disposiciones 
transitorias de la Constitución y efectuarla mediante un cuerpo legislativo 
aparte, complementado por actos destinados a llenar el vacío institucional 
que se crearía al entrar en vigencia la nueva Constitución. Esta fue la vía es-
cogida por la Asamblea Nacional Constituyente, cuando dictó el Régimen 
Transitorio del Poder Público, publicado el 29 de diciembre de 1999 en la Ga-
ceta Oficial Nº 36.859, destinado al régimen de transición en lo atinente a la 
reestructuración del poder público. A tal fin, el artículo 2 del “Régimen de 
Transición del Poder Público”, textualmente reza: 

                                         

69  Véase en Véase en Revista de Derecho Público, Nº 77-80, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 1999, pp. 111 y ss. 
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Las previsiones del presente régimen de transición desarrollan y complementan las 
Disposiciones Transitorias de la Constitución aprobada por el pueblo de Venezue-
la. 

El régimen de transición señalado reguló al Poder Legislativo nacional, me-
diante la creación de la Comisión Legislativa Nacional, la cual funcionará 
hasta la fecha en que se reúna efectivamente la Asamblea Nacional prevenida 
en la Constitución vigente, y a quien señaló en el artículo 6 del Régimen de 
Transición del Poder Público, sus atribuciones. 

Igualmente, dentro del régimen transitorio, el constituyentista reguló el Poder 
Electoral, y el artículo 39 del Régimen de Transición del Poder Público, expre-
só “Los primeros comicios para la elección de la Asamblea Nacional, de los Consejos 
Legislativos de los Estados, de los Consejos Municipales, del Presidente de la Repú-
blica, de los Gobernadores de Estado y de los Alcaldes de los Municipios, serán orga-
nizados por el Consejo Nacional Electoral, de acuerdo a la fecha y al Estatuto Electo-
ral que apruebe la Asamblea Nacional Constituyente” (Subrayado de la Sala). 

Entrada en vigencia la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela 
el 30 de diciembre de 1999, según su propio texto, se hace necesario elegir a la 
Asamblea Nacional, institución básica entre los poderes públicos para el fun-
cionamiento del sistema político-jurídico que desarrolla la Constitución recién 
promulgada, y hasta su elección e instalación, nace un segundo régimen tran-
sitorio, el cual se rige por las normas sancionadas a ese fin por la Asamblea 
Nacional Constituyente, en ejercicio de su competencia constituyente, y que 
responde a las Bases Primera y Octava para lo que se convocó el referendo 
del 25 de abril de 1999, las cuales se proyectan paralelamente a la Constitu-
ción vigente, tal como lo estableció el Régimen de Transición de Poder Públi-
co, que obran -por disposición del artículo 2 de dicha normativa- como Dis-
posiciones Transitorias de la Constitución vigente. Esta normativa de rango 
análogo a la Constitución, está destinada a que las instituciones prevenidas 
en la Constitución, pero que aún no han entrado en funcionamiento, se reali-
cen, y se agota al cumplir su cometido. 

Las normas de transición devienen así en integrantes del sistema constitucio-
nal, en cuanto hacen posible la plena vigencia de la naciente Constitución. La 
transitoriedad es inherente al propio proceso constituyente y le es inmanente70. 

De este razonamiento se deduce, entonces, el absurdo constitucio-
nal de que podía haber un régimen constitucional transitorio no previs-

                                         

70  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 81, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
2000, pp. 88 y ss. 
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to en la Constitución de 1999, ni aprobado por el pueblo, dictado por la 
Asamblea Nacional Constituyente, lo cual es totalmente incorrecto. El 
Tribunal Supremo se había olvidado consultar la base comicial novena (la 
sentencia sólo hizo referencia a las bases primera y octava) del referendo 
de abril de 1999, que imponía, con carácter supra constitucional, la exi-
gencia de que la Constitución y toda norma de rango constitucional 
producto de la Asamblea Nacional Constituyente tenía que ser apro-
bada por el pueblo, mediante referendo, para poder considerarse apro-
bada definitivamente. Eso ocurrió con el texto de la Constitución y sus 
Disposiciones Transitorias aprobadas en el referendo del 15 de diciem-
bre de 1999, pero no ocurrió con el “Régimen Transitorio del Poder 
Público” dictado por la Asamblea con posterioridad y, al cual, sin em-
bargo, el Tribunal Supremo le reconoció “rango análogo a la Constitu-
ción” con vigencia “paralelamente a la Constitución vigente”. 

Para reforzar esta absurda consideración, la Sala Constitucional 
utilizó un argumento propio del derecho privado, de que “quien pue-
de lo más puede lo menos”, el cual es totalmente inaplicable en dere-
cho público, donde la competencia tiene que ser expresa. La Sala, en 
efecto argumentó como sigue: 

Tal disposición, emanada del poder constituyente que podía lo más, cual era la 
transformación del Estado, lo que iba a adelantar mediante la aprobación de 
una nueva Constitución y del régimen de transición, claro que podía lo menos, 
dentro de su cometido de transformación del Estado, cual era dictar las nor-
mas que permitirían la transición entre el sistema constitucional abrogado y 
el nuevo, que conforme al texto constitucional de 1999, no podía de inmediato 
constituirse en todas sus instituciones71. 

De lo anterior, entonces, la Sala Constitucional dedujo lo siguiente, 
desconociendo el poder derogatorio de la Constitución de 1999 y su 
supremacía: 

                                         

71  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 81, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
2000, p. 89. 
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La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, al entrar en vigor, 
deroga el ordenamiento jurídico basado en la Constitución de la República de 
Venezuela de 1961, pero no el nacido de la transitoriedad a que se refiere el 
tipo de normas antes señalado, y que como emanación del poder constituyen-
te deben complementar a la Constitución en la instalación de las instituciones, 
cuyas fórmulas para esa instalación no se previeron dentro del texto constitu-
cional, o dentro de las disposiciones transitorias a él incorporadas, pero estas 
normas, producto de la Asamblea Nacional Constituyente, surgen del régimen 
nacido del referendo del 25 de abril de 1999, que es un régimen de producción 
originaria de rango análogo a la Constitución misma, pero cuya vigencia ter-
mina cuando se logre la implantación efectiva de la organización y funciona-
miento de las instituciones previstas por la Constitución72. 

Más adelante, la sentencia insistió en este argumento así: 

El régimen de transición del poder público se proyecta hacia el futuro, no sólo 
hasta la instalación de la Asamblea Nacional, sino aún más allá ; ya que el ar-
tículo 3 de dicho régimen, señala: “Cada disposición del régimen de transición del 
Poder Público tendrá vigencia hasta la implantación efectiva de la organización y 
funcionamiento de las instituciones previstas por la Constitución aprobada, de con-
formidad con la legislación que a los efectos apruebe la Asamblea Nacional”, por lo 
que mientras tales legislaciones no se aprueben, las normas y actos emanados 
de la Asamblea Nacional Constituyente tienen plena vigencia, hasta que de 
conformidad con la Constitución se establezca el régimen legal que vaya de-
rogando la provisionalidad, y vaya dejando sin efectos las normas y actos 
emanados de la Asamblea Nacional Constituyente. Ese régimen legal es el 
ordinario que corresponde a la Asamblea Nacional, y el que le ordena adelan-
tar las Disposiciones Transitorias que como parte integrante del texto consti-
tucional, se publicaron con él. 

Resulta de un formalismo conducente a la irrealidad, pretender que el siste-
ma de una Constitución que recién se implante, pueda organizarse dentro sí 
misma, sobre todo, cuando las disposiciones transitorias dejen vacíos sobre la 
etapa de transición de un sistema constitucional, como lo es el caso de la vi-
gente Constitución. 

Ante tal situación, adquiere rango especial la normativa que el constituyente 
como representante del pueblo soberano, crea para que el sistema pueda fun-
cionar. Se trata de normas complementarias de la Constitución de igual rango 
que ella, las cuales, de existir, permiten minimizar los vacíos y lagunas de que 
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adolezca el texto constitucional. Tal vez la existencia de estas normas y su re-
conocimiento disguste a constitucionalistas formalistas y dogmáticos, o a per-
sonas que juegan a intereses distintos que los jurídicos, pero ello atiende a la 
necesidad de resolver situaciones reales, y así permiten integrar la constitu-
cionalidad73. 

De lo anterior resulta, por tanto, la siguiente situación irregular: 

1. La Asamblea Nacional Constituyente aprobó el 17 de noviembre 
de 1999 una Constitución con un régimen transitorio previsto en sus 
Disposiciones Transitorias, que implicaban la permanencia de los titu-
lares de los órganos de los Poderes Públicos, hasta que fueran electos 
los nuevos titulares. En la expresión de la voluntad popular (referendo 
del 15 de diciembre de 1999) y de la voluntad de la Asamblea Nacional 
Constituyente que sancionó y proclamó la Constitución, por tanto, no 
quedó vacío legal alguno respecto de la transición constitucional. 

2. Dicha Constitución de 1999, con dicho régimen transitorio, fue 
sometida a referendo aprobatorio, y así fue aprobada por el pueblo el 
15 de diciembre de 1999, siendo proclamada formalmente por la 
Asamblea Nacional Constituyente el 20 de diciembre de 1999. 

3. Con posterioridad, dos días después, la Asamblea Nacional 
Constituyente cambió de opinión y resolvió alterar el régimen transito-
rio que estaba previsto en la Constitución de 1999 aprobada en refe-
rendo, y antes de que se publicara para que entrara en vigencia, el 22 
de diciembre de 1999 dictó el “Régimen de Transición del Poder Públi-
co”, mediante el cual sustituyó a todos los titulares de los órganos del 
Poder Público y modificó su estructura, y en particular creó al Tribunal 
Supremo y su Sala Constitucional y a la Comisión de Funcionamiento 
y Reestructuración del Sistema Judicial. Dicho régimen originó, enton-
ces, un supuesto “vacío legal” que pretendió llenar con normas de ran-
go constitucional no aprobadas por el pueblo. 
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4. El Tribunal Supremo de Justicia, en su sentencia No. 180 del 28 
de marzo de 2000 le atribuyó a dicho Régimen de Transición del Poder 
Público, dictado por la Asamblea Nacional Constituyente sin aproba-
ción popular, rango y valor constitucional, contrariando así la base 
comicial novena del referendo del 25 de abril de 1999, que se configu-
raba como el conjunto normativo supra constitucional que constituía el 
límite de la actuación de la Asamblea.  

5. En el país, entonces, y como consecuencia de la sentencia del 
Tribunal Supremo, han existido dos regímenes constitucionales parale-
los: uno contenido en la Constitución de 1999, aprobada por el pueblo; 
y otro, dictado con posterioridad a dicha aprobación, por la Asamblea 
Nacional Constituyente, no aprobado por el pueblo y de vigencia im-
precisa hasta que supuestamente se apruebe toda la legislación que 
prevé la propia Constitución de 1999, lo cual puede durar décadas. Por 
ello, en mayo de 2004, cinco años después de dictada la Constitución 
de 1999, cuando se sancionó la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de 
Justicia74, una de sus disposiciones transitorias, a  pesar de que la Cons-
titución exige la existencia de una jurisdicción disciplinaria de los jue-
ces, a cargo de tribunales especializados (Art. 267), dispuso que la “Co-
misión de Funcionamiento y Reestructuración del Sistema Judicial“ 
que había “creado” la Asamblea Nacional Constituyente al margen de 
la Constitución, seguía teniendo “a su cargo funciones disciplinarias, 
mientras se dicte la legislación y se crea la jurisdicción disciplinaria y 
los correspondientes tribunales disciplinarios” (Disposición Derogato-
ria, Transitoria y Final, Párrafo 2º, e).  

El Tribunal Supremo de Justicia, lamentablemente, en lugar de 
cumplir su deber como contralor de la constitucionalidad, quiso resol-
ver el “vacío” creado por la Asamblea después de aprobada la Consti-
tución de 1999 por referendo popular, con lo cual violentó el ordena-

                                         

74  Gaceta Oficial Nº 37942 de 20-05-2004,  
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miento constitucional y frustró la esperanza de que se apuntalara el 
Estado de Derecho, precisamente cuando comenzaba a entrar en apli-
cación la nueva Constitución. 

Todo este sistema de doble régimen constitucional paralelo y yux-
tapuesto lo confirmó la Sala Constitucional, posteriormente, en el auto 
dictado el 12 de diciembre de 2000 con motivo de resolver sobre la pre-
tensión de amparo que había acumulado la Defensora del Pueblo a la 
acción de nulidad por inconstitucionalidad que intentó contra la Ley 
Especial para la Ratificación o Designación de los Funcionarios y Fun-
cionarias del Poder Ciudadano y Magistrados y Magistradas del Tri-
bunal Supremo de Justicia para el Primer Período Constitucional de 14 
de noviembre de 200075, en el cual señaló: 

A partir de la aprobación de las bases comiciales y la instalación de la Asam-
blea Nacional Constituyente surge una situación inédita en el constituciona-
lismo nacional. En una primera fase, hasta la promulgación de la actual Cons-
titución, sin ruptura constitucional de ninguna especie, siguió vigente la 
Constitución de la República de Venezuela de 1961, coexistiendo con los actos 
que dictó la Asamblea Nacional Constituyente, en lo que contraríen a dicha 
Constitución, adquirieron la categoría de actos constitucionales, ya que es el 
pueblo soberano, por medio de sus representantes, quien deroga puntual-
mente disposiciones constitucionales, creando así un doble régimen, donde 
como ya lo ha señalado esta Sala, coexistía la Constitución de 1961 con los ac-
tos constituyentes. Una segunda etapa, de este sistema constitucional, surge a 
partir de la promulgación de la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela, la cual crea una serie de instituciones no previstas en las cartas 
fundamentales anteriores, pero cuyas pautas de funcionamiento no fueron 
consagradas en el texto constitucional, quedando sujetas a una regulación 
posterior mediante leyes que dictare la Asamblea Nacional. 

Para evitar el vacío institucional mientras se promulguen las leyes, la Asam-
blea Nacional Constituyente decretó el Régimen de Transición del Poder Pú-
blico (Gaceta Oficial Nº 36.920 de 28 de marzo de 2000), de manera que las ins-
tituciones delineadas en la Constitución de 1999, aun no desarrolladas por las 
leyes, pudieran funcionar, evitándose así que las normas constitucionales 

                                         

75  Gaceta Oficial Nº 37.077 de 14-11-00. 
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quedaran sin contenido. Este régimen de transición, que se fue complemen-
tando con otras normativas emanadas del poder constituyente, necesariamen-
te tiene naturaleza constitucional, ya que integra la Constitución, vigente 
mientras las instituciones se normalicen, por lo que no puede considerarse 
que los poderes actuales sean ilegítimos o inconstitucionales, si se fundan en 
el Régimen de Transición del Poder Público. Basta leer el artículo 2 del Régimen 
de Transición del Poder Público, para constatar que dicho régimen desarrolla y 
complementa las disposiciones transitorias de la Constitución de 1999. La 
normalización total de instituciones nuevas como el Poder Ciudadano y el 
Tribunal Supremo de Justicia, requieren de leyes orgánicas que desarrollen el 
texto constitucional, y mientras ellas no se dicten, las mismas se rigen por dos 
cuerpos legales coexistentes e integrativos: Decreto sobre el Régimen de 
Transición del Poder Público y la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela, en lo que se complementan. 

Por ello, en fallo de esta Sala, de fecha 30 de junio de 2000 (caso Defensoría 
del Pueblo), la Sala enfatizó, que cuando las leyes orgánicas respectivas se 
dictaren, cesaría definitivamente el régimen provisorio que gobierna a las ins-
tituciones, actualmente carentes de dichas leyes especiales, pero mientras tan-
to, conformaban un solo bloque constitucional el Régimen de Transición del 
Poder Público y la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, tal 
como lo ha apuntado esta Sala en fallos de fechas 14 de marzo y 28 de marzo 
de 200076. 

Es insólito que un tribunal constitucional, encargado de velar por 
la supremacía constitucional, pudiera llegar a considerar que el Régi-
men de Transición del Poder Público dictado por la Asamblea Nacio-
nal Constituyente, después de aprobada popularmente la Constitución 
de 1999 y de haber sido proclamada por la propia Asamblea, pudiera 
tener el mismo rango que la Constitución. ¿Para qué, entonces, se reali-
zó un referendo aprobatorio de la Constitución, si la Asamblea Nacio-
nal Constituyente podía, a su discreción, poner en vigencia normas de 
rango constitucional, sin aprobación popular?  

El papel del Tribunal Supremo de Justicia en relación con el proce-
so constituyente, sin duda, se recordará, sí, en los anales de nuestra his-

                                         

76  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 84, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2000, pp. 108 y ss.  
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toria constitucional, pero no precisamente por su apego a la constitu-
cionalidad: fue juez en su propia causa al decidir sobre la impugnación 
de los actos de la Asamblea Nacional Constituyente sobre su propia 
creación y el nombramiento de los magistrados decidores. Insistimos, 
el Tribunal Supremo de Justicia había sido “creado” por la Asamblea 
Nacional Constituyente, en el mismo mencionado Régimen de Transi-
ción del Poder Público, en el cual se nombró a sus Magistrados. Estos 
le debían su existencia a la Asamblea Nacional Constituyente y al Ré-
gimen Transitorio paraconstitucional en el cual sus Magistrados habían 
sido nombrados. No es difícil, por tanto, deducir cuál podría ser la “in-
terpretación constitucional” que daría la Sala Constitucional si dichos 
magistrados no se inhibían. Declarar la inconstitucionalidad, por viola-
ción de las normas supra constitucionales adoptadas en las bases comi-
ciales del referendo del 25 de abril de 1999, hubiera significado decla-
rarse a sí mismos como de designación inconstitucional. Ello explica el 
malabarismo constitucional que tuvieron que hacer.  

De ello resultó que el “inconstitucional” régimen transitorio de la 
Constitución inventado por la Asamblea Nacional Constituyente, ha 
sobrevivido bajo la dúctil conducción de la Sala Constitucional, con cri-
terios contradictorios: Por ejemplo, en la sentencia N° 179 de 28 de 
marzo de 2000 (Caso: Gonzalo Pérez Hernández y otro vs. Asamblea Nacio-
nal Constituyente)77, con ponencia del magistrado José M. Delgado 
Ocando, había dicho que el régimen constitucional transitorio creado 
por la Asamblea Nacional Constituyente estaría vigente “hasta que los 
poderes constituidos sean designados o electos”; pero en la sentencia 
N° 180 de la misma fecha (Caso: Allan R. Brewer-Carías y otros vs. Esta-
tuto Electoral)78, con ponencia del magistrado Jesús Eduardo Cabrera 

                                         

77  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 81, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2000, pp. 82 y ss. 

78  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 81, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2000, pp. 86 y ss 
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Romero, se señaló que “El régimen de transición del poder público se 
proyecta hacia el futuro, no sólo hasta la instalación de la Asamblea 
Nacional, sino aún más allá”. En particular, en esta última sentencia se 
abrió la puerta a la arbitrariedad constitucional, al preverse la vigencia 
ilimitada de la transitoriedad, de manera que, “las normas y actos 
emanados de la Asamblea Nacional Constituyente tienen plena vigen-
cia, hasta que de conformidad con la Constitución se establezca el ré-
gimen legal que vaya derogando la provisionalidad, y vaya dejando 
sin efectos las normas y actos emanados de la Asamblea Nacional 
Constituyente”. En esta forma, la efectiva vigencia de la Constitución 
de 1999 ha quedado y permanece pospuesta, porque ella ha dependido 
de lo que haga o deje de hacer la Asamblea Nacional. 

2.  La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de nuevo vuelve ha 
ser juez y parte, al decidir en su propia causa en relación con el 
nombramiento de los magistrados en 2000 

A. La burla a la Constitución por la confiscación de los Comités de 
Postulaciones para asegurar el derecho constitucional a la par-
ticipación de la sociedad civil en la designación de los titulares 
de los órganos del Poder Público no electos popularmente para 
el primer período constitucional (2000) 

Uno de los motivos principales que originó la crisis política y la 
necesidad de una Asamblea Constituyente y de una reforma constitu-
cional como la de 1999, fue la reacción contra la democracia meramente 
representativa de partidos, buscando su perfeccionamiento con aspec-
tos de democracia de participación. 

Particularmente, la crítica al sistema de designación de los altos 
funcionarios públicos no electos por el Congreso, como el Fiscal Gene-
ral de la República o el Contralor General de la República, pero fun-
damentalmente, los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia que 
establecía la Constitución de 1961, y que le daba poder discrecional al 
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Congreso y sus mayorías partidistas para ello, puede decirse que fue 
generalizada en el país. La queja se refería a la falta de participación de 
la sociedad civil y al monopolio que ejercían los partidos políticos re-
presentados en el Congreso, en dichas designaciones. Por ello, en la 
Asamblea Nacional Constituyente se impuso en esta materia el princi-
pio de la participación sobre el principio de la representatividad, y si 
bien se le atribuyó a la Asamblea Nacional la competencia para desig-
nar a los titulares de los órganos no electos popularmente del Poder 
Público, la reforma más importante que se introdujo consistió en quitar-
le a la Asamblea la potestad discrecional para hacer tales nombramientos. 

En concreto, la Constitución reguló una forma precisa de participa-
ción activa de la sociedad, consistente en atribuirle a unos Comités de 
Postulaciones la potestad exclusiva de hacer las postulaciones de candi-
datos ante la Asamblea Nacional, por lo que no se podrían formular 
postulaciones directamente ante la Asamblea Nacional ni la Asamblea 
podría designar otras personas distintas a las postuladas por los Comi-
tés de Postulaciones. Esos Comités son órganos intermedios, algunos 
permanentes, que obligatoriamente deben estar integrados por repre-
sentantes de los diferentes sectores de la sociedad. Son diferentes a la Asam-
blea Nacional y sus Comisiones y, en consecuencia, los representantes 
populares (diputados) no podrían formar parte de los mismos. 

En efecto, en cuanto a la designación de los magistrados del Tri-
bunal Supremo de Justicia, el artículo 264 de la Constitución dispone 
que las postulaciones de candidatos sólo se puede hacer ante un Comi-
té de Postulaciones Judiciales, por iniciativa propia o por organizacio-
nes vinculadas a la actividad jurídica. 

El Comité de Postulaciones Judiciales, conforme al artículo 270 de 
la Constitución, es un órgano asesor del Poder Judicial para la selec-
ción de los candidatos a magistrados del Tribunal Supremo de Justicia, 
por lo que se trata de un órgano permanente que, además, debe aseso-
rar a los Colegios Electorales Judiciales para la elección de los jueces de 
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la jurisdicción disciplinaria. Este Comité de Postulaciones Judiciales 
debe estar integrado “por representantes de los diferentes sectores de 
la sociedad, de conformidad con lo que establezca la Ley” (art. 270) 

Ahora bien, el procedimiento constitucional previsto para la de-
signación de los magistrados del Tribunal Supremo, que debía ser re-
gulado en la Ley79, es el siguiente: El Comité, recibidas las postulacio-
nes y “oída la opinión de la comunidad, efectuará una preselección pa-
ra su presentación al Poder Ciudadano”. Este órgano, integrado por el 
Fiscal General de la República, el Defensor del Pueblo y el Contralor 
General de la República (art. 273) debe efectuar “una segunda prese-
lección que será presentada a la Asamblea Nacional, la cual hará la se-
lección definitiva” (art. 264). 

Ahora bien, la Asamblea Nacional Constituyente, al dictar el De-
creto antes mencionado, sobre el Régimen Transitorio el Poder Público 
el 22 de diciembre de 1999 había designado los Magistrados del Tribu-
nal Supremo sin apegarse a lo que venía de establecer la Constitución 
aprobada popularmente, e indicó que serían “de carácter provisorio” 
hasta tanto la Asamblea Nacional realizase las designaciones o ratifica-
ciones definitivas de conformidad con la Constitución (art. 20). Por tanto, 
la Asamblea Nacional electa en agosto de 2000 tenía el mandato Cons-
titucional (tanto en virtud del texto expreso de la Constitución, como 
en virtud del Régimen Transitorio del 22 de diciembre de 1999 al cual 
el Tribunal Supremo reconocía rango constitucional) de designar a los 
magistrados en forma definitiva de conformidad con la Constitución y 
apegándose a su normativa.   

En cuanto a la designación de los órganos del Poder Ciudadano, la 
postulación de candidatos también debía hacerse ante un Comité de 

                                         

79  A partir de mayo de 2002 ha quedado regulado en la Ley Orgánica del Tribunal Su-
premo de Justicia, Gaceta Oficial Nº 37942 de 20-05-2004. Véase Allan R. Brewer-
Carías, Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia. Procesos y procedimientos constitu-
cionales y contencioso administrativos, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2004. 
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Evaluación de Postulaciones regulado en el artículo 279 de la Constitu-
ción, que debía ser convocado por el Consejo Moral Republicano (inte-
grado por el Fiscal General de la República, el Defensor del Pueblo y el 
Contralor General de la República). Este Comité “estará integrado por 
representantes de diversos sectores de la sociedad” y debe adelantar 
“un proceso público de cuyo resultado se obtendrá una terna para cada 
órgano del Poder Ciudadano”. Estas ternas son las que deben ser so-
metidas a la consideración de la Asamblea Nacional, la cual, mediante 
el voto favorable de las dos terceras partes de sus integrantes, escogerá 
en un lapso no mayor de 30 días continuos al titular del órgano del Po-
der Ciudadano que esté en consideración. Si concluye ese lapso sin 
acuerdo en la Asamblea Nacional, el Poder Electoral debe entonces 
someter la terna a consulta popular. Sólo en caso de no haber sido con-
vocado el Comité de Evaluación de Postulaciones del Poder Ciudada-
no, la Asamblea Nacional podría proceder, dentro del plazo que de-
termine la ley, a la designación del titular del órgano del Poder Ciuda-
dano correspondiente (art. 279). 

En el Régimen Transitorio del Poder Público establecido por la 
Asamblea Nacional Constituyente el 22 de diciembre de 1999, se dis-
puso que a los fines de la designación por la Asamblea Nacional electa 
en 2000, del Defensor del Pueblo, del Fiscal General de la República y 
del Contralor General de la República “de conformidad con la Consti-
tución”, la Asamblea Nacional Constituyente debía designar a los inte-
grantes del primer Comité de Evaluaciones y Postulaciones del Poder 
Ciudadano, lo que en definitiva nunca hizo. 

En cuanto a los miembros del Consejo Nacional Electoral, éste 
también debe estar integrado conforme a la Constitución por personas 
no vinculadas a organizaciones con fines políticos; tres de ellos deben 
ser postulados por la sociedad civil, uno, por las facultades de ciencias 
jurídicas y políticas de las Universidades Nacionales y uno por el Po-
der Ciudadano (art. 296). Las postulaciones de candidatos a integrar el 
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Consejo Nacional Electoral, deben realizarse ante el Comité de Postula-
ciones Electorales, el cual debe estar integrado “por representantes de 
los diferentes sectores de la sociedad, de conformidad con lo que esta-
blezca la ley” (art. 295)80. Esos integrantes del Consejo Nacional Electo-
ral, de acuerdo a las postulaciones que formule el Comité, deben ser 
designados por la Asamblea Nacional con el voto de las dos terceras 
partes de sus integrantes (art. 296). 

El resultado de estas regulaciones es que de acuerdo con la Consti-
tución no se pueden formular postulaciones a los mencionados cargos 
directamente ante la Asamblea Nacional, sino ante los Comités, y la 
Asamblea Nacional no podría designar para los cargos a personas que 
no estén en las listas de postulados que elaboren los Comités de Postu-
laciones. Se trata, en definitiva, en una Constitución que en más de cin-
cuenta artículos habla de participación, del único mecanismo directamen-
te regulado en la Constitución que asegura la participación de los “diver-
sos sectores de la sociedad” en la gestión de asuntos públicos. No se 
trata de un mecanismo de consulta y mucho menos a través de mesa 
de diálogos, sino de participación activa. 

Por supuesto, la forma de integración de los Comités de Postula-
ciones era esencial para que se aplicara la Constitución, por lo que la 
Asamblea Nacional estaba obligada a llenar el vacío legal, mediante una 
legislación que regulase los Comités de Postulaciones. Resultaba in-
admisible que la Asamblea Nacional pretendiera legislar, para no legis-
lar, como sucedió con la Ley Especial para la Ratificación o Designa-
ción de los Funcionarios y Funcionarias del Poder Ciudadano y Magis-
trados y Magistradas del Tribunal Supremo de Justicia para el primer 

                                         

80  En la Ley Orgánica del Poder Electoral también se violó esta disposición al regularse 
el Comité de Postulaciones Electorales. Gaceta Oficial Nº 37573 de 19-11-2002. Véase 
los comentarios en Allan R. Brewer-Carías, La Sala Constitucional vs. El Estado demo-
crático de derecho. El secuestro del Poder Electoral y de la Sala Electoral del Tribunal Supre-
mo y la confiscación del derecho a la participación política, Ediciones El Nacional, Caracas, 
2004, pp. 26. 
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período constitucional de 14 de noviembre de 200081, que violó tanto 
los artículos 264, 270 y 279 de la Constitución, como los artículos 20 y 
33 del Decreto de la Asamblea Nacional Constituyente sobre Régimen 
de Transición del Poder Público cuyo rango constitucional había sido 
reconocido por el Tribunal Supremo. Estas normas exigían que la 
Asamblea Nacional, una vez electa, debía realizar las designaciones 
definitivas del los altos funcionarios “de conformidad con la Constitu-
ción”. 

La referida Ley Especial para la designación de los altos funciona-
rios públicos del Poder Judicial y del Poder Ciudadano, violó la Consti-
tución al no organizar los Comités de Postulaciones que ésta exigía y 
en la forma cómo ésta lo exigía, integrados por representantes de los 
diversos sectores de la sociedad, y en cambio, sustituirlos por una “Co-
misión Parlamentaria” ampliada. 

En efecto, la Ley Especial dispuso que la Asamblea Nacional para 
hacer las designaciones de los mencionados funcionarios públicos, en-
tre ellos de los Magistrados del Tribunal Supremo, debía designar una 
“Comisión integrada por 15 diputados o diputadas, que actuará como 
Comisión de Evaluación de Postulaciones” (art. 3); la cual, una vez ins-
talados sus miembros, debían seleccionar, “a través de mecanismos de 
consulta, una lista de 12 representantes de los diversos sectores de la 
sociedad, que presentará ante la Asamblea Nacional para que ésta pro-
ceda a designar, por mayoría absoluta, 6 representantes, quienes inte-
grarán la Comisión y actuarán como miembros de la misma, con dere-
cho a voz y voto” (art. 4). 

Se dispuso, además, que “para hacer efectivos los principios de 
publicidad y participación de la ciudadanía”, la Comisión debía im-
plementar “dichos mecanismos a través de consultas y participación de 
las comunidades”, para lo cual debía instrumentar “mesas de diálogo 

                                         

81  Gaceta Oficial Nº 37.077 de 14-11-2000.  
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donde estén representados los diversos sectores de la sociedad y con 
las cuales se consultarán y evaluarán las postulaciones recibidas” (art. 
5). Esos representantes debían ser designados por la Comisión de listas 
que presentaran “las diversas organizaciones de la ciudadanía intere-
sadas en participar en el proceso” (art. 6). 

Las postulaciones recibidas para la designación de los integrantes 
de los Poderes Públicos Nacionales regulados en la ley debían ser obje-
to de consulta pública a los efectos de que se presentasen ante el Comi-
té los respaldos u objeciones fundadas (art. 7). 

Como resultado del proceso, la Comisión debía elaborar una lista 
de postulados para ser sometida a la consideración de la Asamblea Na-
cional, para la designación definitiva (art.9). 

Basta leer dicha Ley Especial para evidenciar su inconstitucionali-
dad. Fue una burla a la Constitución y constituyó la confiscación del 
derecho a la participación política garantizado en forma expresa en el 
Texto Constitucional. Tanto que se ha hablado de participación y de 
democracia participativa, como supuestamente sustitutiva de demo-
cracia representativa, y cuando correspondía hacerla realidad, por 
primera vez, cumpliendo la Constitución, como implicaba un límite al 
poder hegemónico, se ignoró. 

Como consecuencia de ello, mediante sendos Acuerdos82 la Asam-
blea Nacional designó al Fiscal General de la República, al Defensor 
del Pueblo, al Contralor General de la República y a los Magistrados 
del Tribunal Supremo de Justicia, sin ajustarse a lo que disponían los 
artículos 264, 270 y 279 de la Constitución. 

La Asamblea Nacional, así, se había burlado de la Constitución, lo 
que incluso había llevado a la Defensora del Pueblo, antes de ser susti-

                                         

82  Publicados en Gaceta Oficial Nº 37.105 de 22-12-00. 
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tuida, a intentar una acción de nulidad por inconstitucionalidad contra 
la Ley Especial ante la Sala Constitucional del Tribunal Supremo. 

La Asamblea Nacional, para proceder a designar a los menciona-
dos altos funcionarios del Estado, por supuesto que tenía que dictar las 
respectivas leyes orgánicas que exigía la Constitución y llenar el vacío 
legal existente. Sin embargo, fue la propia Asamblea la que renunció a 
legislar lo que debía y, en su lugar, por su omisión o carencia legislati-
va, “prorrogó” el régimen transitorio dictando, en lugar de las leyes 
orgánicas respectivas, la Ley Especial mencionada que violaba la Cons-
titución. 

Lo grave de esta situación fue que el Tribunal Supremo de Justicia 
legitimó esta omisión del legislador y justificó la violación de la Consti-
tución, actuando de nuevo como juez en su propia causa.  

En efecto, en la sentencia de la Sala Constitucional No. 1562 de 12 
de diciembre de 2000, dictado días antes de la designación por la 
Asamblea Nacional de los referidos altos funcionarios del Estado, con 
ocasión de resolver la pretensión de amparo acumulada al recurso de 
nulidad por inconstitucionalidad de la Ley Especial que había intenta-
do la Defensora del Pueblo83 (y que nunca fue decidido), la Sala Consti-
tucional señaló que una segunda etapa del sistema constitucional deri-
vado del proceso constituyente: 

Surge a partir de la promulgación de la Constitución de la República Boliva-
riana de Venezuela, la cual crea una serie de instituciones no previstas en las 
Cartas Fundamentales anteriores, pero cuyas pautas de funcionamiento no 
fueron consagradas en el texto constitucional, quedando sujetas a una regulación 
posterior mediante leyes que dictare la Asamblea Nacional. 

De ello resulta, por tanto, que era indispensable que la Asamblea 
Nacional dictase tales Leyes Orgánicas para que las nuevas institucio-

                                         

83  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 84, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
2000, pp. 108 y ss. Véase la referencia en El Universal, Caracas 13-12-00, p. 1-2. 
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nes pudieran entrar definitivamente en funcionamiento. Por ello, la 
afirmación que de seguidas hizo la misma Sala Constitucional: 

La normalización total de las instituciones nuevas como el Poder Ciudadano 
y el Tribunal Supremo de Justicia requieren de Leyes Orgánicas que desarro-
llen el texto constitucional, y mientras ellas no se dicten, las mismas se rigen 
por dos cuerpos legales coexistentes e integrativos: Decreto sobre el Régimen 
de Transición de Poder Público y la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela, en lo que se complementan. 

Por ello, en fallo de esta Sala, de fecha 30 de junio de 2000 (caso Defensoría del 
Pueblo), la Sala enfatizó que cuando las Leyes Orgánicas respectivas se dicta-
ren, cesaría definitivamente el régimen provisorio que gobierna a las institu-
ciones, actualmente carentes de dichas Leyes especiales, pero mientras tanto, 
conformaban un solo bloque constitucional el Régimen Transitorio del Poder 
Público y la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, tal como 
lo ha apuntado esta Sala en fallos de fecha 14 de marzo y 28 de marzo de 
2000. 

De manera que el Régimen Transitorio estaría vigente hasta que la 
Asamblea Nacional dictase las referidas leyes orgánicas, por lo que 
conforme a la doctrina de la Sala, mientras esas leyes orgánicas no se 
dictasen, el régimen transitorio y provisorio continuaría indefinida-
mente. Pero en lugar de exhortar a la Asamblea Nacional a dictar di-
chas leyes, la Sala lo que hizo fue “legitimar” el inconstitucional conte-
nido de la Ley Especial mencionada que no contenía las regulaciones 
que debían contener las leyes orgánicas indicadas, aceptando así, la 
burla a la Constitución84. No debe dejarse de mencionar que en la “Ex-
posición de Motivos” que acompañó el Proyecto de Ley Especial, se 
afirmó como motivación la “falta de disposiciones expresas que regu-
len la designación de los integrantes del Poder Ciudadano y de los ma-
gistrados del Tribunal Supremo de Justicia” (que sólo la Asamblea Na-
cional podía dictar), constatando que “aun no existen los órganos que 

                                         

84  El Director General de la Defensoría del Pueblo, Juan Navarrete, calificó la decisión 
del Tribunal Supremo de Justicia como un abuso de poder. Véase El Universal, Caracas 
14-12-00, p. 1-2. 
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han de intervenir en tal designación” (que sólo la Asamblea Nacional 
podía regular), por lo cual se señalaba que “la Asamblea Nacional debe 
cubrir el vacío legal”.  

No se percató la Asamblea Nacional que el vacío legal debía cu-
brirlo ella misma, no mediante la Ley Especial que violaba la Constitu-
ción, sino mediante la sanción, precisamente, de las leyes orgánicas que 
exigía la Constitución con las cuales se pondría final al régimen provi-
sorio y transitorio. Al renunciar a su obligación, la Asamblea Nacional 
“prorrogó” dicho régimen, el cual quedó vigente a su antojo, y el Tri-
bunal Supremo así lo avaló, renunciando a su obligación de “asegurar 
la integridad de la Constitución” (art. 334) y garantizar su “supremacía 
y efectividad” (art. 335). 

B. La burla a la Constitución en cuanto a la inaplicabilidad de las 
condiciones constitucionales de elegibilidad de los Magistrados 
del Tribunal Supremo para los nombrados en el primer período 
constitucional 

La burla sistemática de la Constitución de 1999 puede decirse que 
llegó a su clímax cuando la Sala Constitucional del Tribunal Supremo 
de Justicia decidió que las condiciones para ser magistrado del Tribu-
nal Supremo que regula con precisión el artículo 263 de la Constitu-
ción, no resultaban aplicables a los propios Magistrados decisores que 
ocupaban posiciones en el Tribunal Supremo y aspiraban a ser ratifica-
dos por la Asamblea Nacional. De ello resultaba que la Constitución, 
como norma suprema, era obligatoria para todas las personas e institu-
ciones del país (art. 7), menos para los magistrados del Tribunal Su-
premo de Justicia a quienes precisamente correspondía garantizar la 
supremacía y efectividad de sus normas (art. 335) y asegurar su inte-
gridad (art. 334).  

En efecto, con motivo de la antes mencionada acción de nulidad 
por inconstitucionalidad que la Defensora del Pueblo había ejercido 
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contra la “Ley Especial para la Ratificación o Designación de los Fun-
cionarios o Funcionarias del Poder Ciudadano y Magistrados y Magis-
tradas del Tribunal Supremo de Justicia para el Primer Período Consti-
tucional”, al momento de pronunciarse sobre la admisibilidad de la 
pretensión de amparo formulada conjuntamente con la acción de in-
constitucionalidad por la Defensora del Pueblo, la Sala Constitucional, 
en la antes mencionada sentencia No. 1562 de 12 de diciembre de 
200085, luego de reiterar la vigencia de dos regímenes constitucionales: 
el establecido en la Constitución de 1999 y el establecido en el Régimen 
de Transición del Poder Público contenido en el Decreto de la Asam-
blea Nacional Constituyente de 22 de diciembre de 1999, resolvió soli-
citar a la Defensora del Pueblo que “aclarase” su solicitud de amparo. 
Sin embargo, hizo una serie de consideraciones mediante las cuales 
“decidió” que la Constitución de 1999 no se aplicaba a los Magistrados 
del Tribunal Supremo de Justicia que estaban firmando la sentencia. 

En efecto, en esa decisión, la Sala comenzó constatando lo siguien-
te sobre la designación definitiva de los Magistrados del Tribunal Su-
premo: 

El Régimen de Transición del Poder Público, emanado de la Asamblea Na-
cional Constituyente y publicado en la Gaceta Oficial de la República Boliva-
riana de Venezuela de fecha 28 de marzo de 2000 (Nº 36.920), previó en su ar-
tículo 21 que la Asamblea Nacional realizará las designaciones o ratificacio-
nes definitivas de conformidad con la Constitución, de los Magistrados del 
Tribunal Supremo de Justicia y de sus suplentes, ya que los Magistrados 
nombrados en los artículos 19 y 20 del Régimen de Transición del Poder Pú-
blico, ejercerían sus cargos en forma provisoria. 

Es decir, la Sala admitió que el Régimen de Transición del Poder 
Público exigía que se cumpliera la Constitución en el proceso de “de-
signación o ratificación definitiva” de los Magistrados del Tribunal Su-

                                         

85  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 84, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2000, pp. 108 y ss. 



 75 

premo. Sin embargo, para desligarse de la Constitución en cuanto al 
cumplimiento de las condiciones de elegibilidad previstas en el artícu-
lo 263 respecto de los Magistrado en funciones que habían sido desig-
nados provisionalmente el 22 de diciembre de 1999, que estaban deci-
diendo y que aspiraban ser “ratificados”, la Sala “inventó” el argumen-
to de que la figura jurídica de la “ratificación” no estaba prevista en la 
Constitución, por lo que el artículo 263 de la misma supuestamente só-
lo se aplicaba cuando los Magistrados fueran a “designarse ex novo”, 
pero no cuando fueran ratificados. El siguiente fue el razonamiento de 
la Sala: 

La figura de la ratificación no está prevista en la Constitución vigente, sino en 
el Régimen de Transición del Poder Público, y ella fue tomada en cuenta sólo 
con relación a los Magistrados del Tribunal Supremo de Justicia, mas no con 
respecto a los miembros del Poder Ciudadano, ya que los artículos 35, 36, 37 y 
38 del Régimen de Transición del Poder Público no contemplaron la ratifica-
ción de quienes ejercían provisionalmente los cargos del Poder Ciudadano. 

Resultado de la aplicación necesaria del Régimen de Transición del Poder 
Público, el cual -como lo apunta esta Sala- es de rango constitucional, es que 
solo con respecto a los Magistrados del Tribunal Supremo de Justicia ha de 
utilizarse la figura de la ratificación, la cual carece de previsión en la Consti-
tución, por lo que la frase del artículo 21 del Régimen de Transición del Poder Pú-
blico, según la cual las ratificaciones definitivas se harán de conformidad con la 
Constitución, carece de aplicación, ya que como antes apuntó la Sala, la vigente 
Constitución no previó normas sobre ratificación de Magistrados del Tribunal 
Supremo de Justicia86. 

En esta forma, de un plumazo, la Sala Constitucional que era y es 
la primera institución obligada a garantizar la supremacía y efectivi-
dad de las normas y principios constitucionales (art. 336), resolvió que 
la Constitución no era aplicable precisamente a los Magistrados del 
Tribunal Supremo y de la Sala que eran los mismos que estaban deci-

                                         

86  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 84, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2000, p. 109 
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diendo. Se estaba haciendo justicia, por las propias manos de los que se 
beneficiaban de la decisión87. 

El resultado de declarar la inaplicabilidad de la Constitución para 
la “ratificación” de los magistrados, llevó a los Magistrados de la Sala, 
entonces a “legislar” y autodefinirse un “régimen especial” relativo a 
las condiciones de elegibilidad de ellos mismos, aplicables a ellos mis-
mos, además, alegando el principio de no discriminación. ¿Qué mayor 
discriminación, en realidad, que la contraria, es decir, definir para ellos 
mismos y sólo para ellos un régimen especial de condiciones para ser 
designados? La Sala, en efecto, dijo lo siguiente: 

En consecuencia, el régimen de ratificación debe ser especial, orientado hacia 
cual ha sido el rendimiento de los Magistrados a ratificarse y la calidad de sus 
ponencias, ya que son éstos los parámetros que permiten conocer la calidad 
de quienes como Magistrados ya han impartido justicia desde la más alta 
Magistratura, y por tanto se han hecho o no dignos de ratificación. 

Exigírsele a dichos Magistrados, además, otros requisitos que ni la Constitu-
ción (que no previó la figura), ni ninguna otra ley contempla, es crear una 
discriminación en contra de los ratificables, en relación con quienes no han 
sido Magistrados, que aspiran integrar las Salas del Tribunal Supremo de Jus-
ticia88. 

Y luego, la Sala pasó a examinar cada una de las condiciones de 
elegibilidad exigidas en el artículo 263 para ser magistrado del Tribu-
nal Supremo, así: 

Conforme al artículo 263 de la vigente Constitución, aplicable a los aspirantes a 
la más alta Magistratura, para pertenecer a ella se requiere: 
1. Tener la nacionalidad venezolana por nacimiento. 
2. Ser ciudadano o ciudadana de reconocida honorabilidad 
3. En forma alternativa y no acumulativa: 

                                         

87  Por eso la Defensora del Pueblo anunciaba que solicitaría la inhibición de los Magis-
trados de la Sala Constitucional. Véase El Universal, Caracas 16-12-00, p. 1-4. 

88  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 84, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2000, p. 108 
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3.1) Ser jurista de reconocida competencia, gozar de buena reputación, 
haber ejercido la abogacía durante un mínimo de quince años y tener 
título de postgrado en materia jurídica. 

Se trata de un conjunto de requisitos que deben concurrir, pero que para no 
violar derechos adquiridos, también de naturaleza constitucional, hay que ana-
lizar si para la fecha de graduación del abogado, existía o no organizado en el 
país un sistema de postgrado a que pudiera acceder89. 

Es de observar, sobre este tema, que aquí la Sala también cambió 
la Constitución, pues los postgrados universitarios no sólo se realizan 
inmediatamente seguidos a la fecha de graduación del interesado al 
terminar el pregrado. Es decir, la exigencia constitucional del postgra-
do es independiente de la fecha de graduación de la persona. 

La Sala continuó analizando las condiciones, distorsionando la ca-
tegoría legal de lo que es “profesor titular” conforme a la Ley de Uni-
versidades, así: 

3.2) Haber sido profesor o profesora universitario en ciencias jurídicas du-
rante un mínimo de quince años, y tener la categoría de profesor titular. 

La categoría de profesor titular no podría entenderse en el sentido de un gra-
do dentro de la jerarquía de una carrera, ya que la norma para nada se refiere 
a la carrera universitaria, y a la necesidad de ser profesor a tiempo completo 
dentro de ella, que es la que permite acceder a los grados superiores; y ade-
más, quien ingresa a una universidad como instructor difícilmente puede lle-
gar a la más alta jerarquía en un lapso de quince años. De allí que la categoría 
de titular tiene que ser entendida como la condición de una persona respecto 
de las demás. 
El autor Manuel Ossorio, en su Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y 
Sociales, al referirse a esta acepción menciona que “en este último sentido 
habría categorías de abogados, médico, pintores, militares, albañiles. Es lo 
que CABANELLAS ha llamado la “categoría profesional” o “estatuto personal”, 
con lo cual no estaríamos en presencia de jerarquías dentro de una profesión 
sino de la condición o estatuto de una profesión, “respecto de las demás”, en 
este caso hablaríamos de la categoría de profesor universitario por oposición 
a la categoría de médico o militar. 

                                         

89  Idem, p. 108 
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Por otra parte, la condición de titular tampoco denota exclusivamente un 
grado jerárquico. En efecto, el Diccionario de la Real Academia dice que titu-
lar es el que “ejerce cargo, oficio o profesión con cometido especial y propio”, 
y agrega, a título de ejemplo, “juez, médico, profesor universitario TITU-
LAR”.  
A este respecto OSSORIO aclara que el titular es “aquel que ejerce un cargo u 
oficio por derecho propio o nombramiento definitivo; a diferencia de substitu-
tos, reemplazantes o interinos. (Diccionario de Derecho Usual de CABANELLAS)” 
(Subrayado de la Sala). 
En virtud de lo expuesto, considera la Sala que este requisito para los profe-
sores universitarios se interpreta como la exigencia de que el docente univer-
sitario tenga una antigüedad mínima de quince años como profesor y se trate 
de un profesor titular, es decir, ordinario activo o jubilado”90. 

Debe observarse, que en la Ley de Universidades vigente para el 
momento de la sanción de la Constitución, y esa fue la intención del 
constituyente, se define la categoría de “profesores titulares” como 
miembros ordinarios del personal docente (art. 87), a la cual se accede 
después de ascender sucesivamente desde profesor instructor, profesor 
asistente, profesor agregado y profesor asociado, de manera que para 
ser profesor titular “se requiere haber sido profesor asociado, por lo 
menos durante cinco años”. (art. 97). Es contrario a la Ley identificar, 
entonces, “profesor titular” con “profesor ordinario” como lo hizo la 
Sala. ¿Cómo pudo la Sala, simplemente, ignorar la Ley? Para resolver 
la duda no se necesitaba citar a Ossorio ni a Cabanellas; bastaba con 
que se consultara la Ley de Universidades.  

Por tanto, “profesor titular” es lo que está definido en la Ley y es 
falso que para poder ascender en el escalafón universitario se necesite 
ser profesor a tiempo completo. Además, también es falso que “sea 
muy difícil” ascender desde instructor a titular en un lapso de 15 años. 
La decisión de la Sala, en realidad, lo que constituyó fue la entroniza-
ción de la mediocridad y el abandono de la excelencia universitaria que 
es lo que la Constitución exigía expresamente para los magistrados. 

                                         

90  Idem, pp. 109-110 



 79 

Pero el análisis de la Sala continuó con el otro requisito de elegibi-
lidad, así: 

3.3) Ser o haber sido juez o jueza superior en la especialidad correspondiente 
a la Sala para la cual se postula, con un mínimo de quince años en el ejercicio 
de la carrera judicial, y reconocido prestigio en el desempeño de sus funcio-
nes. 

Al respecto, la Sala acotó: 

Es necesario que el aspirante tenga como mínimo quince años en el ejercicio 
de la carrera judicial. Dentro de este lapso deben computarse no sólo los años 
como juez de instancia sino, eventualmente, como Magistrado de la antigua 
Corte Suprema de Justicia o del actual Tribunal. En efecto, según el artículo 2° 
del “Régimen de Transición del Poder Público”, los actuales Magistrados pueden 
ser ratificados de forma definitiva por la Asamblea Nacional. 

El requisito de haberse desempeñado como Juez Superior, es una exigencia 
mínima. Obviamente, si se han desempeñado como Magistrados de la anti-
gua Corte o del Tribunal Supremo de Justicia, con mayor razón (por argu-
mento a fortiori), el aspirante a ser designado o ratificado cumpliría con este 
requisito constitucional. 

La “especialidad correspondiente a la Sala”, a la que alude este numeral, debe 
ser interpretada de una manera amplia, al menos en lo que concierne a la Sala 
Constitucional y a la Sala Social. 

La primera, porque las atribuciones y competencias de esta Sala, en materia 
de protección a la Constitución abarca varios ámbitos, que exceden la especia-
lidad académica del Derecho Constitucional; y la segunda, porque las mate-
rias de que debe conocer la Sala Social exceden también del campo laboral 
strictu sensu, que es su competencia por excelencia, por lo cual, lo ideal es que 
sea integrada por especialistas en las distintas materias que la Constitución y 
la Ley le puedan asignar (Familia, menores, etc.). 

De nuevo, en este razonamiento la Sala interpretó la exigencia 
constitucional de haber sido “juez superior” como quiso, a la medida 
de los Magistrados decisores. 

Poco se puede agregar en cuanto a comentarios a esta conducta 
del Tribunal Supremo de Justicia, integrado por Magistrados designa-
dos por el nuevo poder político, a dedo el 22 de diciembre de 1999, que 
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con la mayor desfachatez, en un auto judicial que lo que decidía era 
exigirle a la accionante, la Defensora del Pueblo, que aclarase el texto 
de su demanda, aprovecharon para “decidir” que la Constitución no le 
era aplicable a los magistrados integrantes del Tribunal que aspiraban 
a ser designados, con el argumento de que de lo que se trataba era que 
iban a ser “ratificados” y ¡ello no estaba regulado en la Constitución!. 
En todo caso, la decisión de fondo de la acción intentada nunca se 
adoptó posteriormente. 

III.  LA INTERVENCIÓN “JUDICIAL” DEL PODER JUDICIAL Y LA 
LESION A LA AUTONOMÍA E INDEPENDENCIA  

1.  La paralización de la jurisdicción contencioso-administrativa por el 
Tribunal Supremo de Justicia 

La Constitución de 1999, siguiendo la orientación del artículo 206 
de la Constitución de 1961, en su artículo 259 reguló la jurisdicción 
contencioso administrativa, disponiendo que corresponde al Tribunal 
Supremo de Justicia en Sala Político-Administrativa, y a los demás tri-
bunales que determine la ley.  

La Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia de 1976 había 
creado a la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo y a los 
Tribunales Superiores con competencia contencioso-administrativo, 
que habían venido funcionando con toda eficiencia durante los últimos 
25 años, generando una jurisprudencia importantísima en materia de 
derecho administrativo.  

Ahora bien, el 17 de julio de 2003, la Federación Médica Venezola-
na acudió por ante la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, 
a fin de ejercer un recurso contencioso administrativo de nulidad, con-
juntamente con acción de amparo constitucional, contra el acto admi-
nistrativo emanado del Colegio de Médicos del Distrito Metropolitano 
de Caracas, mediante el cual estipuló su cooperación con el Municipio 
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Libertador del Distrito Capital, estableciendo los procedimientos de 
selección y control de los médicos -venezolanos o extranjeros- que serí-
an contratados por el Municipio en el marco del plan de atención pri-
maria a la salud denominado “Barrio Adentro”91.  

El 21 de agosto de 2003, la Corte Primera de lo Contencioso Ad-
ministrativo acordó la medida cautelar de amparo constitucional solici-
tada, por considerar que existían en autos elementos de juicio suficien-
tes para presumir que el acto impugnado violaba el derecho a la igualdad 
ante la ley, ordenando la suspensión de los efectos de diversas cláusulas 
del Acta Convenio, e instruyendo al Colegio de Médicos del Distrito 
Metropolitano de Caracas que sustituyera a los médicos extranjeros 
(cubanos), por aquellos médicos venezolanos o extranjeros que cum-
plieran con los requisitos establecidos en la Ley del Ejercicio de la Me-
dicina y, que manifiesten su interés en ser contratados para el Progra-
ma “Plan Barrio Adentro”.  

Dicha sentencia, sin embargo, no pudo ser ejecutada. El Ministerio 
de Salud y Desarrollo Social y la Alcaldía del Municipio Libertador la 
rechazaron e ignoraron; y el propio Presidente de la República señaló 
que no se ejecutaría92. Las entidades estatales referidas, además, el 5 de 
septiembre de 2003, acudieron por ante la Sala Constitucional del Tri-
bunal Supremo de Justicia ejerciendo una “acción de protección consti-
tucional” de los derechos colectivos e intereses difusos de la sociedad 
del Municipio Libertador del Distrito Capital, contra las supuestas ac-
tuaciones materiales de la Corte Primera de lo Contencioso Adminis-
trativo derivadas de la sentencia del 21 de agosto de 2003; solicitando 

                                         

91  Véase Claudia Nikken, “El caso “Barrio Adentro”: La Corte Primera de lo Conten-
cioso Administrativo ante la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia o 
el avocamiento como medio de amparo de derechos e intereses colectivos y difu-
sos,”en Revista de Derecho Público, No 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
2003, pp. 5 y ss. 

92  “Váyanse con su decisión no sé para donde, la cumplirán ustedes en su casa si quie-
ren…” Exposición en el programa radial Aló Presidente, Nº 161, 24-08-2004 
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además, que la Sala Constitucional se avocara al conocimiento de la 
causa.  

La Sala Constitucional dictó sentencia el día 25 de septiembre de 
2003, señalando que en virtud de que los solicitantes habían alegado 
que la pretensión incoada no correspondía “a la naturaleza de un re-
curso contencioso-administrativo sino a la de una acción de protección 
de derechos e intereses colectivos o difusos”, la Corte Primera de lo 
Contencioso-Administrativo no sería entonces competente para cono-
cer de dicha pretensión, por corresponderle a la Sala Constitucional, la 
cual decidió:  

En virtud de lo anterior y visto que la denuncia planteada implica la contra-
vención del carácter absoluto, indisponible e improrrogable de la competen-
cia por la materia, que de ser cierta, conllevaría a la nulidad de dicho proceso 
por haberse desarrollado ante un juez incompetente, esta Sala, a fin de asegu-
rar los postulados contenidos en los artículos 26 y 257 de la Constitución, juz-
ga necesario para determinar si es competente para conocer y decidir acerca 
del avocamiento requerido, solicitar a la Corte Primera de lo Contencioso-
Administrativo la remisión, en el estado en que se encuentre, del expediente 
nº 03-2852 de la nomenclatura de dicho órgano jurisdiccional, contentivo de 
los originales de las actas procesales relativas al recurso de nulidad ejercido 
conjuntamente con amparo cautelar y, subsidiariamente, con solicitud de 
suspensión de efectos, incoada por la Federación Médica Venezolana contra 
el Acta-Convenio suscrita el 22 de mayo de 2003, entre el Alcalde de Munici-
pio Libertador del Distrito Capital y el Colegio de Médicos del Distrito Me-
tropolitano de Caracas, así como de los cuadernos o las piezas donde cursen 
las medidas preventivas en ellas decretadas”. 

En esa forma, la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo 
había sido intervenida en el ejercicio de sus competencias, las cuales le 
fueron arbitrariamente arrebatadas por la Sala Constitucional, la cual 
sin embargo, no adoptó decisión adicional alguna en el asunto. Con 
ello, había quedado asegurada la inejecución de la sentencia de la Cor-
te Primera en el “Caso Barrio Adentro”. 

Luego vinieron las represalias políticas gubernamentales: a fines 
de septiembre de 2003, la Dirección de los Servicios de Inteligencia y 
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Prevención (DISIP) del Ministerio del Interior y de Justicia, allanó la 
sede de la Corte Primera después de haber arrestado a un chofer de la 
misma con un expediente judicial; y de que el Presidente de la Repú-
blica hubiera calificado de “bandido” al Presidente de dicha Corte93. 
Semanas después, la Comisión de Funcionamiento y Reestructuración 
del Poder Judicial decidiría la destitución de los Magistrados de la Cor-
té Primera, por supuestamente haber cometido un “error inexcusable” 
al dictar una sentencia en 200294. La decisión fue protestada por los 
gremios de abogados del país95 e incluso por la Comisión Internacional 
de Juristas96; pero la verdad es que la Corte Primera de lo Contencioso 
Administrativa quedó clausurada, a pesar del anuncio de que la Comi-
sión Judicial del Tribunal Supremo de Justicia supuestamente habría 
creado otra Corte Segunda de lo Contencioso-Administrativo97. 

En  todo caso, después de diez meses de clausura, en julio de 2004 
el Tribunal Supremo designó a los nuevos magistrados de la Corte 
Primera y Corte Segunda de lo Contencioso Administrativo98. Durante 
esos diez meses, simplemente no había habido justicia contencioso 
administrativa en Venezuela; situación que se había agravado con oca-
sión de la publicación de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Jus-
ticia en mayo de 2004, que había derogado todas las normas transito-
rias de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia de 1976, que 
regulaban precisamente las competencias de la Corte Primera de lo 

                                         

93  Exposición pública el 20-09-2004. 

94  Véase la información en El Nacional, Caracas 05-11-2004, p. A2. En esa misma página, 
el Presidente destituido de la Corte Primera señaló que: “La justicia venezolana vive 
un momento tenebroso, pues el tribunal que constituye un último resquicio de espe-
ranza ha sido clausurado”.  

95  Véase el comunicado de la Asociación Venezolana de Derecho Administrativo, en El 
Nacional, Caracas, 12-10-2003, A-5 

96  Véase en El Nacional, Caracas, 18-11-2004, p. A-6 

97  Véase en El Nacional, Caracas, 24-10-2003, p. A-2 

98  Véase en El Nacional, Caracas, 16-07-2004, p. A-6 
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Contencioso Administrativo y los Tribunales Superiores de lo Conten-
cioso Administrativo. Estos, sin duda, siguieron existiendo y funcio-
nando pero sin base legal sólida, por la omisión del legislador99. 

2.  El secuestro de la jurisdicción contencioso-electoral por la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia 

La Sala Constitucional, cuyos magistrados habían sido designados 
por la Asamblea Nacional en 2000 conforme a la antes mencionada 
“Ley Especial para la Ratificación o Designación de los Funcionarios o 
Funcionarias del Poder Ciudadano y Magistrados y Magistradas del 
Tribunal Supremo de Justicia para el Primer Período Constitucional”, 
en los años subsiguientes asumió el rol de agente del poder político, 
interviniendo en todo proceso judicial que pudiera afectarlo, como 
ocurrió en el caso Barrio Adentro, antes comentado, tramitado ante la 
Corte Primera de lo Contencioso Administrativo.  

Otro caso que merece la atención, fue el proceso de intervención y 
secuestro que la Sala Constitucional llevó a cabo respecto de otra juris-
dicción, en este caso, de la Jurisdicción Contencioso Electoral ejercida 
por la Sala Electoral del Tribunal Supremo, con motivo del ejercicio del 
derecho político ciudadano de revocarle el mandato al Presidente de la 
República en 2003-2004. 

En efecto, la Constitución de 1999 estableció expresamente la divi-
sión del Tribunal Supremo de Justicia en Salas, de manera que el mis-
mo funciona en Sala Plena y en Salas Constitucional, Político-
Administrativa, Electoral, de Casación Civil, Casación Penal y de Casa-
ción Social (art. 262). Ninguna Sala tiene preeminencia sobre las otras, 
como lo decidió en forma expresa la propia Sala Constitucional en sen-

                                         

99  Véase Allan R. Brewer-Carías, Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia. Procesos y 
procedimientos constitucionales y contencioso-administrativos, Véase en Revista de Derecho 
Público, Nº 84, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2000, p. 109, Caracas, 2004, pp. 
153 y ss. 
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tencia Nº 158 de 28 de marzo de 2000 (Caso: Impugnación del artículo 1 
de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia)100, ya que “todas las 
Salas conservan el mismo grado de jerarquía dentro de dicho órgano, 
atendiendo a las materias que le competen a cada una de ellas”, no 
existiendo en la Constitución ni en la Ley Orgánica Corte Suprema de 
Justicia “facultad alguna de dicha Sala (Constitucional) para controlar 
las decisiones del resto de las Salas que integran el Tribunal Supremo 
de Justicia”101, salvo por lo que respecta al recurso extraordinario de 
revisión de sentencias de amparo (Art. 366,10).  

Ahora bien, una de las innovaciones más destacadas de la Consti-
tución de 1999 en materia judicial, fue la creación de la Sala Electoral 
del Tribunal Supremo de Justicia (art. 262), como Jurisdicción Electoral, 
con competencia exclusiva en materia contencioso electoral (art. 297); 
como una rama aparte de la Jurisdicción Contencioso Administrati-
va102, especializada en conocer de la nulidad por inconstitucionalidad e 
ilegalidad de los actos administrativos emanados de los órganos del 
Poder Electoral. Ello implica que las decisiones del Consejo Nacional 
Electoral sólo pueden ser revisadas por razones de inconstitucionali-
dad e ilegalidad por la Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia 
y por más ninguna otra de sus Salas103. 

Sin embargo, con motivo del ejercicio del derecho político colecti-
vo de revocatoria del mandato del Presidente de la República en 2003-

                                         

100  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 81, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2000, pp. 109 y ss. 

101  Idem, p. 109. Véase igualmente la sentencia de la misma Sala Constitucional Nº 100 
de 15-03-2000, en Revista de Derecho Público, Nº 81, (enero-marzo), Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas, 2000, pp. 108 y ss. 

102  Hasta su creación por la Constitución, el control inconstitucionalidad de ilegalidad 
de los actos administrativos del Consejo Nacional Electoral correspondió a la Sala 
Político Administrativa de la antigua Corte Suprema de Justicia. 

103  Véase sentencia de la Sala Constitucional Nº 94 de 2 de diciembre de 2003 (Caso: 
Robert Osuna y otros). 
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2004, la Sala Constitucional pretendió secuestrar a la Sala Electoral, y 
en forma inconstitucional asumió sus competencias104.  

A. Los intentos de secuestro de la Sala Electoral del Tribunal Su-
premo por la Sala Constitucional del mismo Tribunal 

En efecto, con ocasión de la Resolución del Consejo Nacional Elec-
toral Nº 040302-131 del 2 de marzo de 2004, así como del “Instructivo 
sobre el tratamiento por el Comité Técnico Superior de las firmas de 
caligrafía similar o renglones de planillas llenadas por la misma perso-
na” de fecha 24 de febrero de 2004, mediante los cuales se colocado 
“bajo observación”, 876.017 firmas o solicitudes de revocatoria de 
mandato presidencial, de las 3.467.050 presentadas, sometiéndolas al 
denominado “procedimiento de reparo” por considerar que los datos 
de identificación habían sido escritos con “caligrafía similar”, evitando 
la posibilidad de su convocatoria; varios diputados a la Asamblea Na-
cional actuando además como representantes de varios partidos de 
oposición, con fecha 8 de marzo de 2004 intentaron un recurso de nuli-
dad por legalidad e inconstitucionalidad con pretensión de amparo 
cautelar contra la resolución impugnada. 

La Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia, contrariamente 
a lo que había sucedido en años anteriores, para marzo de 2004 puede 
decirse que no estaba controlada por el poder político gubernamental, 
como lo había estado en el pasado. Por ello, la acción del gobierno se 
dirigió, a través de sus dirigentes político partidistas, a recusar a los 
dos de los tres Magistrados de la Sala Electoral que consideraban podí-
an votar en contra de la posición oficialista105 y a su vez, la acción de la 
                                         

104  Véase lo expuesto en Allan R. Brewer-Carías, La Sala Constitucional vs. el Estado demo-
crático de derecho (El secuestro del Poder Electoral y de la sala Electoral del Tribunal Supre-
mo y la confiscación del derecho a la participación política), Ediciones El Nacional, Cara-
cas, 2004, pp.109 y ss.  

105  Véase las informaciones sobre las recusaciones interpuestas por Ismael García del 
Comando Ayacucho, de las fuerzas políticas del gobierno, y por William Dávila, Di-
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oposición, se dirigió a recusar el tercer Magistrado. Además, y en for-
ma totalmente incomprensible en el ámbito de la jurisdicción conten-
cioso electoral, el propio Consultor Jurídico del Consejo Nacional Elec-
toral, cuyos actos eran precisamente los impugnados ante la Sala, tam-
bién recusaría a los mismos Magistrados106. 

Por su parte, los representantes de los partidos de gobierno, tam-
bién acudieron por ante la Sala Constitucional del Tribunal Supremo 
solicitándole, que aún no teniendo competencia específica en la mate-
ria, se avocara al conocimiento de los recursos que habían sido intenta-
dos por ante la Sala Electoral, e impedir así, que ésta pudiera decidir 
dichos recursos107. Por su parte, un diputado de la oposición a su vez 
había recusado a dos Magistrados de esta Sala Constitucional en la so-
licitud de avocamiento de los juicios sobre el referendo revocatorio108. 

La Sala Constitucional, en fecha 11 de marzo de 2004, declararía 
inadmisible la recusación intentada contra sus Magistrados, por haber-
se formulado antes de que la solicitud de avocamiento fuera admiti-
da109; y, además, en una decisión que según anunciaba la prensa, se 

                              

putado del partido de gobierno contra los Magistrados Alberto Martini Urdaneta y 
Rafael Hernández Uzcátegui, en El Universal, Caracas, 04-03-2004, p. 1-5; El Nacional, 
Caracas, 04-03-2004, p. A-7; y El Nacional, Caracas, 05-03-2004, p. 1-4. 

106  Véase la referencia en Juan M. Raffalli, “Portazos en la cara”, en El Universal, Caracas 
14-03-2004. 

107  Véase la información, corroborada por el Magistrado Iván Rincón, Presidente de la 
Sala Constitucional, en el reportaje de Edgar López, en El Nacional, Caracas, 04-03-
2004, p. A-7; 1-5; y la información publicada en El Nacional, Caracas, 06-03-2004, p. 
A-2. 

108  La recusación fue presentada por el diputado Gerardo Blyde. Véase la referencia en 
Sentencia de la Sala Constitucional Nº 347 de 11-03-2004, Exp. 04-0475. 

109  Sentencia Nº 347 de 11-03-2004, Exp. 04-0475. La Sala Electoral, a su vez, también 
habría declarado inadmisible la recusación intentada contra sus Magistrados. Véase 
la información en El Universal, Caracas 12-03-2004. Dicha decisión, a su vez, fue obje-
to de un recurso de revisión por ante la Sala Constitucional, ante la cual los represen-
tantes de los sectores oficiales insistieron en recusar a los Magistrados de dicha Sala 
Electoral. Véase la información en Globovisión.com, Caracas 12-03-2004.  
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habría adoptado por tres de los cinco Magistrados de la Sala y sin el 
quórum necesario para constituirse (de cuatro magistrados) requerido 
en el artículo 54 de la entonces vigente Ley Orgánica de la Corte Su-
prema de Justicia, habría ordenado a la Sala Electoral que se inhibiera de 
tomar decisiones en los casos relacionados con el referendo revocatorio, hasta 
tanto la Sala Constitucional se pronunciara sobre si se avocaba o no a 
conocer de dichos asuntos110.  

En un “comunicado” público inusitado, el Presidente de la Sala 
Constitucional, días después, el 15 de marzo de 2004, “explicaría” sus 
argumentos sobre la “legalidad” de la forma como se habría tomado la 
decisión111, y sólo el 16 de marzo de 2004 se ordenaría publicar la deci-
sión adoptada por los tres Magistrados112.  

                                         

110  Véase la información en El Universal, Caracas 12-03-2004; y Globovisión.com, Caracas 
12-03-2004. Esta irregular situación la constataría posteriormente el Magistrado Ron-
dón Haaz de la Sala Constitucional en su Voto Salvado a la sentencia Nº 566 de la Sa-
la Constitucional de 12-04-2004 en la cual se avocaría al conocimiento de las causas 
que cursaban ante la Sala Electoral, señalando que el 11-03-2004 “tres Magistrados 
habrían llamado a otro para informarle que habían tomado una decisión (“se le ex-
plico -sic- y se le advirtió que quedaba aprobada con el voto de los tres magistra-
dos”)..”. 

111  En efecto en el “Comunicado” hecho público el 15-03-2004 “donde ratifica la validez 
de la decisión de la Sala Constitucional que impide a la Sala Electoral pronunciarse 
sobre el referéndum revocatorio”, el Presidente de la Sala Constitucional señaló que 
vista la diligencia que habían formulado los dos Magistrados quienes no participa-
ron en la decisión, que en una reunión convocada el 11-03-2004 aclarando dicho 
hecho, que “Presentes los cuatro magistrados Iván Rincón, José Manuel Delgado 
Ocando, Jesús Eduardo Cabrera (ponente) y Antonio García García se le explicó la 
grave situación que se estaba presentando en la Sala Electoral, el avocamiento que 
cursaba ante la Sala Constitucional y además el contenido de la ponencia del magis-
trado Jesús Eduardo Cabrera con la urgencia de la decisión que el caso ameritaba y 
se le explicó que el Poder Electoral había actuado con la potestad normativa que le 
delegó la Sala Constitucional y la que esta misma Sala dictó por excepción para el 
funcionamiento del Poder Electoral y que a fin de resolver sobre la procedencia o no 
del avocamiento se le estaba ordenando a la Sala Electoral paralizar cualquier acción 
de nulidad, amparo o cualquier otro recurso incoados contra los actos del Poder 
Electoral referidos a los procedimientos de referéndum revocatorio de cargos de 
elección popular e igualmente se le ordenaba abstenerse de decidir los mismos, para-
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Con esta decisión de impedir que la Sala Electoral pudiera dictar 
las decisiones en materias de su exclusiva competencia (contencioso-
electoral), se intentaba el secuestro institucional por parte de la Sala 
Constitucional, de otra Sala del Tribunal Supremo de Justicia de igual 
jerarquía en el orden judicial, lo que por supuesto no podría tener otra 
explicación que no fuera la de orden político.  

La figura del “avocamiento”, mediante el cual la Sala Constitucio-
nal del Tribunal Supremo podría asumir (se podría avocar) al conoci-
miento de una causa que curse ante un tribunal inferior, respecto de lo 
cual la Sala Constitucional, en su propia jurisprudencia se había “auto 
creado” su propia competencia113, en ningún caso podría proceder en 
relación con causas que se pudieran estar ventilando en otras Salas del 
propio Tribunal Supremo de Justicia conforme a sus propias compe-
tencias constitucionales, sino eventualmente ante tribunales inferiores 
en materias en las cuales la Sala Constitucional pudiera tener compe-
tencia114; y además, el solicitante del avocamiento al menos debía ser 

                              

lizarlos y remitirlos a la Sala Constitucional al igual que todas las acciones que inco-
asen en este sentido. Los magistrados Iván Rincón Urdaneta, Jesús Eduardo Cabrera 
y José Manuel Delgado Ocando manifestaron estar de acuerdo con la sentencia y se 
le advirtió al magistrado Antonio García García que quedaba aprobada; el cual exigió 
el texto escrito; se le entregó firmado ya por los tres magistrados que lo aprobaron y se retiró 
del despacho” (cursivas agregadas). No es difícil deducir de este “comunicado” có-
mo el Presidente de la Sala Constitucional lo que hizo en él fue confesar que la deci-
sión la tomaron tres Magistrados y así se la presentaron firmada al cuarto, el cual por 
tanto no pudo haber “participado” en la toma de la misma. Véase el texto en Globovi-
sión.com. Caracas 15-03-2004. 

112  En una “diligencia” que se estampó en el expediente por la propia Sala, se dejaría 
constancia que “en el día de hoy, 16 de marzo de 2004, siendo las 4:50 de la tarde, se 
recibió del despacho del Magistrado Antonio García García ... la sentencia aprobada 
en la sesión del 11 de marzo de 2004 a las 2:30 p.m. en el expediente Nº 04-0475, la 
cual fue devuelta sin la firma del mencionado Magistrado” por lo que entonces, la 
Sala lo remitía a la Secretaría para su publicación. 

113  La Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia de mayo de 2004, regularizó la 
competencia de todas las Salas de avocarse al conocimiento de causas. 

114  El profesor José Peña Solís, ex Magistrado de la Sala Electoral y quien había sido 
Presidente de la misma sobre esto recordó, en declaraciones dadas a María Lilibeth 
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parte en el proceso judicial respecto del cual se requería que la Sala 
asumiera el conocimiento. 

B. La decisión cautelar de la Sala Electoral y las reacciones del po-
der político contra su autonomía e independencia del Tribunal 
Supremo  

Pero la Sala Electoral del Tribunal Supremo, sin embargo, reaccio-
nó contra la pretensión de la Sala Constitucional como lo hace un ór-
gano judicial al servicio de la justicia, rebelándose ante el intento de 
secuestro. Fue la primera vez que una Sala del mismo Tribunal Supre-
mo pondría en duda el rol de la Sala Constitucional, la cual lejos de 
haber sido el pilar de la construcción del Estado de Derecho, en mu-
chas de sus actuaciones había sido un instrumento del autoritarismo.  

Así, el 15 de marzo de 2004 el Presidente de la Sala Electoral res-
pondió el “Memorando” que le había remitido la Sala Constitucional, 
acusando a dicha Sala de haber intentado “violentar el Estado de Dere-
cho” al querer impedir que la Sala Electoral decidiera en las causas de 
su propia competencia115, anunciando que ejercería sus competencias 

                              

da Corte, que la figura del avocamiento está prevista “sólo para tribunales inferiores. 
Una Sala no es un tribunal, todas constituyen el TSJ. No se puede pretender que una 
Sala pueda avocarse a lo de otra Sala, porque eso crea una crisis institucional de in-
calculables dimensiones”, en El Universal, Caracas 13-03-2004. 

115  En un inusitado “Comunicado” leído por el Presidente de la Sala Electoral y dirigido 
a los Magistrados de la Sala Constitucional, según el resumen hecho por la periodis-
ta Irma Álvarez, aquél cuestionó las comunicaciones que los días 11-03-2004 y 12-03-
1004 se habían recibido de ésta, a través de las cuales le participaba a la Sala Electoral 
que estaba impedida de actuar en los casos relacionados con el referendo, en virtud 
de la solicitud de avocamiento formulada ante la Sala Constitucional; manifestándo-
les que “las referidas comunicaciones pretenden constituirse en una orden dictada, 
sin estar respaldada por sentencia alguna, razón por la cual la Sala Electoral ostenta 
todo el poder necesario para sustanciar y pronunciarse, de acuerdo a lo previsto en 
el artículo 297 de la Constitución y la jurisprudencia”. Además dijo no entender cuál 
es la motivación que tuvieron estos magistrados “al pretender sustraer de su juez na-
tural los recursos” o “al participar que hubo una sesión de Sala que no se efectuó, 
como lo hacen constar los magistrados Antonio García y Pedro Rondón”. Sus pre-



 91 

constitucionales en la decisión del recurso de nulidad y amparo que se 
había intentado contra la Resolución del Consejo Nacional Electoral.  

Y así lo hizo, además, declarando con lugar el amparo cautelar que 
se le había solicitado en protección del derecho constitucional a la par-
ticipación política en el juicio de nulidad contra la Resolución del Con-
sejo Nacional Electoral, mediante sentencia Nº 24 del 15 de marzo de 
2004116 (Caso: Julio Borges, César Pérez Vivas, Henry Ramos Allup, Jorge 
Sucre Castillo, Ramón José Medina y Gerardo Blyde vs. Consejo Nacional 
Electoral). En esta decisión, el Tribunal Supremo estimó que los efectos 
de la Resolución Nº 040302-131 de fecha 2 de marzo de 2004, dictada 
con fundamento en el Instructivo antes mencionado, colocando “bajo 
observación”, la cantidad de 876.017 firmas, debían suspenderse, por 
existir una presunción grave de violación del derecho fundamental a la 
participación política consagrado en el artículo 62 de la Constitución y 
garantizado en el artículo 70; y porque  de no acordarse la suspensión, 
ello podría “hacer ilusoria la ejecución del fallo definitivo de ser éste 
declarado con lugar”. 

Como consecuencia de la anterior declaratoria, la Sala, a los fines 
de restablecer la situación jurídica lesionada al estado en que se encon-
traba antes de que ocurriera la violación, y mientras se dictaba la sen-
tencia de fondo, ordenó al Consejo Nacional Electoral, entre otras co-
sas, que desaplicara a las 876.017 firmas colocadas “bajo observación” en 
la Resolución impugnada, el criterio contenido en el Instructivo antes 
mencionado, que también había sido impugnado, el cual imponía la 
exigencia de ratificación de la manifestación de voluntad de los titula-
res de esas firmas (denominado reparo negativo). La Sala Electoral, 
además, con el mismo fin restablecedor de la situación jurídica infrin-
gida, acordó incluir o sumar a las solicitudes validadas por el Consejo 

                              

guntas fueron pues: ¿qué pretenden? ¿Violentar el Estado de Derecho?. Véase en El 
Universal, Caracas 16-03-2004.  

116  Exp. AA70-E 2004-000021 (Exp. x-04-00006) 
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Nacional Electoral para la convocatoria del referendo revocatorio que 
alcanzaba a 1.832.493 de solicitudes, las 876.017 firmas o solicitudes an-
tes indicadas, operación ésta que arrojaba “la cifra total de 2.708.510 de 
solicitudes o firmas”.  

Por último, la Sala, en su sentencia, ordenó al Consejo Nacional 
Electoral procediera a efectuar el procedimiento de reparo en el lapso esta-
blecido en el artículo 31 de las Normas citadas y luego de realizado és-
te procedimiento, y de existir al menos el veinte por ciento (20%) de 
solicitudes válidas, “proceda a convocar el referéndum revocatorio a 
que se refiere el presente fallo, en el lapso establecido en el artículo 33 
de dichas Normas”. 

Con esta importante decisión117, la solicitud popular del referendo 
revocatorio del mandato del Presidente de la República, se encontraba 
entonces con un camino libre de obstáculos, pero no exento de conse-
cuencias políticas ni de que en el mismo se colocaran nuevos obstácu-
los políticos, los cuales se anunciaron el mismo día de la decisión. 

En cuanto a las consecuencias políticas, en un sistema constitucio-
nal donde la separación de poderes no garantiza totalmente su inde-
pendencia, dado que la Asamblea Nacional tiene la potestad de remo-
ver a los titulares de los Poderes Públicos no electos (Poder Judicial, 
Poder Electoral, Poder Ciudadano: arts. 265, 279, 296), las reacciones y 
amenazas no se hicieron esperar, tanto de parte del Poder Legislativo 
como del Poder Ejecutivo, e incluso, de órganos del Poder Ciudada-
no118. 

                                         

117  En un inusitado “comunicado” público de fecha 16-03-2004, sin embargo, el Magis-
trado Luis Martínez de la Sala Electoral, quien no había firmado la decisión, pondría 
en entredicho “la honorabilidad de sus colegas Martini y Hernández, quienes con su 
decisión -dijo- “ponen en duda, no sólo su falta de objetividad e imparcialidad para 
conocer y decidir del presente recurso, sino su idoneidad ética para desempeñarse 
como jueces de la República”. Véase Globovisión.com, Caracas 16-03-2004. 

118  La decisión fue públicamente cuestionada por el Fiscal General de la República, Isaí-
as Rodríguez, quien estimó que más que una medida cautelar lo que había dictado la 
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En cuanto al Poder Legislativo, fue primero la Junta Directiva de 
la Asamblea Nacional, y después, la plenaria de la misma, el 16 de 
marzo de 2004, las que adoptarían un “acuerdo” donde se “condena 
enfáticamente” el fallo por considerarlo “absolutamente irrito y nulo”, 
y lo más grave, exhortaban al Poder Ciudadano para que calificara la 
conducta de los magistrados como “falta grave” a los efectos de poder 
ser removidos por la propia Asamblea Nacional, señalando entre otras 
cosas que:  

De conformidad con el artículo 265 de la Constitución, en virtud de la grave-
dad de las faltas éticas, morales e institucionales de los magistrados, doctores 
Alberto Martini Urdaneta, Rafael Hernández Uzcátegui y Orlando Gravina 
Alvarado, insta al Poder Ciudadano a que inicie el procedimiento de califica-
ción de la conducta de los magistrados, como falta grave, a los fines de que el 
pleno de la Asamblea Nacional decida con la votación correspondiente la re-
moción de sus cargos”119. 

La sugerencia de la Asamblea Nacional, por supuesto, surtió efec-
tos de inmediato, y el mismo día 16 de marzo de 2004, por una parte, 
representantes del partido de gobierno solicitarían ante el Tribunal Su-
premo de Justicia en Pleno, el inicio de un antejuicio de mérito para 
enjuiciar a los Magistrados de la Sala Electoral, Alberto Martini Urda-
neta, Rafael Hernández Uzcátegui y Orlando Gravina Alvarado120, se-
guramente por el “delito” de haber sido independientes y autónomos 

                              

Sala Electoral había sido una decisión de fondo. Señaló que el contenido de la deci-
sión: “hace de la cautelar una decisión de fondo y no una medida provisoria, y se co-
rre el riesgo de que cause en sí misma el agravio o el daño que pretende evitar, des-
naturalizándose el contenido de ella. Es decir, pasa a ser una decisión de fondo mas 
no provisoria”...Por lo demás, la cautelar adelanta opinión sobre la nulidad y pudié-
ramos estar ante una extralimitación de atribuciones. La decisión de la Sala Electoral 
ha incurrido en un evidente desorden procesal, puesto que pareciera que con una 
medida provisional se pretende anular un acto administrativo que para los promoto-
res del amparo constituye el verdadero fondo de la acción. Véase en El Universal, Ca-
racas 16-03-2004. 

119  Véase en Globovisión.com, Caracas 16-03-2004. 

120  Idem. 
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como jueces; y por la otra, el Consejo Moral Republicano (Poder Ciu-
dadano),  integrado por el Fiscal General de la República, el Contralor 
General de la República y el Defensor del Pueblo, como consecuencia 
de la solicitud de la Asamblea Nacional, acordaría con base en el artí-
culo 275 de la Constitución y el artículo 32 de la Ley Orgánica del Po-
der Ciudadano, iniciar el procedimiento de calificación de las presun-
tas faltas atribuidas a los mismos Magistrados de la Sala Electoral del 
Tribunal Supremo, en relación con la decisión anunciada por esa ins-
tancia del máximo Tribunal sobre el proceso refrendario121.  

Con posterioridad, el 18 de junio de 2004, efectivamente y como 
era de esperarse, el mencionado Consejo Moral Republicano resolvería 
por decisión unánime, calificar la actuación de los Magistrados de la 
Sala Electoral al dictar su decisión como falta grave, pues supuesta-
mente habrían actuado “con grave e inexcusable ignorancia de la Cons-
titución, de la ley y del derecho y menoscaban los principios funda-
mentales establecidos en la Carta fundamental”. Es decir, el Poder Mo-
ral Republicano se erigía en revisor de las sentencias del Tribunal Su-
premo de Justicia, llegando a señalar que “la Sala Electoral violó la in-
dependencia entre los poderes…pues no sólo suspendió las normas 
reglamentarias del Consejo Nacional Electoral, sino que se subrogó en 
éste para dictar reglas de validación de firmas que únicamente compe-
ten al Poder Electoral”. Con ello, incluso, el Poder Moral Republicano 
se pretendía erigir en juez y determinar cual era la competencia de la 
Sala Electoral, cuando es elemental que el Tribunal Supremo es el úni-
co juez de su competencia. En todo caso, el Poder Moral Republicano 
aprobó notificar su “decisión” a la Asamblea  Nacional a los efectos de 
la eventual remoción de los magistrados de la Sala Electoral. Para ello 

                                         

121  Ibidem. En dicho procedimiento, con fecha 18-03-2004, el Consejo Moral Republicano 
requeriría de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia copia del Ex-
pediente de la solicitud de avocamiento que cursaba ante la misma. Véase El Univer-
sal, Caracas 19-03-2004.  
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se requería, sin embargo, una votación de las dos terceras partes de los 
diputados, lo que no era posible conseguir dada la polarización política 
que prevalecía122.  

Pero también se produciría la reacción del Poder Ejecutivo contra 
una Sala Electoral del Tribunal Supremo, a través del Vice Presidente 
Ejecutivo de la República, quién calificaría a la sentencia como “incons-
titucional, subversiva, mafiosa e inmoral”, reivindicando además un 
supuesto tutelaje de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de 
Justicia sobre el Consejo Nacional Electoral y, en general, sobre la ma-
teria electoral, en razón que haber sido esa Sala la que había nombrado 
al Consejo Nacional Electoral por la omisión de la Asamblea Nacional, 
lo que en criterio del representante Poder Ejecutivo “significa que todo 
lo relativo a la cuestión electoral corresponde estrictamente al CNE, y 
vía recurso a la Sala Constitucional”, a cuyas decisiones se acogerían 
por supuestamente ser la única con “jurisdicción en esta materia, y que 
es la que resguarda precisamente a la Constitución de l999”123. 

En todo caso, todas las manifestaciones de los Poderes Legislativo, 
Ciudadano y Ejecutivo en contra de la decisión adoptada por la Sala 
Electoral, al suspender los efectos de la decisión del Consejo Nacional 
Electoral, lo que evidenciaban, una vez más, en general, era la reacción 
del poder político contra un órgano del Poder Judicial, cuando se sintió 

                                         

122  El Magistrado Martini Urdaneta, días después, se acogería a la jubilación alegando 
entre otras cosas, que la Asamblea Nacional no había atendido su solicitud de ser oí-
do. Véase El nacional, caracas, 12-06-2004, p. A-4.  

123  Véase en El Universal, Caracas, 17-03-2004. Incluso, en un inusitado “Comunicado” 
emitido por la Embajada de Venezuela en Washington el día anterior, 15-03-2004, su 
afirmaba tajantemente que: “La decisión de la Sala Electoral es contraria a los artícu-
los 335 y 336 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Bajo la 
Constitución, esta Sala no tiene la competencia para tomar decisiones en materia 
constitucional. En cambio, el árbitro final de la interpretación constitucional es la Sa-
la Constitucional de la Corte Suprema (sic). Por lo tanto, la decisión de la Sala Electo-
ral está en contra de los principios del debido proceso y en contra de la Ley”. Véase 
también en Globovisión.com, Caracas 16-03-2004. 
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que podía actuar con autonomía e independencia, es decir, que esca-
paba de su control y que no lo tenían totalmente a su servicio.  

C.  El secuestro de la Sala Electoral por la Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo con ocasión de su decisión cautelar 

No había, por tanto, otra forma de callar a la Sala Electoral del Tri-
bunal Supremo y de impedirle que siguiera ejerciendo sus competen-
cias constitucionales y continuara decidiendo sobre ellas, que no fuera 
inhabilitándola para ello, en definitiva, secuestrándola y arrebatándole 
sus competencias constitucionales. El instrumento para ello fue, de 
nuevo, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia. 

a.  Las vías judiciales para el secuestro 

Y a ese objetivo se dirigieron todas las acciones imaginables, sien-
do como se dijo, la Sala Constitucional el instrumento para el secuestro 
y, por tanto, para de nuevo obstaculizar el camino del referendo revo-
catorio. Así, el mismo día de la decisión de la Sala Electoral, el Alcalde 
del Municipio Libertador del Distrito Capital en nombre del partido de 
gobierno, intentaría por ante la Sala Constitucional, según se informa-
ba en nota de prensa emitida por el propio Tribunal Supremo de Justi-
cia, un supuesto “recurso de protección” contra la referida decisión de 
la Sala Electoral, alegando que la misma era supuestamente ilegal “por 
violatoria del artículo 135 (sic) de la Constitución... en cuanto a que la 
decisión de la Sala Constitucional del viernes pasado es vinculante o 
sea es de uso obligatorio por el resto de las Sala. Es así que la Sala Elec-
toral no podía, en el día de hoy, emitir ninguna decisión con respecto al 
recurso de amparo porque la Sala Constitucional se había avocado al 
respecto”. 

La inconstitucional tesis de que la Sala Constitucional supuesta-
mente sería la única que podía resolver sobre la materia, se concretaba, 
así, en un recurso que en definitiva sería un recurso de revisión de sen-
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tencias (art. 336,10 de la Constitución), en el cual se solicitaba se sus-
pendieran “los efectos del fallo de la Sala Electoral hasta tanto se pro-
duzca una decisión firme de la Sala Constitucional”124. 

En esta forma, de nuevo, la Sala Constitucional del Tribunal Su-
premo de Justicia volvía a tener en sus manos el destino del referendo 
revocatorio del mandato presidencial y la posibilidad de reaccionar, a 
través de una decisión judicial, contra la Sala Electoral del mismo Tri-
bunal Supremo de Justicia que había “osado” cuestionar públicamente 
sus pretensiones hegemónicas y la había acusado, incluso, de haber 
querido “violentar el Estado de Derecho”; y que además, había tenido 
el “atrevimiento” de asumir las competencias que tenía conforme a la 
Constitución y había decidido el recurso que se había interpuesto ante 
ella.  

El primer paso para asumir el control político sobre la materia que 
daría la Sala Constitucional, se produjo el 16 de marzo de 2004, cuando 
la Sala consignó un “auto” en el expediente de la solicitud de avoca-
miento que para impedir que la Sala Electoral decidiera en el recurso 
de nulidad contra la decisión del Consejo Nacional Electoral que había 
formulado el Sr. Ismael García, como representante del denominado 
Comando Nacional de Campaña Ayacucho, de los partidos que apo-
yaban al gobierno (a pesar de no ser “parte” en proceso judicial alguno 
que cursara ante la Sala Electoral para poder “solicitar” el avocamiento 
de una causa por parte de la Sala Constitucional); con las siguientes 
motivaciones:  

Visto que en sentencia de esta Sala Nº 2748 de 20 de diciembre de 2001 (Caso: 
Javier Elechiguerra), la Sala se declaró competente para conocer de los recursos 
de nulidad por inconstitucionalidad de actos emanados del Poder Electoral. 

Visto que es esta Sala quien dictó, por excepción, la normativa para el funcio-
namiento del Poder Electoral, y delegó en él, la potestad normativa para ga-
rantizar a los ciudadanos el ejercicio de los derechos políticos. 

                                         

124  Véase la información en El Universal, Caracas 16-03-2004. 
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La Sala Constitucional resolvió entonces, paralizar toda actividad 
judicial de la Sala Electoral en la materia “a fin de resolver si es proce-
dente o no el avocamiento solicitado”, ordenándole, “que envíe todos 
los expedientes contentivos de las acciones de nulidad, amparo o cual-
quier otro recurso incoado contra los actos del Poder Electoral, relati-
vos a los procesos de referendos revocatorios de mandatos de cargos 
de elección popular”, resolviendo que: 

En consecuencia, desde el momento en que la Sala Electoral de este Tribunal 
Supremo reciba la comunicación respectiva, deberá paralizar todos los proce-
sos y se abstendrá de decidir los mismos, debiendo remitir - de inmediato- a 
esta Sala, hasta que se resuelva el avocamiento, cualquier acción que se inco-
ase en dicho sentido125. 

Debe destacarse en la motivación de este “auto”, la aparentemente 
innecesaria referencia a que había sido la Sala Constitucional la que 
había dictado “la normativa para el funcionamiento del Poder Electo-
ral” y que había sido la que había “delegado” en el Consejo Nacional 
Electoral “la potestad normativa para garantizar a los ciudadanos el 
ejercicio de los derechos políticos”. Ello, sin duda, permitía vislumbrar 
el argumento de que la Sala Constitucional se podía considerar como 
una especie de “tutor” del Poder Electoral al cual le había secuestrado 

                                         

125  Véase en El Universal, Caracas 17-03-2004. Para el día 18-03-2004, el Presidente de la 
Sala Electoral seguía argumentando que se trataba de una decisión inexistente, como 
lo reseña la periodista Irma Álvarez: “Por otra parte, el presidente de la Sala Electo-
ral cuestionó el hecho de que le estén solicitando remitir, a la mayor brevedad posi-
ble, los expedientes en curso y las acciones que sean ejercidas con relación a los refe-
rendos revocatorios, partiendo para ello de una “sentencia inexistente”. En este sen-
tido recordó que los Magistrados Antonio García García y Pedro Rondón Haaz es-
tamparon una diligencia, en el expediente en el cual el Comando Ayacucho requirió 
el avocamiento presto de la Sala Constitucional. En dicha diligencia denunciaron que 
no estuvieron presentes en sesión alguna en la que se hubiera publicado una senten-
cia sobre el revocatorio. Por ello acotó que según el art. 246 del Código de Procedi-
miento Civil: “no se considerará como sentencia, ni se ejecutará, la decisión a cuyo 
pronunciamiento aparezca que no han concurrido todos los jueces llamados por ley 
ni la que no esté firmada por todos”. Véase en El Universal, 19-03-2004.  
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y limitado su autonomía, para entonces asumir en exclusividad el con-
trol jurisdiccional sobre sus actos (durante el régimen transitorio sine 
die, por supuesto), quitándole sus competencias en la materia a la Sala 
Electoral. Y ello fue precisamente lo que ocurrió, el 31 de marzo de 
2004, cuando la Sala Constitucional finalmente anunciaría que se avo-
caría al conocimiento de la causa. 

En esta forma, el secuestro de la Sala Electoral por la Sala Consti-
tucional se comenzaba a consolidar, aún cuando ex post facto, pues co-
mo se ha dicho, ya para el 16 de marzo de 2004 la Sala Electoral había 
adoptado la decisión cautelar de suspender los efectos de la Resolución 
del Consejo Nacional Electoral en las materias del referendo revocato-
rio presidencial. El paso siguiente para impedir el referendo revocato-
rio, por tanto, no podía ser otro que no fuera anular dicha decisión de 
la Sala Electoral del Tribunal Supremo e impedirle que siguiera cono-
ciendo del asunto. 

Con la decisión de la Sala Constitucional, en efecto, se buscaba 
sustraer del conocimiento de la Sala Electoral la cuestión de fondo que 
era el recuso de nulidad de la Resolución del Consejo Nacional Electo-
ral. Por ello se le ordenaba a la Sala Electoral paralizar todos los proce-
sos, abstenerse de decidir los mismos, y remitir de inmediato a la Sala 
Constitucional, hasta que se resolviera el avocamiento, cualquier ac-
ción que se incoase en dicho sentido.  

Pero algo imprevisto surgiría en el proceso de secuestro, y fue que 
la referida decisión de la Sala Constitucional sería públicamente recha-
zada por la Sala Electoral, de nuevo, a través de un inusitado “comuni-
cado” de su Presidente, Martini Urdaneta, de fecha 18 de marzo de 
2004, en el cual aseguraba que no remitiría a la Sala Constitucional el 
expediente contentivo de los casos relacionados con el referendo revo-
catorio presidencial, tal como lo habría solicitado esta última el día an-
terior, 17 de marzo de 2004, agregando que “Esta Sala Electoral ratifica 
su competencia para el conocimiento de la causa que se ventila en esta 
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Sala accidental, y declara no a lugar los requerimientos en el oficio an-
tes identificado, por cuanto los mismos son inaccedibles en derecho y 
así se declara”126.  

Pero a la polémica por el control de los juicios, también se agrega-
ría el propio Consejo Nacional Electoral al intentar ante la Sala Consti-
tucional, como lo informara su presidente Francisco Carrasquero, “en 
protección y defensa de los derechos e intereses del CNE” un “recurso 
de controversia constitucional por conflicto de poderes” entre la Sala 
Electoral y el Consejo Nacional Electoral con el objeto, primero, de 
“preservar la autonomía del Poder Electoral como el competente para 
resolver toda la controversia y actos relacionados con la materia electo-
ral”; segundo, de solicitar se decretase “una medida cautelar innomi-
nada de suspensión de los efectos de la sentencia del 15 de marzo de 
2004”que había dictado la Sala Electoral; tercero, solicitar que se acu-
mulasen “a la causa constitucional todos los procesos que se encuen-
tren en curso y, en especial, el proceso contencioso electoral que cursa 
ante la Sala Electoral”; y, cuarto, que una vez dirimida “la controversia 
entre la Sala Electoral y el organismo comicial, la Sala Constitucional 

                                         

126  La periodista Irma Álvarez reseñó lo expuesto por el Magistrado Martini Urdaneta 
así: En el oficio de tres páginas indicó que estas medidas las está tomando ante la 
existencia de un fallo emitido por la misma Sala Constitucional, el 4 de abril del 
2003, según el cual el avocamiento de las causas que cursaban en la Sala Electoral so-
bre el referendo consultivo era “inaccedible en derecho”, porque tanto la Sala Electo-
ral como la Constitucional “cuentan con igual rango, siendo ambas en su orden las 
cúspides de la jurisdicción constitucional y electoral”. Con esto intentó salirle al paso 
a las afirmaciones según las cuales la Sala Constitucional puede avocarse y conocer 
los expedientes sobre el revocatorio, alegando para ello el riesgo de violación de de-
rechos constitucionales o que el Instructivo sobre el Tratamiento de las Firmas de 
Caligrafía Similar tiene “efectos generales” o “colectivos”. Acto seguido, destacó 
Martini Urdaneta que la Sala Electoral recurrió a dicha jurisprudencia y se declaró 
competente para conocer los casos del revocatorio, no sólo por ser “la cúspide de la 
jurisdicción electoral, sino por mandato del artículo 297 de la Constitución”. De 
acuerdo con esta norma, “la jurisdicción contencioso electoral será ejercida por la Sa-
la Electoral del TSJ”. Véase en El Universal, Caracas 20-03-2004. 
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declare la nulidad de la sentencia de fecha 15 de marzo de 2004 y se 
ratifique la competencia del CNE como rector del Poder Electoral”127. 

Demás está decir que tal “recurso de controversia constitucional” 
entre un órgano del Poder Electoral (Consejo Nacional Electoral) y el 
órgano del Poder Judicial (Sala Electoral) llamado constitucionalmente 
a controlar los actos del primero, es una imposibilidad lógica y consti-
tucional, pues de proceder no habría posibilidad alguna de control ju-
dicial de los actos del Poder Público, ya que siempre se podría alegar 
tal “conflicto constitucional”.  

En todo caso, y por más ausencia de fundamento jurídico que pu-
dieran tener las solicitudes y “recursos” que se habían intentado por 
ante la Sala Constitucional, lo cierto es que la misma disponía de ins-
trumentos, así fueran inadmisibles, para poder perpetrar el secuestro 
final de la Sala Electoral del mismo Tribunal Supremo y consolidar la 
confiscación del derecho a la participación política que había hecho el 
Consejo Nacional Electoral. En efecto, en primer lugar, se le había for-
mulado una solicitud de avocamiento para impedir que la Sala Electo-
ral decidiera sobre la nulidad de la decisión del Consejo Nacional Elec-
toral, formulada por el representante del Comando de Campaña de los 
partidos políticos que apoyaban al gobierno, que no tenía la condición 
de parte en el proceso ante aquélla Sala. En segundo lugar, se había in-
terpuesto un supuesto “recurso de protección” que no existe en el or-
denamiento procesal constitucional y que más bien podía ser un recur-
so de revisión constitucional, que había intentado el Alcalde del Muni-
cipio Libertador en representación del partido de gobierno, contra la 
sentencia que ya había dictado la Sala Electoral; y, en tercer lugar, tam-
bién se había intentado un inexistente y absurdo “recurso de contro-
versia constitucional por conflicto de poderes” que había intentado el 

                                         

127  Véase la información en El Universal, Caracas 17-03-2004. El día 19-03-2004, dos de 
los miembros del Consejo Nacional Electoral expresaban su desacuerdo con tal soli-
citud. Véase en El Universal, Caracas, 20-03-2004. 
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Consejo Nacional Electoral que también buscaba la anulación de dicha 
sentencia.  

No era difícil imaginarse lo que con ese cuadro podía ocurrir: por 
una parte, que la Sala Constitucional podía acordar el avocamiento (lo 
que anunció el 30 de marzo de 2004 y efectivamente hizo el 12 de abril 
de 2004), para lo cual, el mismo día 16 de marzo, la Sala, formalmente, 
había ordenado publicar la sentencia firmada por sólo tres Magistrados 
que habían ordenado a la Sala Electoral abstenerse de dictar sentencia 
y, en consecuencia, anular la sentencia de la Sala Electoral por haberse 
dictado contra lo ordenado en su decisión por la Sala Constitucional; y 
por la otra, que la Sala también revisara la sentencia de la Sala Electo-
ral, y la anulara por considerarla inconstitucional al haber vulnerado 
su “doctrina” (lo que efectivamente también ocurrió el 23 de marzo de 
2004). Es decir, ambas cosas sucedieron, y así, por lo demás, lo vatici-
naba el titular de la primera página del diario El Universal de Caracas 
del día 18 de marzo de 2004 al anunciar que: “Anularán fallo del Sala 
Electoral128.  

b. La anulación de la sentencia cautelar de la Sala Electoral 
por la Sala Constitucional 

Y en efecto, la muerte anunciada de la sentencia de la Sala Electo-
ral ocurrió una semana después, cuando la Sala Constitucional me-
diante sentencia Nº 442 de 23 de marzo de 2004 (Caso: Ismael García vs. 
Sentencia Nº 24 de la Sala Electoral), al conocer el recurso de revisión que 
un diputado en nombre del Comando Ayacucho de los partidos de go-
bierno había interpuesto contra la sentencia, lo declaró con lugar, anu-
lándola, impidiendo así el ejercicio del derecho político colectivo a la 
revocatoria del mandato presidencial. Conforme al criterio revisor ma-
nifestado en su decisión, la Sala Constitucional descargó toda su anti-

                                         

128  Véase en El Universal, Caracas 18-03-2004 
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democrática posición contra la Sala Electoral, resolviendo que esta no 
había respetado la doctrina vinculante establecida por la Sala, y que era 
“una crasa violación del derecho a la defensa y al debido proceso con-
sagrados en el artículo 49 del Texto Fundamental, por cuanto el Conse-
jo Nacional Electoral no pudo participar en un procedimiento que ex-
cluyó el trámite contradictorio”. La Sala Constitucional en efecto resol-
vió que “a fin de garantizar el imperio, la supremacía y la efectividad 
de las normas y principios constitucionales”, había lugar a la revisión 
que le fue solicitada y, en consecuencia, anuló la sentencia Nº 24, dic-
tada el 15 de marzo de 2004 por la Sala Electoral Accidental antes refe-
rida, “por haber incurrido en extralimitación de funciones en desacato 
a la doctrina de interpretación constitucional establecida por esta Sala 
en sentencia Nº 88/2000, antes referida, así como, por infracción de lo 
dispuesto en los artículos 136, 137, 138, 293.1 y 294 de la Constitución”. 
La Sala Constitucional, además ratificó:  

La intimación realizada a Sala Electoral de este Tribunal Supremo de Justicia, 
en sentencia Nº 387 del 16 de los corrientes, en la cual se le ordenó paralizar 
todos los procesos referidos a acciones de nulidad, amparo o cualquier otro 
recurso incoado contra los actos del Poder Electoral, relativos a los procesos 
de referendos revocatorios de mandatos de cargos de elección popular y de 
abstenerse de decidir los mismos, así como remitir, de inmediato, a esta Sala, 
todos los expedientes contentivos de dichas acciones, hasta que se resuelva la 
solicitud de avocamiento interpuesta por el ciudadano Ismael García129. 

Sobre ello, la Sala Electoral en su mencionada sentencia del 29 de 
marzo de 2004, destacó “la evidente y manifiesta improcedencia del 
dispositivo contenido en la sentencia (Nº 442) dictada por la Sala Cons-
titucional Accidental del Tribunal Supremo de Justicia, en fecha 23 de 
marzo de 2004, que declara la nulidad de la medida cautelar acordada 
por esta Sala el día 15 de marzo de 2004, pretendiendo enervar sus 
efectos, pues observa que es, justamente, la Sala Constitucional Acci-

                                         

129  Exp. N° 04-0620 
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dental la que quebranta además de los principios constitucionales y legales 
que rigen la atribución de competencia en nuestro ordenamiento jurídico, los 
criterios doctrinarios establecidos por ella misma y violenta así el Estado de 
Derecho y de Justicia que ella misma está llamada a garantizar. Así se 
declara”. 

Adicionalmente, la Sala Electoral mediante la citada sentencia Nº 
27 del 29 de marzo de 2004130, dictada en el mismo expediente (Caso: 
Julio Borges, César Pérez Vivas, Henry Ramos Allup, Jorge Sucre Castillo, 
Ramón José Medina Y Gerardo Blyde vs. Consejo Nacional Electoral), recha-
zó la decisión No. 442 de la Sala Constitucional, planteando además 
ante la Sala Plena del Tribunal Supremo la “resolución de un conflicto 
de funcionamiento” entre las Salas Electoral y Constitucional, derivado 
de las “ordenes” que la segunda pretendía darle a la primera, cuando 
ambas tienen igual jerarquía. Tal posibilidad jurisdiccional de la Sala 
Plena resolviendo conflictos “de funcionamiento” entre las Salas del 
Tribunal Supremo, sin embargo, no estaba prevista en el ordenamiento 
procesal; y la misma sentencia dictada no resolvía un conflicto entre 
partes en un proceso, y más bien era un auto de la Sala planteando el 
referido conflicto de “funcionamiento. En todo caso, en su rechazo, la 
Sala Electoral en su mencionada sentencia Nº 27 de 29 de marzo de 
2004, señaló que la decisión de la Sala Constitucional no podía: 

[M]enos que causar asombro, por decir lo menos, pues además de manifestar 
desconocimiento de las actuaciones cursantes en el cuaderno separado en el 
cual se dictó la sentencia de naturaleza interlocutoria por ella revisada –y en 
el que consta que si hubo oposición a la medida de amparo cautelar por dis-
tintos interesados- constituye un pronunciamiento que la vicia de falso su-
puesto, de hecho y de derecho...131 

                                         

130  Exp. AA70-E-2004-000021- AA70-V-2004-000006. 

131  Véase toda la argumentación detallada de estas sentencias en expuesto en Allan R. 
Brewer-Carías, La Sala Constitucional vs. el Estado democrático de derecho (El secuestro del 
Poder Electoral y de la Sala Electoral del Tribunal Supremo y la confiscación del derecho a la 
participación política), Ediciones El Nacional, Caracas, 2004, pp.109 y ss.  
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Además, la decisión de la Sala Constitucional dictada al “revisar” 
una sentencia de la Sala Electoral, sin duda constituía un pronuncia-
miento de fondo sobre la causa que cursaba ante la Sala Electoral, co-
mo si la Sala Constitucional estuviera conociendo de una “apelación”. 
Un pronunciamiento de tal naturaleza era totalmente improcedente, 
por lo que la Sala Electoral en su sentencia Nº 27 de 29 de marzo de 
2004 lo rechazó señalando que con el mismo: 

La Sala Constitucional Accidental se aparta abiertamente de las competencias 
que le han sido atribuidas por la Constitución... y delineadas por su propia 
jurisprudencia, para hacer pronunciamientos acerca del mérito de la causa, 
que la sentencia revisada se abstiene de proferir por tratarse de una sentencia 
de amparo cautelar en la que, como bien sabe, le esta prohibido hacer pro-
nunciamientos que impliquen un examen del fondo del asunto debatido, lo 
cual, sin duda, esta circunscrito a determinar si los actos impugnados violan o 
contradicen la normativa aplicable al caso de autos.  

Antes, en la misma sentencia, la Sala Electoral había destacado la 
inconsistencia procesal en la que había incurrido la Sala Constitucional 
al señalar que en su sentencia, “se emite pronunciamientos sobre el 
fondo del asunto debatido, sin que se hubiere avocado al conocimiento 
de la causa -figura por demás absolutamente improcedente- y sin 
haber tenido a la vista el expediente”. La Sala Electoral, además acusó 
a la Sala Constitucional de utilizar la vía de la revisión de sentencias 
para:  

[Así] (actuando fuera del ámbito de su competencia) entrar a analizar el fon-
do del asunto objeto de un recurso contencioso electoral de nulidad, para pre-
tender preestablecer, con ello, criterios que pudieran ser calificados como “in-
terpretación constitucional”, lo que evidencia una clara extralimitación de 
competencia jurisdiccional arrebatándosela a su juez natural que es la Sala 
Electoral, órgano con igual jerarquía e integrante del mismo órgano judicial 
(Tribunal Supremo de Justicia), como lo ha reconocido reiteradamente la Sala 
Constitucional.  

Debe destacarse que en su sentencia, la Sala Constitucional había 
advertido que la Sala Electoral, al haber acordado sumar a las solicitu-
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des validadas por el Consejo Nacional Electoral para la convocatoria 
del referendo revocatorio, las 876.017 solicitudes colocadas “bajo ob-
servación” y ordenar al Consejo Nacional Electoral aplicar a tales soli-
citudes el procedimiento de reparo establecido en el artículo 31 de las 
Normas para Regular los Procesos de Referendos Revocatorios de Mandatos de 
Cargos de Elección Popular, “creó derechos subjetivos a favor de los ac-
cionantes, lo cual resulta contrario a la naturaleza del amparo caute-
lar”, el cual tiene “como fin la suspensión de los efectos del acto o 
norma señalados como lesivos, al detener la realización de ciertas acti-
vidades o impedir que las mismas se consoliden” por lo que “suspen-
der los efectos de los actos impugnados jamás implica que se ordene 
hacer algo al Poder Electoral para crear nuevas situaciones jurídicas”. 

También consideró la Sala Constitucional que con el dispositivo 
del fallo objeto de la revisión, la Sala Electoral Accidental habría nega-
do “las facultades inquisitivas de la Administración Electoral a fin de 
verificar el cumplimiento de los requisitos constitucionales para la 
convocatoria de referendo revocatorio del mandato de funcionarios de 
elección popular, ya que este órgano del Poder Público se encuentra 
obligado a determinar el carácter fidedigno de la manifestación de vo-
luntad de los firmantes, requisito que no puede presumirse como satis-
fecho, sin infringir el artículo 72 del Texto Fundamental”. 

La Sala Constitucional también estimó que la sentencia impugna-
da de la Sala Electoral habría violado los numerales 1 y 5 del artículo 
293, el artículo 294 y los artículos 136, 137 y 138 de la Constitución, 
pues no sólo había suspendido “normas reglamentarias estatuidas por 
el Consejo Nacional Electoral, sino que se subrogó en éste para dictar 
reglas sobre validación de las firmas, que únicamente competen al Ente 
Rector del Poder Electoral conforme a las disposiciones constituciona-
les indicadas. Así igualmente, se declara”. 

En relación con tal afirmación, la Sala Electoral respondió en su 
sentencia que “la Sala Constitucional Accidental, llamada a ‘..garantizar 
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el cumplimiento, vigencia y respeto de los postulados constitucionales..’, co-
mo ella misma lo ha indicado tantas veces en su jurisprudencia, olvida 
que no existe acto del Poder Público que pueda escapar del control ju-
risdiccional”, agregando que la aseveración de la Sala Constitucional 
“lesiona abiertamente lo dispuesto en los artículos 7, 25, 26, 139 y 297 
de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, que im-
piden que actos del poder público puedan ejercerse sin control alguno 
por parte de los órganos llamados por la Constitución a impartir justi-
cia..”  

Sobre la decisión de la Sala Constitucional de ordenarle a la Sala 
Electoral abstenerse de decidir en la causa, la Sala Electoral consideró 
que la Sala Constitucional la había dictado “sin justificación ni motiva-
ción alguna extralimitándose en sus atribuciones revisoras “preten-
diendo “ratificar el contenido de su decisión Nº 387 de fecha 16 de 
marzo de 2004, cuyo contenido (causa y efectos), no formó parte del 
thema decidendum que con ocasión de tal revisión conoció, inherente a 
una solicitud formulada en un expediente distinto (Nº 2004-0475), cuya 
orden esta Sala Electoral Accidental resolvió no cumplir, por no existir 
obligación constitucional, legal, ni jurisprudencial alguna para ello, en 
los términos que le fueron expresamente señalados al Presidente de la 
Sala Constitucional en la oportunidad de dar acuse a sus oficios Nº 04-
570, 04-571 y 04-611, mediante oficio Nº 04.052 que en fecha 18 de mar-
zo de 2004 la Sala Electoral le remitiera y cuyo contenido se ratifica en 
el presente fallo”. La Sala Electoral, además, destacó que con esa deci-
sión, “la Sala Constitucional Accidental pretende derivar la comisión 
del desacato a la inobservancia de una orden genérica y absolutamente 
impropia que pretendió impartir a la Sala Electoral (no sólo a la Sala 
Electoral Accidental que se constituyó para conocer del asunto conte-
nido en el expediente Nº 2004-000021), comprendida en los oficios ya 
referidos y la decisión NC 387/2004, a pesar de estar en conocimiento 
de las razones por las cuales esta Sala no dio cumplimiento a la aludida 
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“orden”, por considerar que la decisión no tiene el carácter ni la fuerza 
vinculante de una decisión legalmente proferida”,y además, porque: 

1.- La Sala Electoral no es órgano subordinado ni jerárquicamente depen-
diente de la Sala Constitucional, natural o Accidental, ni en el plano ju-
risdiccional ni de organización administrativa, además de ser la especia-
lizada por la materia conforme a lo establecido en el artículo 297 de la 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. 

Por lo demás, la Sala Electoral destacó en relación con el invocado 
artículo 29 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías 
Constitucionales, que el mismo “sólo es aplicable en caso de desacatos 
a mandamientos de amparo constitucional, no siendo esta la situación 
planteada por la Sala Constitucional Accidental, ya que la misma seña-
ló estar conociendo de una solicitud de avocamiento y no de una acción de 
amparo constitucional”. De allí que la Sala Electoral destacara que  

Mal podría la Sala Constitucional Accidental pretender asimilar el desacato 
previsto en la mencionada Ley a la actuación de la Sala Electoral Accidental 
en defensa de su competencia, salvo que con ello pretenda, por una parte, 
amedrentar y, por la otra, distraer, mediante una sentencia de revisión consti-
tucional, la sustracción de esta Sala del conocimiento de un recurso conten-
cioso electoral para el cual sólo ella detenta la competencia, a los fines de rati-
ficar con ello hacer valer una sentencia de avocamiento que, como ha queda-
do demostrado, es inexistente y, en consecuencia, no puede ser ejecutada. 

En todo caso, y a pesar de las protestas de la Sala Electoral, ocurrió 
lo que estaba anunciado: la Sala Constitucional había concluido el se-
cuestro de la Sala Electoral del mismo Tribunal Supremo, pretendiendo 
someterla a su autoridad y a la obligación de acatar “su doctrina” ju-
risprudencial, desconociendo que la Sala Electoral tenía y tiene la mis-
ma competencia que la Sala Constitucional de ser el máximo y último 
interprete de la Constitución cuando decide los asuntos de su compe-
tencia (art. 335). Al consumar dicho secuestro, la Sala Constitucional 
también pretendía confirmar la confiscación que el Consejo Nacional 
Electoral ya había decretado del derecho a la participación política de 
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los ciudadanos mediante la petición del referendo revocatorio presi-
dencial. Ello, sin embargo, tampoco era de extrañar pues, en definitiva, 
se había dictado por un órgano del Poder Público (Poder Electoral) que 
ya había sido previamente secuestrado por la misma Sala Constitucio-
nal. 

Pero la Sala Electoral, como se ha analizado, resistió al ataque de 
la Sala Constitucional, y en la antes analizada sentencia Nº 27 del 29 de 
marzo de 2004, no sólo afirmó su competencia para ejercer la Jurisdic-
ción Contencioso Electoral, constatando que las distintas Salas del Tri-
bunal Supremo “tienen la misma jerarquía en sus respectivas compe-
tencias y atribuciones”, y rechazando “la intimación” que le había 
hecho la Sala Constitucional con base en el principio de “la igualdad 
que existe entre todas y cada una de las Salas que conforman el Tribu-
nal Supremo”; sino que resolvió elevar “a la Sala Plena la resolución de 
un conflicto de funcionamiento derivado de una ‘intimación’ u ‘orden’ 
a fin de que sea analizado, por esa Sala Plena, lo perjudicial que resulta 
para el normal funcionamiento y administración de justicia el uso de 
términos imperativos de una Sala a otra de igual jerarquía”.  

Como ya se ha señalado, todas las antes mencionadas y analizadas 
actuaciones de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia 
en Venezuela, lo que harían sería poner en evidencia, cómo un instru-
mento tan importante para afianzar el Estado de derecho como lo es la 
Jurisdicción Constitucional, podía también ser un instrumento al servi-
cio del autoritarismo, particularmente cuando sus decisiones, como 
ninguna de las decisiones de cualesquiera de las otras Salas, en princi-
pio son irrevisables. Con decisiones como la reseñada y con procesos 
como los descritos en relación con el Poder Electoral y con la Jurisdic-
ción contencioso electoral, puede decirse que en 2004, del Estado de 
derecho en Venezuela sólo había quedado la expresión verbal del artí-
culo 2 de la Constitución, y muy poco más. 
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c. El avocamiento de la causa por la Sala Constitucional a 
costa de la destrucción de la “Pirámide de Kelsen” 

La fórmula para despojar a la Sala Electoral de toda posibilidad de 
decidir en la causa contencioso electoral en la que era juez natural (Ca-
so: Julio Borges, César Pérez Vivas, Henry Ramos Allup, Jorge Sucre Castillo, 
Ramón José Medina Y Gerardo Blyde vs. Consejo Nacional Electoral), sin 
duda, era que la Sala Constitucional se avocara al conocimiento de la 
misma, tal como se le había solicitado, lo cual por supuesto no era pro-
cedente.  

Ya la misma Sala Electoral, en su sentencia Nº 27 del 29 de marzo 
de 2004, antes comentada, había sido enfática en considerar que el 
mencionado avocamiento era “a todas luces, inadmisible o en todo ca-
so improcedente de conformidad con la pertinente jurisprudencia (Vid. 
Sentencia N° 806 de fecha 24 de abril de 2002, Caso: Sintracemento), 
además de la circunstancia de haber sido solicitado por una persona 
que no es parte en los procesos judiciales involucrados cuyo avoca-
miento solicita y haber pretendido, la Sala Constitucional Accidental 
hacer valer los efectos de tal avocamiento mediante una sentencia evi-
dentemente inexistente...”. El mismo Magistrado Presidente del Tribu-
nal Supremo Iván Rincón Urdaneta, actuando como Juez de Sustancia-
ción de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, en sentencia Nº 
94 de 2 de diciembre de 2003 (Caso: Robert Osuna y otros vs. Consejo Na-
cional Electoral), ya había incluso sido expreso y enfático en declarar in-
competente a la Sala Constitucional para conocer de la impugnación de 
la Resolución N° 030925-465 de fecha 25 de septiembre de 2003, ema-
nada del Consejo Nacional Electoral, mediante la cual dictó Normas 
para Regular los Procesos de Referendos Revocatorios de Mandatos de 
Cargos de Elección Popular, por considerar que era de naturaleza elec-
toral, siendo:  
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Para este Juzgado de Sustanciación, declarar la incompetencia de la Sala para 
conocer el presente asunto, todo de conformidad con el ordinal 2° del artículo 
84, en concordancia con el ordinal 4° del artículo 124, ambos de la Ley Orgá-
nica de la Corte Suprema de Justicia. Así se declara132. 

En consecuencia, el avocamiento por la Sala Constitucional del jui-
cio de nulidad de actos administrativos de efectos externos (Resolu-
ción) y de efectos internos (Instructivo) del Consejo Nacional Electoral, 
jurídicamente no era posible, pues la competencia exclusiva para con-
trolar la constitucionalidad y legalidad de dichos actos corresponde a 
la Sala Electoral (Jurisdicción Contencioso Electoral). La Sala Constitu-
cional en forma alguna podía llegar a tener competencia para controlar 
la constitucionalidad de dichos actos administrativos, dado su rango 
sublegal y dado que sus atribuciones como Jurisdicción constitucional, 
en cuanto a juicios de nulidad, estaban limitadas al conocimiento de la 
inconstitucionalidad de los actos de rango legal, es decir, de las leyes, 
de los actos con valor de ley y de los actos dictados en ejecución directa 
e inmediata de la Constitución que tienen, por tanto, rango de ley. Los 
actos impugnados ante la Sala Electoral, sin duda alguna, no encajaban 
en dichas categorías, por lo que no teniendo competencia la Sala Cons-
titucional para conocer de su nulidad, no tenía posibilidad alguna de 
avocarse al conocimiento de la causa.  

Sin embargo, en solo tres meses el Magistrado Iván Rincón Urda-
neta cambiaría se opinión, y la Sala Constitucional con su voto, me-
diante una sentencia anunciada en su página web el 31 de marzo de 
2004, que después resultó que no existía133, anunciaría que había deci-

                                         

132  Exp. Nº AA50-T-2003-002900 

133  La Sala Constitucional en un inusitado “Comunicado” difundido el 16-04-2004 “fren-
te al uso político del derecho, ante la pretendida judicialización de la política, y ante 
las falsas, temerarias y tendenciosas declaraciones en los diversos medios de comu-
nicación social” del Magistrado de la propia Sala Pedro Rondón Haaz, señalaría que 
el proyecto de sentencia Nº 566 de 12-04-2004 habría sido aprobado el 31-04-2004. Es-
to fue nuevamente señalado en el texto de la sentencia Nº 628 de 23-04-2004 median-



 112 

dido avocarse al conocimiento de la causa contencioso electoral antes 
mencionada, que se había iniciado con la impugnación de la Resolu-
ción del Consejo Nacional Electoral Nº 040302-131 de 2 de marzo de 
2004, lo cual haría a costa de la irresponsable destrucción, de un sólo 
plumazo, de uno de los principios fundamentales del ordenamiento 
constitucional formal venezolano, como lo es el de la formación del de-
recho por grados partiendo de la Constitución, conforme al llamado 
principio de la “Pirámide de Kelsen”. 

La falaz argumentación construida por la Sala Constitucional para 
perpetrar este atentado contra el orden constitucional fue la siguiente: 
que el Consejo Nacional Electoral, al normar lo relativo a los referen-
dos revocatorios (ya que no se había dictado aún una ley específica so-
bre referendos), estaría “actuando en ejecución directa e inmediata del 
artículo 72 de la vigente Constitución” como consecuencia “del fallo 
del 25 de agosto de 2003 de la Sala Constitucional que designó el Poder 
Electoral”, por lo que el conocimiento de la nulidad de tal tipo de actos, 
correspondía entonces a la Sala Constitucional, siendo por tanto in-
competente per se para ello, la Sala Electoral.  

Tal fundamentación, sin duda, no era más que una construcción 
jurídica elaborada con el único objetivo de concluir el secuestro de la 
Sala Electoral, pues una Resolución del Consejo Nacional Electoral y 
un Instructivo para un Comité Técnico, dictado por un órgano subal-
terno de dicho Cuerpo, jamás podrían llegar a considerarse como actos 
de ejecución directa e inmediata de la Constitución, es decir, de “rango 
legal”. Dichos actos, en todo caso, eran actos de rango sublegal, es de-
cir, actos administrativos dictados en ejecución de normas de rango 
legal como la Ley Orgánica del Poder Electoral e, incluso, en ejecución 
de las Normas para Regular los Procesos de Referendos Revocatorios 
de Mandatos de Cargos de Elección Popular dictadas por el propio 
                              

te la cual se declararon improcedentes las aclaratorias a la sentencia Nº 566 de 12-04-
2004. 
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Consejo Nacional Electoral conforme a la autorización constitucional que 
tiene. El carácter sublegal de dichos actos administrativos impugnados 
resultaba, incluso, de la propia “base legal” plasmada en sus textos. 

Para llegar a la absurda mutación de unos actos administrativos 
de rango sub legal dictados en ejecución directa e inmediata de la legis-
lación, e indirecta y mediata de la Constitución, en actos estatales de 
rango legal supuestamente dictados en ejecución directa e inmediata 
de la Constitución, la Sala Constitucional en la anunciada “senten-
cia”134, que luego resultó no existir o ser sólo el proyecto de la sentencia 
Nº 566 de 12 de abril de 2004, fundamentó su competencia como Juris-
dicción Constitucional para poder avocarse al conocimiento de la causa 
en lo siguiente: 

4)  Que la Sala Constitucional, conforme a sentencia de 20 de diciembre de 
2001 (caso: Javier Elechiguerra), ratificó su competencia para conocer de los re-
cursos que se interpongan contra las leyes o actos de los poderes públicos que se 
dicten en ejecución directa de la Constitución. 

5)  Que el Poder Electoral al normar lo relativo a los referendos revocatorios, 
los cuales carecen de una ley que los regule, está actuando en ejecución directa 
e inmediata del artículo 72 de la vigente Constitución. 

                                         

134  Así se anunció en la página web del Tribunal Supremo de Justicia, el 01-04-04. El 
Magistrado Rondón Haaz de la Sala Constitucional en su Voto Salvado a la sentencia 
Nº 566 de 12-04-2004 diría que “La nota de prensa que apareció en el sitio web del 
Tribunal el 31 de marzo de 2004 es violatoria del artículo 59 de la Ley Orgánica de la 
Corte Suprema de Justicia y, por tanto, es inaceptable... la nota de prensa en cuestión 
informó sobre el contenido de la sentencia, antes de su publicación y, por tanto, de 
su existencia misma como actuación judicial, en evidente esguince evasivo del cum-
plimiento de la norma que se precitó”. Dicho Voto Salvado, aun cuando no fue pu-
blicado junto con la sentencia, se incorporó al Voto Salvado presentado por el mismo 
Magistrado a la sentencia Nº 628 de 23-04-2004 que declaró improcedentes las aclara-
torias respecto de la sentencia Nº 566. La sentencia, con el Nº 566, en todo caso, sólo 
sería publicada el día 12-04-04, coincidencialmente el mismo día en el cual la Sala 
Electoral, mediante sentencia Nº 37, decidiría el recurso de nulidad intentado contra 
de los actos del Consejo Nacional Electoral referidos a las llamadas solicitudes (del 
referendo revocatorio presidencial) con caligrafía similar, declarándolo con lugar, 
juicio cuyo conocimiento pretendía avocarse la Sala Constitucional. 
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6)  Que tal potestad del Poder Electoral es producto del fallo del 25 de agosto de 
2003 de la Sala Constitucional que designó el Poder Electoral... 

8)  Que a pesar que las Salas se encuentran en igual plano jerárquico dentro 
del Tribunal Supremo de Justicia, dada la potestad de la Sala Constitucio-
nal, conforme lo prevén el artículo 266.1 Constitucional y el Título VIII so-
bre la protección a la Constitución, para garantizar la supremacía constitu-
cional, ella tiene la competencia sobre las nulidades de los actos del Poder Electo-
ral, a los cuales se les atribuye violación directa de normas constitucionales... 

11)  Que en vista de no haber enviado la Sala Electoral a la Constitucional, los 
expedientes que se le solicitaron según oficio N° 04-0570, y constarle que 
dicha Sala Electoral conocía de causas para las cuales carecía de competencia, la 
Sala Constitucional decidió avocarse a conocer dichas causas, aunado a que 
constató un desorden procesal proveniente de que la Sala Electoral Acci-
dental resolvió una solicitud de amparo cautelar en uno de los procesos de 
nulidad incoado contra los actos del Poder Electoral, sin haber admitido el 
juicio de nulidad; y donde sentenció el fondo de la acción de nulidad de-
ntro de una medida cautelar, desnaturalizando dicha medida, lo que origi-
nó el fallo N° 442 del 23 de marzo de 2004 de esta Sala que anuló lo decidi-
do en dicho amparo, y el cual se dictó en el juicio de revisión incoado por el 
ciudadano Ismael García, en su carácter de Diputado de la Asamblea Na-
cional por el estado Aragua y Coordinador Nacional de la agrupación de 
ciudadanos Comando Nacional de Campaña Ayacucho, de la sentencia N° 
24 dictada, el 15 de marzo de 2004, por la Sala Electoral Accidental de este 
Tribunal Supremo de Justicia. 

Con la “anunciada” anulación de la sentencia cautelar Nº 24 del 15 
de marzo de 2004 de la Sala Electoral y con el “anunciado” avocamien-
to de la causa, supuestamente decidido por la Sala Constitucional, 
habría quedado consolidado, por tanto, el secuestro de la Sala Electoral 
al pretenderse imposibilitarla para decidir en cualquier caso vinculado 
a los referendos revocatorios, quedando confiscado el derecho ciuda-
dano a la participación política; y todo ello, mediante decisiones que 
luego se constató no existían, de la Sala Constitucional la cual, al con-
trario, tenía por misión asegurar el funcionamiento de los órganos del 
Poder Público y el ejercicio de los derechos ciudadanos. 

Como se dijo, la sentencia de avocamiento que había sido anun-
ciada públicamente por la Sala Constitucional el 31 de marzo de 2004, 
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resultó que no existía o que sólo era un proyecto de una decisión que 
se adoptaría el 12 de abril de 2004 cuando la Sala publicó la sentencia 
Nº 566, sin el Voto Salvado de un de sus Magistrados, avocándose al 
conocimiento de la causa135. El avocamiento entre Salas del Tribunal 
Supremo evidentemente que no es procedente, pues ninguna Sala es 
superior a las otras. Por tanto, sólo violando la Constitución podía la 
Sala Constitucional avocarse al conocimiento de una causa cursante 
ante otra Sala del Tribunal Supremo, como lo hizo en la sentencia Nº 
566136, en la cual, además, indicó que ello supuestamente ya tenía como 
precedente una decisión de la Sala Político Administrativa de la anti-
gua Corte Suprema de Justicia respecto de una causa que cursaba ante 
la Sala de Casación Civil en 1999137, lo cual era completamente falso.  

En esta sentencia Nº 566, la Sala Constitucional de nuevo justificó 
su competencia para avocarse en el supuesto carácter de actos de eje-
cución directa de la Constitución de los dictados por el Consejo Nacio-
nal Electoral, y que eran objeto del juicio de nulidad ante la Sala Electo-

                                         

135  El Magistrado Rondón Haaz de la Sala Constitucional, calificaría la sentencia de nu-
la, por haber sido publicada sin su voto salvado, para cuya consignación disponía de 
cinco días. Véase Globovisión. Com, Caracas 15-04-2004.  

136  El Magistrado Rondón Haaz, en su Voto Salvado a la sentencia, en efecto señaló con 
razón que: “Determina así, la Ley, que, para la procedencia del avocamiento, debe 
ser otro Tribunal en donde curse el expediente que será solicitado, lo cual excluye, 
como es evidente, a las otras Salas del Tribunal Supremo de Justicia; y no podría ser 
de otra forma, tanto por la igualdad de jerarquía entre las Salas como por el caos que 
supondría, para el proceso y los justiciables, que unas Salas pudiesen avocar las cau-
sas de las otras”. Véase el texto del Voto Salvado, en el Voto salvado que presentó a 
la sentencia Nº 628 de 23-04-2004. 

137  El Magistrado Rondón Haaz, en su Voto Salvado a la sentencia, calificó de “mendaz 
la declaratoria de la mayoría sentenciadora”, calificándola como una “violación al 
Código de Ética del Abogado en que incurrieron los Magistrados que suscribieron la 
sentencia”, pues la Sala Político Administrativa nunca había decidido avocarse al 
conocimiento de causa alguna que cursaba ante la Sala de Casación Civil, habiéndo-
se limitado en decisión de 11-11-1999 a solicitarle a la Sala de Casación Civil un ex-
pediente sólo para estudiar una solicitud de avocamiento que había formulado el 
Procurador General de la República en unos juicios (Caso Capriles), solicitud que 
luego fue desistida por el Procurador.  
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ral. La Sala Constitucional para ello, señaló que su propia doctrina so-
bre su competencia para avocarse del conocimiento de causas (senten-
cia Nº 806 del 24 de abril de 2002, Caso: Sintracemento), merecía “ser 
ajustada a la realidad jurídico-procesal, por cuanto para avocarse al 
conocimiento de un asunto se requiere del poder de decisión sobre el fondo o 
mérito de la causa, y ello porque justamente con el avocamiento se deroga la 
competencia del juez que conoce, basada en causas que lo justifiquen, siempre 
que el avocante sea también competente”. 

En consecuencia, para justificar lo injustificable, es decir, la dero-
gación de la competencia de la Sala Electoral como juez natural de la 
Jurisdicción Contencioso Electoral, se refirió a su competencia para co-
nocer de los recursos de inconstitucionalidad que se interpongan co-
ntra leyes o actos de los poderes públicos “que se dicten en ejecución 
directa de la Constitución o que tengan rango de ley”, reiterando el cri-
terio establecido en sentencia Nº 2748 del 20 de diciembre de 2001 (Ca-
so: Fiscal General de la República (Javier Elechiguerra Naranjo), en la cual 
ya se había confundido el criterio para la calificación de dichos actos 
dictados en ejecución directa de la Constitución. En efecto, en la sen-
tencia Nº 566 de 12 de abril de 2004, la Sala citó parcialmente la referi-
da sentencia Nº 2748 de 20 de diciembre de 2004, copiando el siguiente 
extracto donde señaló que el criterio se basaba en:  

... la forma de cómo un determinado acto jurídico se articula con las normas 
constitucionales, es decir, si su ejecución obedece en primer término a una 
disposición legal que regula su práctica o si deriva directamente de una nor-
ma constitucional que no requiere de ley alguna que regule el ejercicio del de-
recho o de la atribución que fundamenta el acto. Es un hecho bastante genera-
lizado que los derechos fundamentales y la normativa que se refiere a la crea-
ción de órganos de los poderes públicos y su habilitación, en la mayoría de 
las constituciones vigentes en distintos países, son considerados de aplicación 
inmediata y directa”. 
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La Sala Constitucional, en dicha sentencia Nº 2748, con anteriori-
dad al párrafo citado, había señalado que el hecho de que algunos ac-
tos estatales sean dictados en ejecución directa de normas constitucionales: 

... significa que la competencia para ejecutar dichos actos esté de tal manera, 
clara e indubitable, atribuida por la Constitución al órgano ejecutante que no 
requiera de una ley habilitante que regule su ejercicio y que, la misma Consti-
tución no lo reserve (su ejercicio) a la creación de una ley por el Poder Legis-
lativo138. 

En realidad, en dicha sentencia la Sala, en efecto, confundió dos 
principios constitucionales: una cosa es el principio de la aplicación di-
recta e inmediata de las normas constitucionales que en materia de de-
rechos fundamentales o de competencia de los órganos del Poder Pú-
blico no requieren (pero no excluyen) la existencia previa de leyes para 
ser aplicadas (este es el criterio desarrollado en la sentencia); y otra co-
sa, es el rango que tiene los diversos actos del Poder Público en el or-
denamiento jurídico en relación con la Constitución, en el sentido de 
que algunos son dictados en ejecución directa e inmediata de la Consti-
tución (rango legal) no siendo posible su regulación por ley y otros lo 
son en ejecución directa e inmediata de la legislación e indirecta y me-
diata de la Constitución (rango sub legal). 

En efecto, en su sentencia, para impropiamente atribuirse una 
competencia que no tiene, la Sala Constitucional confundió la noción 
de actos estatales de ejecución directa e inmediata de la Constitución, 
con las normas constitucionales de aplicación directa e inmediata. Se 
insiste, los primeros, los actos de “ejecución directa e inmediata de la 
Constitución” no sólo no requieren de ley alguna que los regule, sino 
que constitucionalmente no podría dictarse ley alguna que se inter-

                                         

138  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
2001, pp. 389-390. 
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ponga entre la norma constitucional y el acto estatal139. Por ello es que 
se dice que son actos dictados en ejecución directa e inmediata de la 
Constitución, es decir, de rango legal conforme a la teoría de la forma-
ción escalonada del orden jurídico, que están sometidos al control de 
constitucionalidad por parte de la Sala Constitucional (Jurisdicción 
constitucional), ya que no son actos en cuya emisión el órgano respec-
tivo pueda estar condicionado por la ley alguna. Otra cosa son las 
normas constitucionales de “aplicación directa e inmediata” de la 
Constitución, que no requieren de ley alguna para su aplicación, pero 
que no excluyen su necesaria sanción. Los actos que se dicten para eje-
cutar estas normas son actos administrativos que por ser de rango sub 
legal están sometidos no sólo a la Constitución sino a la ley, y por eso 
es que su control corresponde a la Jurisdicción contencioso administra-
tiva a la Jurisdicción contencioso electoral, en su caso.  

La Sala Constitucional, muy interesadamente, confundió dichas 
nociones, pretendiendo aplicar su competencia de control de constitu-
cionalidad respecto de actos administrativos como los dictados por el 
Consejo Nacional Electoral, basándose en el argumento circunstancial 
de que “no se ha dictado una ley para regular ninguna de las modali-
dades “referendarias”, (ignorando de paso, por ejemplo, a la Ley Or-
gánica del Sufragio y Participación Política), llegando entonces a la ab-
surda conclusión -que el Magistrado Rondón Haaz en su Voto Salvado 
calificó como un “dislate”- de que los actos dictados a tales efectos por 
el Consejo Nacional Electoral serían: 

 

                                         

139  En materia electoral, con razón, el Magistrado Rondón Haaz en su Voto Salvado a la 
sentencia señaló: “No cabe duda, según el tenor de las normas en cuestión, que la 
materia electoral debe ser regulada por ley -y no podría ser de otra forma, puesto 
que atañe al ejercicio de derechos constitucionales como a la participación y al sufra-
gio-, de modo que no se trata de un materia que no requiera de ley alguna que regu-
le el ejercicio del derecho o de la atribución que fundamenta el acto; todo lo contra-
rio”. 
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[A]ctos en ejecución directa e inmediata de la Constitución, fundados en el ar-
tículo 72 y en la Disposición Transitoria Octava de la Carta Magna. La invoca-
toria de la Ley Orgánica del Poder Electoral y el mismo artículo 293 constitu-
cional es a los solos efectos de fundamentar la competencia, pero no hay texto 
legal pre o post-constitucional que regule los procesos de referendos revoca-
torios de mandatos de cargos de elección popular. 

La Sala Constitucional, luego de “justificar” de esa manera su su-
puesta competencia para conocer de la nulidad de los actos menciona-
dos del Consejo Nacional Electoral, y de analizar las vicisitudes del ca-
so en el cual la Sala Electoral ratificó su competencia en la materia, de-
cidió avocarse al conocimiento de las causas, con el siguiente argumen-
to:  

Esta Sala atendiendo a la razonabilidad y ponderación de los hechos suscita-
dos con ocasión de las causas sobre las cuales se ha formulado la presente so-
licitud, y en aras de preservar la correcta administración de justicia, que con-
lleva al desarrollo de un proceso donde se garantice la aplicación de los prin-
cipios y garantías constitucionales, visto que se ha producido al menos en un 
proceso un desorden procesal en la Sala Electoral que atenta contra el Estado 
de Derecho y la transparencia de la justicia, juzga pertinente avocarse al co-
nocimiento de las causas señaladas por el solicitante, las cuales resolverá con 
carácter definitivo. Así se decide. 

La consecuencia del avocamiento fue la orden a la Sala Electoral 
de remitirle de inmediato los expedientes respectivos “así como todos 
los expedientes contentivos de las acciones de nulidad, amparo o cual-
quier otro recurso incoado contra los actos del Poder Electoral, relati-
vos a los procesos de referendos revocatorios de mandatos de cargos 
de elección popular”. Además, declaró nula cualquier decisión que en 
dichos expedientes se hubiera podido haber tomado por la Sala Electo-
ral “a partir de la fecha de recepción de la orden de remisión de los ex-
pedientes, comunicada según oficio N° 04-0570 de esta Sala. Además, 
de lo ya anulado según sentencia de esta Sala N° 442 del 23 de marzo 
de 2004”. Concluyó la Sala informándole al Consejo Nacional Electoral 
“que sólo debe acatar las decisiones de esta Sala Constitucional en la 
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materia de que se trata este fallo”, declarando que “la doctrina conte-
nida en el presente fallo tiene carácter vinculante”. 

Sobre esto último, por supuesto, salvo para tratar de imponer “a la 
fuerza” lo resuelto en la sentencia, no se entiende cual es la doctrina 
vinculante que establece, pues la Sala no “interpretó” en su sentencia 
norma o principio constitucional alguno, respecto de la cual se pueda 
identificar su carácter vinculante140. 

En definitiva, la sentencia Nº 566 de la Sala Constitucional, al sub-
vertir principios fundamentales del ordenamiento constitucional como 
el de la formación del derecho por grado; al subvertir el orden procesal 
al pretender despojar a la Jurisdicción electoral de sus competencias, 
pretendiendo convertir a la Sala Electoral en un órgano judicial subor-
dinado, creó un desorden procesal inaceptable y, como lo destacó el 
Voto Salvado del Magistrado Rondón Haaz, las “evidentes contradic-
ciones de dicho fallo y las groseras incongruencias del mismo con los 
criterios conformantes de la jurisprudencia de la Sala, la divorcian y 
distancian abismalmente del propósito de uniformidad en la interpre-
tación y aplicación de la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela que preceptúa el artículo 335 eiusdem”.  

 

 

                                         

140  Como lo advirtió el Magistrado Rondón Haaz en su Voto Salvado: “El fallo del que 
se difiere solucionó -en forma por demás desacertada- un caso concreto y analizó la 
potestad de avocamiento que la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia otorga 
al Tribunal Supremo de Justicia, pero no interpretó el contenido o alcance de norma, 
principio o valor alguno de rango constitucional, de modo que sus razonamientos 
para la resolución del caso de autos no gozan del carácter vinculante a que se refiere 
el artículo 335 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, cuya fi-
nalidad, como revela el título y capítulo de la Constitución en donde se inserta la 
norma, es la protección y garantía de la Carta Magna”. 
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D.   El nuevo secuestro de la Sala Electoral con ocasión de la deci-
sión definitiva anulando los actos del Consejo Nacional Electo-
ral. 

Ahora bien, el mismo día en el cual la Sala Constitucional publica-
ba la sentencia Nº 566 de 12 de abril de 2004, avocándose al conoci-
miento de la causa en el juicio de nulidad que había sido intentado por 
Julio Borges, César Pérez Vivas, Henry Ramos Allup, Jorge Sucre Casti-
llo, Ramón José Medina y Gerardo Blyde contra el “Instructivo sobre el 
tratamiento por el Comité Técnico Superior de las firmas de caligrafía 
similar o renglones de planillas llenadas por la misma persona” del 24 
de febrero de 2004 y, la Resolución Nº 040302-131 del 2 de marzo de 
2004 del Consejo Nacional Electoral, la Sala Electoral del Tribunal Su-
premo había dictado otra sentencia, la Nº 37 de 12 de abril de 2004 en 
la cual, no sólo anuló dichos actos administrativos, sino que planteó 
“ante la Sala Plena del Tribunal Supremo de Justicia, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 42, numeral 21 de la Ley Orgánica de la 
Corte Suprema de Justicia, el conflicto de competencia entre esta Sala 
Electoral Accidental y la Sala Constitucional Accidental”.  

En virtud de ello, la Sala Electoral ordenó al Consejo Nacional 
Electoral, primero, validar las firmas colocadas “bajo observación” rela-
cionadas en el literal “h” del Primer Resuelve de la Resolución anula-
da, y que alcanzaba el número de 876.017, “dentro del lapso de cinco 
(5) días continuos siguientes a la notificación de la presente decisión”; 
segundo, aplicar a tales solicitudes el procedimiento de reparo conforme 
a lo establecido en el segundo aparte del artículo 31 de las Normas pa-
ra regular los procesos de Referendos Revocatorios de mandatos de 
cargos de elección popular, “a los fines de que los ciudadanos que ma-
nifiesten no haber firmado soliciten su exclusión, dentro del lapso de 
cinco (5) días continuos siguientes a la notificación de la presente deci-
sión”; tercero, incluir en el proceso de reparo a ser convocado, a los 
electores firmantes contenidos en las 39.060 planillas que habían sido 
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invalidadas por dicho órgano electoral, con fundamento en lo estable-
cido en los numerales 2, 3, 4 y 5 del artículo 4 de las Normas sobre los 
Criterios de Validación de las Firmas y de las Planillas de Recolección 
de Firmas para los Procesos de Referendo Revocatorio de Mandatos de 
Cargos de Elección Popular, conforme lo dispone el primer aparte del 
artículo 31 de las Normas para regular los procesos de referendos re-
vocatorios de mandatos de cargos de elección popular, “dentro del lap-
so de cinco (5) días continuos siguientes a la notificación de la presente 
decisión”; cuarto, procediera a efectuar el procedimiento de reparo en 
el lapso establecido en el artículo 31 de las citadas Normas “y luego de 
realizado éste procedimiento, y de existir al menos el veinte por ciento 
(20%) de solicitudes válidas, proceda a convocar el referéndum revoca-
torio a que se refiere el presente fallo, en el lapso establecido en el artí-
culo 33 de dichas Normas”. 

Finalmente, tal como se mencionó, la Sala Electoral, en virtud de la 
decisión que había anunciado la Sala Constitucional el 31 de marzo de 
2004, planteó “ante la Sala Plena del Tribunal Supremo de Justicia, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 42, numeral 21 de la Ley 
Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, el conflicto de competencia 
entre esta Sala Electoral Accidental y la Sala Constitucional Acciden-
tal”. Como hemos dicho, esa norma atribuye competencias a las Salas 
de Casación Civil y Penal para dirimir conflictos entre tribunales de 
sus jurisdicciones, pero no a la Sala Plena. 

La sentencia Nº 37 de la Sala Electoral, como se dijo, se publicó a 
las 9:45 a.m. del día 12 de abril de 2004. Ese mismo día, como se ha 
analizado anteriormente, la Sala Constitucional mediante sentencia Nº 
566 (publicada irregularmente sin el Voto Salvado del Magistrado 
Rondón Haaz)141 resolvería avocarse al conocimiento de la causa.  

                                         

141  Véase el reportaje de Juan Francisco Alonso en El Universal, Caracas 15-04-2004. 
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Pero cabía preguntarse: ¿Cuál causa? ¿Una donde ya existía sen-
tencia definitivamente firme como la antes comentada de la Sala Elec-
toral? La Sala Constitucional, por ello, también decidiría en su senten-
cia de avocamiento, que “Se declara NULA cualquier decisión que en 
dichos expedientes se haya tomado por la Sala Electoral Accidental o 
Principal, a partir de la fecha de recepción de la orden de remisión de 
los expedientes, comunicada según oficio N° 04-0570 de esta Sala”. La 
Sala Constitucional, además, en su sentencia de avocamiento reiteraría 
“lo ya anulado según sentencia de esta Sala N° 442 del 23 de marzo de 
2004”, es decir, la nulidad de la sentencia de la Sala Electoral dictada al 
decidir la medida cautelar de amparo en la misma causa; decisión que, 
por lo demás, se podía considerar que había cesado en sus efectos ese 
mismo día, al haber la Sala Electoral dictado la sentencia definitiva en 
la causa. 

Lo cierto, en todo caso, es que para el día 15 de abril de 2004, ya se 
anunciaba en la prensa que la Sala Constitucional anularía la sentencia 
definitiva de la Sala Electoral142 con motivo de decidir sobre las solici-
tudes de “aclaratoria” de la sentencia Nº 566 de 12 de abril de 2004, que 
habían sido formuladas por el Consejo Nacional Electoral y el denomi-
nado Comando Ayacucho. El viernes 16 de abril de 2004, desde la Se-
cretaría de la Sala Constitucional se informaría a la prensa que “la in-
validación había sido acordada” y uno de los conjueces “había confir-
mado el anuncio a los representantes de los medios de comunica-

                                         

142  En el reportaje de Juan Francisco Alonso, se indicaba que “La invalidación se produ-
cirá bajo el argumento de que la instancia que interpreta la Carta Magna es la única 
competente para conocer los casos relacionados con los referendos, debido a la au-
sencia de un instrumento legal que los regule y que los magistrados Alberto Martini, 
Rafael Hernández y Orlando Gravina (suplente de Luis Martínez) desacataron a la 
Constitucional cuando se pronunciaron sobre la validez de las llamadas rúbricas 
asistidas, aun cuando se lo habían prohibido”, El Universal, Caracas 15-04-2004 
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ción”143; pero el martes 20, unos diputados de la oposición solicitarían a 
la Sala Electoral procediera a la ejecución forzosa de su sentencia144.  

La Sala Constitucional el 23 de abril de 2004, pondría fin a todo es-
te complejo proceso de secuestro de la Sala Electoral, al dictar la sen-
tencia No. 628 con ocasión de decidir las solicitudes de aclaratoria que 
se le habían formulado respecto de la sentencia No 566 de 12 de abril 
de 2004 mediante la cual se había avocado al conocimiento de la causa. 
La Sala Constitucional, al declarar improcedente las aclaratorias solici-
tadas (porque no existían dudas acerca de la actuación irregular de la 
Sala Electoral); sin embargo, le negó sus competencias a la Sala Electo-
ral, declaró nulas de nulidad absoluta sus decisiones, negó, además, de 
antemano, las posibles competencias de la Sala Plena del mismo Tribu-
nal Supremo; y decidió que la Sala Constitucional tenía competencia 
exclusiva para resolver “la materia referendaria atiende a una Ley especial 
que no se ha dictado, motivo por el cual lo que a ella se refiere es ejecución di-
recta del artículo 72 constitucional”. Después de haber “decidido” sobre 

                                         

143  Sin embargo, como lo reseñó el periodista Juan Francisco Alonso: “Pero a las 2:30 
p.m. De La Hoz corrigió la versión: “Cuenta con la aprobación de cuatro magistra-
dos, pero no ha sido aprobada”. Aseguró que todo se debió “a una confusión” y 
ofreció disculpas a los periodistas... Por su parte, el conjuez Vadell afirmó que el fa-
llo había contado con su respaldo y con el de los magistrados Rincón y Cabrera. Del 
mismo modo aseguró que el magistrado Pedro Rondón Haaz había participado en la 
reunión y que había salvado su voto”. Véase en El Universal, Caracas 17-04-2004. 

144  El Diputado Gerardo Blyde informaría que: “una vez vencido el plazo de cinco días -
que la propia decisión establecía como lapso para cumplir con el dictamen-, el TSJ 
debe emplazar al ente comicial a decir cuáles han sido sus gestiones para acatar la 
medida. “Una vez que sea recibido el informe o si no es recibido en el CNE, entonces 
solicitaremos la ejecución forzosa y los siguientes pasos que, en este proceso de eje-
cución de sentencia, vamos a continuar ante la Sala Electoral”, dijo el dirigente de la 
tolda amarilla. El diputado también solicitó formalmente ante la Sala Constitucional 
que -hasta no decidirse el conflicto de competencias planteado ante la Sala Plena- se 
abstenga de producir nuevas decisiones respecto al avocamiento del caso de las fir-
mas. Tras una visita a la secretaría de la Sala Plena, Blyde pudo confirmar que el caso 
del conflicto de competencias está siendo enviado del Juzgado de Sustanciación a la 
cuenta de la Sala para nombrar ponentes, de modo que ya se estaría aproximando 
una decisión al respecto”. Véase en El Universal.com, Caracas, 20-04-2004. 
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todas las cuestiones antes indicadas, sin embargo, la Sala Constitucio-
nal concluyó señalando que no tenía nada que aclarar, ya que supues-
tamente no existían puntos dudosos u oscuros en la sentencia N° 566 
del 12 de abril de 2004, razón por la cual declaró improcedentes las 
aclaratorias solicitadas.  

En esta forma, la Sala Constitucional, con la excusa de declarar 
improcedentes las aclaratorias que se le solicitaron respecto de la sen-
tencia Nº 566 de 12 de abril de 2004, no sólo cambió la fecha de dicha 
sentencia al señalar que no era del 12 de abril de 2004 sino del “31 de 
marzo de 2004 y publicada el 12 de abril de 2004”, sino que decidió so-
bre una materia que no se le había solicitado declarando que la senten-
cia de la Sala Electoral Nº 38 de esa misma fecha de 12 de abril de 2004, 
era una “sentencia nula de nulidad absoluta”; y además, de paso, 
habría sentado el criterio de que las sentencias de la Sala Plena también 
serían revisables por la Sala Constitucional si se apartaban de sus “in-
terpretaciones vinculantes”, lo cual sería un disparate, pues los Magis-
trados de la Sala Constitucional son también miembros de la Sala Ple-
na. 

El Magistrado Rondón Haaz salvó su voto en relación con dicha 
decisión, en cuyo texto materialmente transcribió su Voto Salvado a la 
sentencia Nº 566 de la Sala Constitucional, antes se ha comentado y 
que no había sido publicado con la misma, agregando sin embargo, 
que: 

Por otra parte, no consta que la sentencia N° 566, que, en todo caso, es la que 
pudo sustraer a la Sala Electoral el conocimiento de la causa, haya sido notifi-
cada a dicha Sala antes de que dictara la sentencia N° 37. Si, como lo apuntó 
la Sala Constitucional en la decisión N° 566 (Consideraciones para decidir, punto 
3.-), la remisión del expediente no era necesaria para la decisión sobre el avo-
camiento, ningún sentido tenía ordenar la paralización de una causa (median-
te decisión inexistente por carecer de las firmas de dos Magistrados, como se 
razonará infra), cuyo conocimiento no había asumido todavía la Sala Consti-
tucional.  
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Además, el Magistrado disidente advirtió con razón, que la “sen-
tencia aclaratoria, a pesar de que declara la improcedencia de las solici-
tudes de aclaración, innovó respecto del fallo a que se refiere, en viola-
ción del artículo 252 del Código de Procedimiento Civil”, señalando 
entre otros aspectos, lo siguiente: 

Es incomprensible que se desestimen las solicitudes de “aclaratorias” que fue-
ron examinadas, y, a la vez, la Sala Constitucional declare la nulidad de la 
sentencia n° 37 de la Sala Electoral, que fue pronunciada después del fallo n° 
566 de aquélla, a pesar de que la nulidad “declarada” se refirió, con absoluta 
indeterminación, a cualquier decisión que “se haya tomado por la Sala Electoral 
Accidental...”, es decir, incluso las que ya habían sido pronunciadas el 12 de 
abril de 2004, cuando se dictó el pronunciamiento n° 566. Ni siquiera median-
te una solicitud de ampliación era procedente la nulidad de la sentencia n° 37 
de la Sala Electoral, porque no formó parte del thema decidendum respecto de 
la petición de avocamiento y, por ende, del dispositivo del fallo n° 566 de la 
Sala Constitucional. 

En esta forma, la posibilidad de realización del referendo revoca-
torio del mandato del Presidente de la República, conforme a las solici-
tudes que se habían formulado ante el Consejo Nacional Electoral, 
quedaba sometida a lo que había resuelto mediante Resolución Nº 
040302-131 del Consejo Nacional Electoral de 2 de marzo de 2004, antes 
comentada, complementada con las Normas que tienen por objeto regular 
la fase de reparo aprobadas el 20 de abril de 2004, que también hemos 
comentado.  

Con ello, el referido procedimiento de “reparo” se había converti-
do en un “tercer firmazo” con menos posibilidades y con menos días, 
sometiéndose a los ciudadanos a intensas presiones políticas y guber-
namentales, pues en definitiva, lo que constitucionalmente era el sim-
ple ejercicio de un derecho ciudadano de peticionar, a los ojos y oídos 
del poder político y del Gobierno se había convertido en una afrenta 
contra el Presidente de la República y contra todos los órganos del Es-
tado, dispuestos a vengarla contra más de tres millones de venezola-
nos, que quedaban marginados de toda posible relación con el Estado, 
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incluso para el ejercicio de sus más elementales derechos. El procedi-
miento de reparo de las firmas, sin embargo, se realizó y el Consejo 
Nacional Electoral no tuvo otra salida que convocar el referendo revo-
catorio del mandato del Presidente de la República que se realizó el 15 
de agosto de 2004. 

De todo este proceso de conflicto judicial, lo que había quedado 
claro durante los años de vigencia de la Constitución, había sido su 
constante violación, el desdibujamiento de la penta división del Poder 
Público, y cómo la Sala Constitucional del Tribunal Supremo en lugar 
de ser garante último de la supremacía de la Constitución había sido el 
instrumento para el secuestro del Poder Electoral y de la Sala Electoral 
del Tribunal Supremo y para la confiscación del derecho ciudadano a 
la participación política.  

IV.  LA INTERVENCIÓN LEGISLATIVA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
DE JUSTICIA  

1. El establecimiento de bases legales para el control político del Tribu-
nal Supremo de Justicia  

En mayo de 2004, la Asamblea Nacional sancionó la muy esperada 
Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia145, con un texto mal es-
tructurado y peor sistematizado, uno de cuyos objetivos era aumentar 
el número de los Magistrados de las Salas del Tribunal Supremo. En 
efecto, la Ley dispuso que la Sala Constitucional estaría integrada por 7 
Magistrados y las Salas Político-Administrativa, de Casación Civil, de 
Casación Penal, de Casación Social y Electoral por 5 Magistrados cada 
una de ellas (Art. 2, párrafo 2º), elevándose así el número de Magistra-

                                         

145  Véase en Gaceta Oficial Nº 37942 de 20-05-2004. Véase sobre dicha Ley, véase Allan R. 
Brewer-Carías, Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia. Procesos y procedimientos 
constitucionales y contencioso-administrativos, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2004 
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dos de 20 a 32. En esta forma, el gobierno, que controlaba la Asamblea 
a través del partido de gobierno cuyos directivos eran el propio Presi-
dente de la República y sus Ministros, nombrando por simple mayoría 
a los Magistrados, podía controlar totalmente al Tribunal Supremo de 
Justicia146. 

Como consecuencia de este aumento de los Magistrados del Tri-
bunal Supremo, la Asamblea Nacional de inmediato inició el proceso 
para su selección de candidatos a Magistrados, conforme a las previ-
siones de la Ley Orgánica, que en materia de conformación del Comité 
de Postulaciones Judiciales, violaba abiertamente la Constitución y el 
derecho político a la participación en el mismo. 

2.  La nueva burla al derecho a la participación política con la configu-
ración del Comité de Postulaciones Judiciales 

En efecto, conforme a la Ley Orgánica, el Comité de Postulaciones 
Judiciales es un órgano asesor del Poder Judicial para la selección de 
los candidatos a Magistrados del Tribunal Supremo de Justicia; e i-
gualmente debe asesorar a los Colegios Electorales Judiciales para la 
elección de los jueces o juezas de la jurisdicción disciplinaria (Artículo 
13, párrafo 1º). Este Comité de Postulaciones Judiciales, conforme al 
artículo 13, párrafo 2º de la Ley, debe ser designado por un período de 
2 años, por mayoría simple de la Asamblea Nacional, “como máximo 
órgano representativo de la sociedad venezolana”. 

 Sin embargo, en lugar de estar integrado sólo y exclusivamente 
“por representantes de los diversos sectores de la sociedad” como lo 
exige la Constitución (Art. 270), la Ley Orgánica dispuso que esta inte-
grado por “once (11) miembros principales, con sus respectivos suplen-

                                         

146  Por ello, el Presidente de la República declaró: “Tan pronto llegue a las puertas de 
Miraflores, la firmaré para que se activen los mecanismos previstos para revisar uno 
a uno los requisitos para ser magistrados…A ver si los cumplen”. En El Nacional, Ca-
racas, 17-05-2004, p. A-6  
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tes, cinco (5) de lo cuales serán elegidos del seno del órgano legislativo 
nacional, y los otros seis (6) miembros, de los demás sectores de la so-
ciedad, los cuales se elegirán en un procedimiento público” (Art. 13, 
párrafo 2º). Los diputados a la Asamblea Nacional, sin embargo, por 
esencia, no pueden considerarse representantes de la sociedad civil, 
por lo que la Ley incurrió en una violación de la Constitución al consti-
tuir en realidad, una Comisión Parlamentaria ampliada. 

La Asamblea Nacional debe designar a uno de los integrantes del 
Comité de Postulaciones Judiciales, como Presidente de dicho órgano 
(Art. 13, párrafo 2º), a quien corresponde convocar a las reuniones or-
dinarias y extraordinarias del Comité; así como elaborar la agenda que 
debe presentar a la consideración del Comité en la reunión correspon-
diente (Art. 13, párrafo 3º). 

Conforme al artículo 14, párrafo 4º, el Comité de Postulaciones Ju-
diciales debe funcionar por el tiempo establecido en el artículo 13 de la 
Ley, siendo su sede la Asamblea Nacional. Sus gastos, de acuerdo con 
la misma norma, corren a cargo de la propia Asamblea, lo que confir-
ma el carácter parlamentario de la “Comisión”. Los integrantes del 
Comité de Postulaciones Judiciales, sin embargo, dispone la Ley, que 
no deben percibir remuneración alguna por el ejercicio de sus funcio-
nes, “salvo la dieta que se pagará para cubrir sus gastos a los represen-
tantes de la sociedad, provenientes de provincia que los integraren”. El 
Comité de Postulaciones Judiciales debe dictar su Reglamento Interno 
de organización y funcionamiento. 

El Comité de Postulaciones Judiciales tiene como función esencial, 
el seleccionar “mediante un proceso público y transparente, y aten-
diendo los requisitos exigidos constitucionalmente” a los candidatos a 
Magistrados del Tribunal Supremo de Justicia que deban ser presenta-
dos al Poder Ciudadano para la segunda preselección, en los términos 
establecidos en el artículo 264 de la Constitución. El artículo 13, párrafo 
4, limita indebidamente la facultad constitucional del Poder Ciudadano 
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al establecer que éste “deberá, en lo posible, y salvo causa grave, respe-
tar la selección que provenga del Comité de Postulaciones Judiciales”. 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 13, párrafo 5º de la ley, los 
miembros del Comité de Postulaciones Judiciales deben ser ciudada-
nos venezolanos, de reconocida honorabilidad y prestigio en el ejerci-
cio de las funciones o profesión que ejerzan o les haya correspondido 
ejercer. Además, deben ser mayores de 35 años y no haber sido some-
tidos a ningún tipo de sanción administrativa, disciplinaria o penal. 

El Comité de Postulaciones Judiciales se debe instalar al día si-
guiente de la última designación de sus miembros, y escogerá de su 
seno un Vicepresidente, y fuera de él, un Secretario. Para sus delibera-
ciones requiere la presencia de la mayoría absoluta de sus integrantes, 
tomando sus decisiones con el voto favorable de la mayoría de los pre-
sentes (Art. 13, párrafo 6º). 

3. La inconstitucional violación del régimen constitucional de la remo-
ción de los Magistrados 

De acuerdo con el artículo 265 de la Constitución, los magistrados 
del Tribunal Supremo de Justicia pueden ser removidos por la Asam-
blea Nacional mediante una mayoría calificada de las dos terceras par-
tes de sus integrantes, previa audiencia concedida al interesado, en ca-
so de faltas graves ya calificadas por el Poder Ciudadano, en los térmi-
nos que la ley establezca. Esta, sin duda, es una ingerencia no conve-
niente ni aceptable de la instancia política del Poder en relación con la 
Administración de Justicia, pero así quedó plasmada en la Constitu-
ción, limitando indebidamente la independencia del Poder Judicial. 

El artículo 23 párrafo 3º de la Ley Orgánica, también establece que 
los Magistrados del Tribunal Supremo de Justicia pueden ser sancio-
nados o removidos de sus cargos, en casos de faltas graves, por la 
Asamblea Nacional, previa la solicitud y calificación de las faltas que 
realizare el Poder Ciudadano. En caso de remoción, la misma debe ser 
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acordada por aprobación de una mayoría calificada de las 2/3 partes 
de los integrantes de la Asamblea Nacional, previa audiencia del Ma-
gistrado. Conforme a la Ley Orgánica, a partir del momento en que el 
Poder Ciudadano califique la falta como grave y solicite la remoción por 
unanimidad, el Magistrado queda suspendido del cargo, hasta la deci-
sión definitiva de la Asamblea Nacional.  

Ahora bien, el artículo 12, párrafo 1º de la ley Orgánica desarrolla 
el contenido del artículo 265 de la Constitución, indicando que los Ma-
gistrados del Tribunal Supremo de Justicia pueden ser removidos de 
sus cargos en los términos establecidos en dicho artículo 265 constitu-
cional, a cuyo efecto ha establecido como “causa grave” para ello, las 
siguientes: 

1. Las establecidas en el artículo 11 de la Ley Orgánica del Poder Ciudadano. 

2. Por manifiesta incapacidad físico-mental permanente, certificada por una 
junta médica, designada por el Tribunal Supremo de Justicia con la aproba-
ción de la Asamblea Nacional. 

3. No ser imparcial o independiente en el ejercicio de sus funciones. Se consi-
derará violación a la debida imparcialidad, la no inhibición cuando sea pro-
cedente. 

4. Eximirse de ejercer sus funciones, salvo en los casos de inhibición o recusa-
ción. 

 5. Llevar a cabo activismo político partidista, gremial, sindical o de índole 
semejante. 

6.  Realizar actividades privadas o incompatibles con su función, por sí o por 
interpuestas personas. 

7.  Ejercer simultáneamente otro cargo público, salvo lo previsto para cargos 
académicos o docentes establecidos en esta Ley. 

8.  Incurrir en tres (3) inasistencias injustificadas a las reuniones de Sala, en el 
transcurso de un (1) mes calendario. 

9.  Por abandono del cargo, declarado por el Tribunal Supremo de Justicia. 

10.  Por incumplimiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus atribu-
ciones y deberes. 

11.  Cuando sus actos públicos atenten contra la respetabilidad del Poder Judi-
cial y de los órganos que represente. 
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12.  Cuando cometan hechos graves que constituyendo o no delitos pongan en 
peligro su credibilidad e imparcialidad comprometiendo la dignidad del 
cargo. 

13. Cuando ejerzan influencia directa en la designación de quienes cumplan 
funciones públicas. 

14.  Cuando incurran en abuso o exceso de autoridad. 

15.  Cuando incurran en grave e inexcusable error, cohecho, prevaricación, dolo 
o denegación de justicia. 

16.  Cuando en sus decisiones hagan constar hechos que no sucedieron, o dejen 
de relacionar los que ocurrieron. 

17.  Cuando infrinjan algunas de las prohibiciones establecidas en la Constitu-
ción de la República Bolivariana de Venezuela y en las leyes. 

Basta leer esta enumeración, para constatar lo precaria que en de-
finitiva resulta la estabilidad de los magistrados, cuya permanencia en 
sus funciones queda a la merced de la mayoría calificada de la Asam-
blea nacional.  

En todo caso, conforme a lo dispuesto en el artículo 12, párrafo 2º 
de la Ley, una vez calificada la falta y recibidas las actuaciones del 
Consejo Moral Republicano, el Presidente de la Asamblea Nacional 
debe convocar, dentro de los 10 días hábiles siguientes, a una sesión 
plenaria para dar audiencia y escuchar al interesado, debiendo resolver 
sobre la remoción inmediatamente después de dicha exposición. 

La exigencia constitucional de una mayoría parlamentaria de las 
2/3 partes de los diputados integrantes (Art. 265), por supuesto, en 
una situación de extrema polarización política, hacía muy difícil a la 
Asamblea proceder a remover a los magistrados que pudieran ser in-
cómodos al poder político, por lo que la Asamblea, en un evidente 
fraude a la Constitución “inventó” otra causal de remoción de los ma-
gistrados, que denominó “anulación del nombramiento de los Magis-
trados”, que se puede adoptar con mayoría simple, en lugar de la ma-
yoría calificada que exige la Constitución.  
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En efecto, además de la pérdida de la investidura de los Magistra-
dos del Tribunal Supremo como sanción, por la vía de la remoción por 
faltas graves antes indicada, la Ley Orgánica ha establecido en forma 
inconstitucional, otra forma de pérdida de la investidura de los Magis-
trados, que ha regulado, también como sanción, en el artículo 23, así:  

La Asamblea Nacional, por mayoría simple, podrá anular el acto administra-
tivo mediante el cual se designa a un Magistrado o Magistrada, principal o 
suplente, cuando éste hubiere suministrado datos falsos con motivo de su 
postulación a la fecha de la misma, que impida conocer o tergiverse el cum-
plimiento de los requisitos exigidos en la presente Ley y en la Constitución de 
la República Bolivariana de Venezuela; o cuando la actitud pública de éstos, 
atente contra la majestad o prestigio del Tribunal Supremo de Justicia, de 
cualquiera de sus Salas, de los Magistrados o Magistradas del Poder Judicial; 
o cuando atente contra el funcionamiento del Tribunal Supremo de Justicia, 
de alguna de sus Salas o del Poder Judicial. Estos actos administrativos de 
anulación tienen pleno valor y eficacia, y contra ellos sólo procede el recurso 
de nulidad. 

Esta inconstitucional potestad, fue ejercida en forma inmediata 
por la Asamblea Nacional el 15 de junio de 2004, al aprobar un informe 
de una Comisión que investigaba la crisis en el Poder Judicial, en el 
cual se recomendó a anular el acto el nombramiento del Magistrado 
Franklin Arrieche, Vicepresidente del Tribunal Supremo, “en razón de 
haber suministrado falsa información para el momento de  la acepta-
ción de su postulación para ser ratificado en ese cargo”147. La Sala 
Constitucional, en todo caso, convenientemente no extendió la protec-
ción constitucional de amparo que había otorgado al Magistrado, con 
ocasión de una decisión de la Asamblea Nacional contra el magistrado 
Arrieche el 3 de diciembre de 2002148. 

                                         

147  Según la investigación parlamentaria, el Magistrado no habría tenido 15 años como 
profesor universitario titular, ni tampoco estudios de postgrado. Véase la informa-
ción en El Nacional, Caracas, 16-06-2004, p. A-5. 

148  Véase la información en El Nacional, Caracas, 18-06-2004, p. A-4. 
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Por último, el artículo 23 párrafo 3º, en su última frase dispone que 
“asimismo, (el Magistrado) quedará suspendido si el Tribunal Supremo 
de Justicia declara que hay mérito para enjuiciarlo; en tal caso, esta me-
dida es diferente a la sanción de suspensión prevista en la Ley Orgánica 
del Poder Ciudadano”. Se trata, por tanto, de una nueva causal de re-
moción de los Magistrados, no prevista constitucionalmente. 

4. La regularización de la inexistencia de la jurisdicción disciplinaria 
judicial 

La jurisdicción disciplinaria judicial conforme lo indica la Consti-
tución, debe estar a cargo de tribunales disciplinarios que deben ser 
determinados por  la ley (art. 267). El régimen disciplinario de los ma-
gistrados y jueces debe estar fundamentado en el Código de Ética del 
Juez Venezolano, que debe dictar la Asamblea Nacional. En cuanto al 
procedimiento disciplinario, debe ser público, oral y breve, conforme al 
debido proceso, en los términos y condiciones que establezca la ley. 

En esta materia, sin embargo, la ausencia de desarrollo legislativo 
de la Constitución ha hecho prolongar la transitoriedad constituyente, 
violándose abiertamente la Constitución, con lo cual la estabilidad e 
independencia de los jueces es inexistente; todo ello, con la anuencia 
del propio Tribunal Supremo de Justicia.  

 Incluso, como se detalla en la sentencia de la Sala Plena Nº 40 de 
15 de noviembre de 2001, el artículo 22 del Régimen de Transición del 
Poder Público había dispuesto que mientras el Tribunal Supremo de 
Justicia no organizase a la Dirección Ejecutiva de la Magistratura (pre-
vista, en el artículo 267 constitucional) las competencias relativas a 
“inspección y vigilancia de los Tribunales” serían ejercidas por la “Co-
misión de Funcionamiento y Reestructuración del Sistema Judicial” 
que la Asamblea había establecido. Además, el artículo 29 del mismo 
Régimen estableció que la Inspectoría General de Tribunales -hasta ese 
entonces organizada y regida por las normas de la Ley Orgánica del 
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Consejo de la Judicatura- sería un órgano auxiliar de la nombrada Co-
misión, en la inspección y vigilancia de los Tribunales de la República 
con facultades para la instrucción de los expedientes disciplinarios de 
los Jueces y demás funcionarios judiciales. Asimismo, dispuso dicha 
norma que el Inspector General de Tribunales y su suplente, serían de-
signados por la Asamblea Nacional Constituyente, con carácter provi-
sional hasta el funcionamiento efectivo de la Dirección Ejecutiva de la 
Magistratura. 

Ahora bien, como se ha dicho, el 2 de agosto de 2000 el Tribunal 
Supremo de Justicia, actuando en acatamiento de lo ordenado en el ar-
tículo 267 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, 
dictó la “Normativa Sobre la Dirección, Gobierno y Administración del 
Poder Judicial”. Con este instrumento, como lo afirmó el Supremo Tri-
bunal en la sentencia No. 40, “satisfizo un expreso mandato constitu-
cional (artículo 267), cumpliéndose además la condición que, como ya 
se ha advertido, había sido prevista para poner fin a la vigencia del ré-
gimen transitorio dictado por el Constituyente”. La propia Sala Plena 
resumió sus decisiones, así:  

El artículo 1 de la Normativa Sobre la Dirección, Gobierno y Administración 
del Poder Judicial dispuso la creación de “la Dirección Ejecutiva de la Magis-
tratura como órgano auxiliar del Tribunal Supremo de Justicia, con la finali-
dad de que ejerza por delegación las funciones de dirección, gobierno y ad-
ministración del Poder Judicial”. Es preciso advertir que de acuerdo con esta 
norma y en armonía con la atribución que le otorga a este Supremo Tribunal 
el artículo 267 de la Constitución, la Dirección Ejecutiva de la Magistratura se 
erige como un órgano que funge como instrumento del Máximo Tribunal de 
la República en el ejercicio de sus atribuciones relativas a la dirección, gobier-
no y administración del Poder Judicial, es decir, se trata de un órgano que 
ejerce por delegación tales atribuciones que, se insiste, son propias de este 
Tribunal Supremo de Justicia. 

De otra parte, el artículo 30 de la misma Normativa establece que “[l]a Comi-
sión de Funcionamiento y Reestructuración organizada en la forma que lo de-
termine el Tribunal Supremo de Justicia, sólo tendrá a su cargo [luego de la 
vigencia de esta Normativa] funciones disciplinarias mientras se dicta la le-
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gislación y se crean los correspondientes Tribunales Disciplinarios”. Ha que-
dado así esta Comisión en el ejercicio de funciones transitorias en la materia 
antes indicada.  

Mediante la norma contenida en el artículo 2 de la Normativa Sobre la Direc-
ción, Gobierno y Administración del Poder Judicial “[s]e crea la Comisión Ju-
dicial, como órgano del Tribunal Supremo de Justicia, con la finalidad de que 
ejerza por delegación las funciones de control y supervisión de la Dirección 
Ejecutiva de la Magistratura y las demás previstas en esta normativa”. Se tra-
ta también en este caso de un órgano carente de atribuciones propias ya que 
su finalidad específica es ejercer, por delegación las atribuciones constitucio-
nalmente asignadas al Tribunal Supremo de Justicia. 

Igualmente el artículo 22 de la misma Normativa establece, a la letra, lo si-
guiente: 

La Inspectoría General de Tribunales es una unidad autónoma dirigida por el 
Inspector General de Tribunales y adscrita a la Comisión Judicial del Tribunal 
Supremo de Justicia. 

La organización el funcionamiento y el alcance de la autonomía de esta uni-
dad será regulada por la normativa que al efecto apruebe la Sala Plena, a 
proposición de la Comisión Judicial. 

Se inscribe así la Inspectoría General de Tribunales en el marco de la organi-
zación prevista, en desarrollo del Texto Constitucional, para el ejercicio de las 
funciones de este Supremo Tribunal relativas a la inspección y vigilancia de 
los Tribunales de la República. Se configura así este órgano, como un instru-
mento que, dotado de cierto grado de autonomía -cuyo alcance no es ilimita-
do, y debe, por ello, ser precisado por la Sala Plena de este Tribunal Supremo 
de Justicia- coadyuva en el ejercicio de tales funciones que son propias del 
Máximo Tribunal149. 

Lamentablemente, la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de mayo 
de 2004 en la Disposición Transitoria Única, párrafo 2, e) prorrogó 
nuevamente la transitoriedad en materia disciplinaria, así:  

 

 

 

                                         

149  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
2001, pp. 159 y ss. 
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e)  La Comisión de Funcionamiento y Reestructuración del Sistema Judicial só-
lo tendrá a su cargo funciones disciplinarias, mientras se dicte la legislación 
y se crea la jurisdicción disciplinaria y los correspondientes tribunales dis-
ciplinarios. 

 

Caracas, octubre 2004 
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